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INTRODUCCIÓN. 

El problema de la minería, junto a las consecuencias sociales y los impactos ambientales 

que de ella se derivan, es un tema que ha venido tomando especial relevancia, tanto en la agenda 

académica como en la agenda pública y de gobierno, durante los últimos cinco años. Esto gracias 

al aumento desmesurado de esta actividad en el país, el arduo trabajo que han hecho una 

significativa cantidad de organizaciones ecologistas y la priorización del tema en los medios de 

comunicación. Sin embargo, la minería no es un fenómeno reciente, se tienen registros históricos 

y arqueológicos que datan de esta actividad desde antes de la llegada de los españoles en 1492 

(Peña, 2003).  

Si bien, las consecuencias sociales como los efectos ambientales de la minería no tuvieron 

gran alcance ni fueron la gran preocupación para el gobierno colombiano hasta el siglo pasado, la 

constitución política de 1991, mostró un interés y reconoció la importancia de la conservación y 

protección de los recursos naturales en todo el territorio nacional. Pero como lo señala Fierro 

(2012), los resultados dejaron identificar la debilidad institucional en este tema.   

Por otro lado, los últimos años del siglo XX y los primeros del siglo XXI, demostraron un 

declive en la explotación legal de recursos minerales, si se compara el año de 1990 (263 títulos 

mineros) con los años 2001 y 2002 (poco más de 48 títulos). Empero, dicha dinámica cambió a 

partir de 2006 con un crecimiento vertiginoso de la explotación minera legal (Frasser & Restrepo, 

2012). La minería ilegal, por su parte, como lo señala un comunicado del Senado (2013), registraba 

un aumento desproporcionado a 2013, ocupando más del 60% de la explotación minera del país.  

La activación del auge minero obedece a varias razones: según Moritz (2015), los elevados 

precios de los minerales, en especial del oro, han permitido aquel cambio; que, además, ha 

generado una lucha por el control de las zonas donde se lleva a cabo ilegalmente esta actividad 

entre los grupos armados ilegales que aun operan en el país. Mientras tanto, Frasser & Restrepo 

(2012), afirman que una normativa flexible en cuanto a la delimitación geográfica, una débil 

vigilancia y control ambiental para las actividades extractivas y un contexto de relativa calma en 

cuanto al conflicto armado, se configuraron como los principales factores que parecen haber 

detonado el auge del sector minero en Colombia.  
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En el país, los departamentos que se han configurado como zonas predilectas para la 

explotación minera, según el último informe de la UPME, son: Antioquia, Chocó, Nariño y Cauca, 

respectivamente. El departamento del Cauca, por su parte, participó en 2015 con el 8,99% de la 

producción de oro nacional, además, se encuentra entre los departamentos con mayor porcentaje 

de explotación minera ilegal (Forero, 2014).  

El panorama nacional frente a la explotación minera ilegal parece ser preocupante por la 

poca efectividad que han tenido las instituciones para contrarrestar este fenómeno. Una de las 

noticias que más llamaron la atención en 2016, fue la relacionada con la destrucción parcial de uno 

de los afluentes más importantes del suroccidente colombiano. El río Sambingo, fue centro de 

noticia a comienzo del año 2016, porque se convertía en el primer río que se “tragaba la fiebre del 

oro”. La Tercera División del Ejército Nacional, en una tarea conjunta con la Fuerza Aérea y la 

Fiscalía, desarrollaron una operación militar en contra de la minería ilegal en el departamento del 

Cauca, donde descubrieron la dantesca situación (Revista Semana, 2016). La noticia ya se 

constituía como un gran problema para las autoridades ambientales encargadas de velar por los 

recursos naturales de este país.  

Así, el presente estudio intenta identificar los impactos sociales y ambientales negativos 

generados por la minería en la destrucción del transepto del río Sambingo en el departamento del 

Cauca. La idea es establecer que los impactos ambientales son mucho más graves y perjudiciales, 

que los beneficios –crecimiento económico- que deja la actividad minera. Además, se pretende 

comprobar cuál es el alcance de las instituciones encargadas de la protección de los recursos 

naturales en el país, a través del estudio de caso; y si los actores que aún persisten en el conflicto 

armado (ELN y BACRIM)  se convierten en un agravante para solucionar el problema de la 

minería ilegal, en particular, la del río Sambingo 

El estudio de los impactos ambientales y de las consecuencias sociales que ha causado la 

desaparición del río Sambingo, como de los actores involucrados, es de gran valor gracias a la 

importancia ambiental que el mismo río posee. La subcuenca del río Sambingo comprende una 

extensión de 59.980 Has., y pertenece a los municipios de Bolívar y Mercaderes. Además, en la 

subcuenca del río se encuentran localizadas las poblaciones de Cerro Bolívar, San Miguel, 

Mazamorras, Milagros, Charguayaco, La Esperanza, San Lorenzo, Esmeraldas, Los Llanos, San 
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Joaquín, Sombrerillos, Florencia y Cerro Pelado, las cuales de sus afluentes hacen uso de las aguas 

para acueductos y pequeños sistemas de riego en las fincas (CRC, s.f.). 

En cuanto al periodo de estudio tomado (2010-2016), el interés radica en que en el año 

2010 el Gobierno Central establece al sector minero energético como una de las locomotoras del 

desarrollo y como eje central de la economía nacional. Entretanto, fue en el año 2016 donde las 

autoridades estatales se dieron cuenta de la destrucción (o desaparición según otros medios 

periodísticos), del río Sambingo.  

Identificar, analizar y/o determinar los impactos ambientales y consecuencias sociales, que 

ha generado la destrucción del transepto del río Sambingo en el Cauca por la minería, es de suma 

importancia, no solo por lo antes mencionado, sino porque es un estudio que encaja dentro de los 

estudios de vanguardia y de gran interés social. Los temas medio ambientales se están convirtiendo 

en una nueva área de investigación de las Ciencias Sociales. Además, aún no existen publicaciones 

académicas sobre los impactos ambientales (ni de los otros temas), en referencia a la destrucción 

de parte del río Sambingo. Por tanto, este trabajo podría constituirse como uno de los primeros en 

su tipo (atendiendo al espacio de estudio).  

Por otra parte, es relevante considerar que este estudio es de suma importancia para la 

Ciencia Política, ya que deja distinguir temas propios de la disciplina [Estado, Instituciones, 

Actores, Incentivos, etc.]. Dentro del enfoque de la Ciencia Política, el enfoque neo-Institucional 

es el más apropiado para abordar el tema objeto de estudio. El enfoque Neo-Institucional, abordado 

por autores como Rhodes, March y Olsen, Peters, Giddens, entre otros, es el que permitió 

reconocer el papel de los actores en las instituciones (formales e informales); las cuales son 

reconocidas como rasgo estructural de una forma de gobierno [en este caso: la Gobernación del 

Cauca, la CRC, las Alcaldías municipales, la Contraloría General, la Procuraduría General, la 

Defensoría del Pueblo, la Personería de Mercaderes, la Policía, el Ejército y la Fiscalía).  

La importancia de las instituciones estriba, según Rivas (2003), en que son estas quienes 

conforman el principal medio y pivote a través de la cual se estructura no solo la democracia, el 

sistema político sino también nuestras prácticas políticas, conductas, reglas, normas y 

naturalmente los procesos de socialización, participación e interacción social y política.  
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Aparte de ello, este enfoque, que trabaja en dos niveles: micro y macro, se ocupa en este 

último, de las instituciones, de las organizaciones y de su entorno (Arias, 2008). La importancia 

que se da al contexto (ambiente o entorno) permitió explicar, en mayor medida, las ineficientes 

(pero condicionadas) acciones de las instituciones involucradas en el estudio de caso. El contexto 

en que el que se desenvuelven los agentes afecta e incide en sus comportamientos; de ahí la 

importancia de contextualizar el problema a través de los planes de desarrollo en el nivel nacional, 

regional y local.  

 El Neo Institucionalismo considera que no existen actores individuales sino sujetos que 

actúan insertos dentro de complejas tramas institucionales (Morán, 1998 citado por Rivas, 2003). 

Además, este enfoque produce explicaciones más sistemáticas alrededor de los actores, los 

procedimientos, la racionalidad, los costos de transacción y naturalmente los fines (Rivas, 2003). 

Rechaza, por su parte, los modelos de organización basados en actores racionales, insertando la 

irracionalidad como una condición natural de los seres humanos (Arias, 2008).  

De igual manera, el neo institucionalismo no niega la importancia de los actores 

individuales, que en últimas son quienes materializan las funciones de las instituciones. El 

propósito clave del análisis institucional, para Di Maggio y Powell (1999) “no es discernir si las 

instituciones son eficientes, sino llegar a explicaciones solidas de cómo las instituciones 

incorporan las experiencias históricas en sus reglas y lógicas organizativas y cómo estas 

determinan y limitan el actuar en los actores” (p.74). Teniendo por tanto atender a una explicación 

causativa (al estudio de caso) de lo que llevó a que las instituciones competentes para la protección 

de los recursos naturales actuaran de la forma como lo hicieron.  

Partiendo del hecho de que las instituciones constituyen soluciones relativamente eficientes 

a los problemas de la acción colectiva o de los problemas sociales, económicos y políticos (Arias, 

2008), el estudio de caso da importancia mayor a las instituciones formales (descritas 

especialmente en el tercer capítulo) en el proceso de control sobre lo ocurrido. Al mismo tiempo, 

estas son consideradas para North (citado en Arias, 2008) como regularidades en interacciones 

repetidas que proporcionan un conjunto de incentivos y desincentivos para los individuos.  

La metodología que se utilizó para la elaboración del estudio tiene una característica 

interdisciplinar, pues mezcla y articula diferente métodos y técnicas de varias Ciencias Sociales. 

El método historiográfico, a través de su técnica análisis documental, permitió la descripción y 
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análisis de la política minero ambiental, los impactos ambientales que se derivan de la minería, 

como la descripción de los mismos sobre el estudio de caso. De igual manera, este método permitió 

parte de la caracterización de las consecuencias sociales de la población afectada por la destrucción 

del rio Sambingo, a través de la revisión de fuentes académicas sobre el tema. Sin embargo, para 

tener un abordaje profundo de este punto, se acudió a la elaboración de entrevistas, técnica 

perteneciente al método etnográfico. En cuanto al desarrollo de indicadores de las consecuencias 

sociales por la destrucción del río Sambingo, el uso del método estadístico, cuya técnica son los 

datos agregados, permitió la explicación y elaboración de un indicador: población total de los 

corregimientos afectados por las actividades de extracción minera ilegal en el transepto del río 

Sambingo.  

En cuanto al último apartado de la investigación se acudió, nuevamente, al método 

historiográfico y el método etnográfico. Aquí, el componente cualitativo fue prevalente, ya que se 

pudo caracterizar, grosso modo, cada uno de los mecanismos de participación que están 

establecidas en la normativa colombiana, como de los otros temas mencionados. El uso de la 

entrevista, por su parte, complementó el abordaje de esta última parte.  

Se debe mencionar, que gracias a la naturaleza del enfoque neo-institucional (el cual lleva 

implícito una metodología institucional-descriptiva, que se proyecta como enfoque apoyándose en 

la política comparada), su uso es transversal e implícito a todo el estudio. La metodología 

institucionalista tiene un carácter institucional-descriptivo, formal-legal e histórico-comparativo. 

El estudio se guio principalmente por el neo institucionalismo sociológico y politológico, sin 

menospreciar los aportes provenientes del neo institucionalismo económico como la importancia 

dada por el viejo institucionalismo, que según Peters (2003), atribuye especial valor al legalismo, 

como eje para explicar la actividad gubernamental.  

Ahora bien, el papel y los roles de las instituciones políticas son esenciales para explicar la 

estabilidad, el cambio o incluso la inestabilidad de un determinado sistema político y de la propia 

política (policy), respectivamente (Rivas, 2003). Aunque las instituciones son una variable que 

permiten la explicación política, no son la explicación política y por tanto otras variables deben 

ser tomadas para estudiar cualquier problema político, social o económico; en este caso las 

variables relacionadas con el tipo de factores (como el de seguridad o el geográfico) que explicaron 
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la lenta respuesta de las instituciones y las variables que se utilizan para explicar la implementación 

de las políticas públicas (policy).  

Pese a que se logró cubrir ampliamente el objetivo general del estudio, las dificultades 

metodológicas se hicieron presentes en el desarrollo de todo el trabajo. La lenta respuesta de las 

instituciones en el suministro de información fue una característica presente en todo el proceso de 

investigación. Además, una vez dada la información por los entes encargados, esta era incompleta 

e imprecisa, por lo que se debía acudir nuevamente a la institución o complementarla por otro 

medio. Esto generó pérdida de tiempo y alteración en la planificación creada para el estudio.  

Por otro lado, debido a la complejidad del tema como de las condiciones de seguridad en 

el país, los funcionarios mostraban una actitud reacia y muchas veces mencionaban que estaban 

impedidos para dar declaraciones oficiales frente a lo ocurrido; esta característica también se hizo 

visible a la hora de aplicar las entrevistas, donde además se presentó otro problema. El contacto 

con los directamente perjudicados por la destrucción del transepto del rio Sambingo fue difícil y 

tomó más tiempo del proyectado. En un comienzo, ninguno de ellos accedía a hablar sobre el tema 

y argumentaban que si lo hacían su integridad física corría peligro. Pese a ello, las estrategias como 

los fines utilizados en la investigación permitieron que una persona, involucrada no directamente, 

accediera a hablar sobre lo sucedido. Se debe aclarar que la información frente al caso no fue la 

suficiente y quedaron puntos que aún son discutibles. 

Finalmente, la investigación presente se estructura en tres capítulos. El primer capítulo hace 

referencia a la descripción y análisis de la política minero ambiental 2010-2016. Esto se logró 

gracias a la revisión meticulosa de cada uno de los planes de desarrollo que estuvieron dentro del 

periodo de estudio y de fuentes académicas relacionadas con el tema. El segundo capítulo, hace 

alusión a los impactos ambientales y las consecuencias sociales de la minería por la destrucción 

del transepto del rio Sambingo en el departamento del Cauca. El tercer capítulo, describe y analiza 

los mecanismos de protección al medio ambiente aplicados al estudio de caso.  Aquí, se exponen 

y analizan los mecanismos de participación ciudadana y el proceso de intervención de las 

instituciones encargadas en la destrucción del transepto del rio.  
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Mapa 1. Localización área de influencia minería ilegal río Sambingo (Departamento del Cauca). 

Punto con coordenadas 694575,71N; 999550,76E; hasta el sitio con coordenadas 702399.53N; 

998782.149E 

 

Fuente: Informe Final de Valoración Ambiental-CRC 
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CAPÍTULO I 

LA POLÍTICA MINERO AMBIENTAL ESTABLECIDA EN EL MARCO DE LOS 

PLANES NACIONALES, DEPARTAMENTALES Y MUNICIPALES –BOLÍVAR Y 

MERCADERES-, 2010-2016 

               “La tierra proporciona lo suficiente para satisfacer las necesidades de cada hombre, 

pero no la codicia de cada hombre”-Gandhi. 

 

El tema minero ambiental ha tomado relevancia en el contexto internacional y nacional 

por: una, el alza que tuvo el precio de los commodities en el mercado mundial durante un breve 

periodo; y dos (este como consecuencia del primero), por la implementación de la locomotora 

minero energética en el país. En este sentido, este capítulo se orienta a entender el contexto 

nacional a través de la descripción y análisis de la política minero ambiental establecida en los 

planes nacionales de desarrollo 2010-2014 y 2014-2018, como también la establecida en los planes 

de desarrollo departamentales y municipales (Bolívar y Mercaderes) que estén dentro del periodo 

de estudio. Así, se obtuvo, entre otras cosas, un estudio sobre la relación entre lo formulado en el 

plano nacional y lo formulado en el plano regional.  

 

Metodológicamente, este capítulo incorpora el método historiográfico, que, a través de la 

técnica del análisis documental, permitió la contextualización plena del problema. La revisión de 

los documentos institucionales (planes de desarrollo y sentencias de constitucionalidad) fue la 

clave para desarrollar este primer capítulo. No obstante, la revisión de fuentes académicas también 

estuvo presente, claro está, que en menor proporción.  

1.1. La política minero ambiental establecida en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2010-

2014 

El auge de la explotación minera en Colombia puede ubicarse dentro de un periodo 

específico. Durante los dos gobiernos de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), el número de títulos 

mineros creció exponencialmente. En este periodo, la superficie de áreas de hectáreas con título 

minero otorgado o solicitado, se multiplicó por ocho -pasando de 1,13 millones a 8,53 millones de 

hectáreas- (Rudas, 2010 citado en Urrea, D., & Tatiana, R., 2014). Existen varias razones que 

explican la dinámica descrita: por ejemplo, la producción de oro, que había pasado por una crisis 

durante casi 40 años, registró desde 2005 una cotización sin precedentes (Ponce, 2012). El alza de 
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la mayoría de los commodities mineros se debió a la alta demanda de estos minerales por países 

como China e India hace una década (Ponce, 2012) (Moritz, 2015). 

El alto precio y demanda en el mercado mundial de los minerales, fue considerado por el 

gobierno nacional como algo de lo que se debía sacar mayor provecho; fue así que el sector minero 

energético se convirtió en uno de los sectores más importantes de la economía colombiana. El 

PND 2010-2014 señala e identifica cinco locomotoras del desarrollo, entre ellas, la locomotora de 

desarrollo minero y expansión energética.  

El PND 2010-2014 define de la siguiente manera las locomotoras del desarrollo: 

Las locomotoras de crecimiento son los sectores o actividades económicas que van a definir el 

rumbo que tome la economía colombiana en los próximos años. Sectores con el potencial de 

mejorar continuamente el uso y la combinación eficiente de factores como el capital, el trabajo o 

los recursos naturales. Sectores no sólo con la capacidad de generar aumentos continuos y 

permanentes de productividad, sino con el potencial de arrastrar el crecimiento y la generación de 

empleo en los demás sectores de la economía, especialmente a través de sus encadenamientos 

productivos con actividades conexas. (PND 2010-2014, p.205) 

De las cinco locomotoras establecidas en el PND 2010-2014, la locomotora de desarrollo 

minero y expansión energética, o, locomotora minero energética fue considerada como uno de los 

ejes centrales de la economía colombiana. La principal razón que llevó a que el gobierno le diese 

dicha importancia fue, principalmente, la participación de ese sector en el PIB. “Es así como la 

participación del sector en el Producto Interno Bruto pasó del 8,8% en el 2006 al 9,2% en 2009” 

(PND 2010-2014, p.275).  

Las estrategias, por parte del gobierno, para potencializar este sector fueron: primera, 

promover la inversión nacional y extranjera con “reglas de juego claras”; segunda, consolidar el 

desarrollo de clusters; y tercera, formular e implementar políticas que puedan enfrentar los retos 

derivados del auge de la explotación de recursos naturales (PND 2010-2014, p.208). Por otro lado, 

este plan señala que los recursos económicos derivados del sector serían utilizados para inversión 

social y productiva (parte de un año base -2009-, donde este sector transfirió al Estado cerca de 20 

billones de pesos). Si bien este sector está conformado por tres sub sectores, a saber: sector 

eléctrico, sector hidrocarburos y sector minería; este estudio se centra en el último.  
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El sector minero, según señala el plan, ha estado rezagado frente a los otros dos sectores, 

en términos de institucionalidad, formalización y consolidación industrial. Sin embargo, gracias a 

su marcada participación en el PIB, el gobierno ya había empezado a adelantar estrategias para 

mejorarlo (como la disminución en los plazos de prórrogas de la concesión minera, que pasó de 

30 a 20 años). La meta del plan en este sentido es clara: convertir a Colombia en un país minero a 

nivel mundial (PND 2010-2014, p.279).  

Aunque anteriormente se señalaron las estrategias que establece el PND 2010-2014 de 

manera general, a continuación, se las mencionará de forma detallada. De acuerdo a la ley 1450 

de 2011 (Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014), las estrategias para el fortalecimiento 

del sector minero fueron: i) mejoramiento de la institucionalidad del sector minero: Art 108. 

Establecer reservas minero energéticas, Art. 110. Plan de ordenamiento minero, Art 112. Control 

a la comercialización de minerales; ii) seguridad minera: Art. 110. Caducidad título minero, Art. 

111. Fortalecimiento cumplimiento obligaciones títulos mineros y iii) desarrollo sostenible del 

sector: Art. 113. Embarque de carbón mediante embarque directo.   

Aunque en las anteriores estrategias no se mencionan las referentes con la formalización 

de la minería ilegal, el PND señala lo siguiente:  

Adicionalmente, el Gobierno adelantará las siguientes acciones para formalizar el ejercicio de la 

actividad minera: (1) configurar grupos interinstitucionales especializados para combatir prácticas 

ilegales y tomar las medidas necesarias para el sancionamiento de estas conductas y la 

judicialización y disposición de los bienes incautados, cuando aplique; (2) verificar que los 

minerales utilizados en otros procesos productivos provengan de una fuente con título minero que 

se encuentre en etapa de explotación, y que cumpla con todas las normas y reglamentaciones 

vigentes ; (3) verificar y controlar los insumos utilizados para la explotación minera; (4) culminar 

los programas de legalización de minería de hecho; y (5) impulsar la veeduría ciudadana para 

asegurar la efectividad en el cumplimiento de las funciones de las autoridades ambientales (PND 

2010-2014, p.290) 

A grandes rasgos podemos señalar que el PND 2010-2014 se establece como el instrumento 

de gestión pública que tuvo un objetivo claro en este sector: convertir a Colombia en un país 

minero. Las dinámicas del ambiente (la alza en los precios de los commodities en el mercado 

mundial, el aumento de la participación del sector en el PIB, la participación significativa del sector 
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en la IED, entre otros) configuraron un escenario adecuado para iniciar con este propósito. Las 

cifras del sector minero-energético fueron la principal justificación del gobierno nacional para 

considerar a este sector como un eje central de la economía nacional. Aun cuando, los 

intermitentes picos de los recursos minerales, en especial del oro, han definido una industria mal 

establecida y organizada, y sus condiciones de producción per se complejas (Ponce, 2012). A esto, 

hay que sumarle la insuficiente información con la que cuenta el estado colombiano sobre la 

actividad minera en el país (Escobar & Martínez, 2014). 

1.1.1. La política minero ambiental establecida en el Plan de Desarrollo Departamental 

(PDD) 2008-2011 

Mientras tanto, en el departamento del Cauca, el Plan Departamental de Desarrollo: Arriba 

Cauca 2008-20111, indicó ciertos objetivos estratégicos relacionados al fortalecimiento del sector 

minero. El CONPES 3461 de 2007 (citado en el PDD 2008-2011), y considerado como un 

documento de dirección para las políticas departamentales dentro del plan, indica: “desarrollo 

sostenible, centrado este, en la protección del Macizo colombiano como ecosistema estratégico, el 

desarrollo forestal del departamento, el desarrollo minero sostenible, el impulso al Programa 

Regional de Mercados Verdes y el impulso a los cafés especiales (PDD 2008-2011, p.17). Más 

adelante, el mismo plan considera al sector minero dentro de la agenda interna para la 

productividad y competitividad del departamento. Este mismo plan es claro en resaltar el potencial 

minero del departamento, y la importancia de su uso para el mejoramiento de la economía regional. 

Para ello, según el plan, se realizarían estudios de exploración, factibilidad, explotación y 

comercialización y la implementación de un sistema de contabilización de la producción minera, 

como el aumento de los recursos humanos, técnicos y económicos para el sector.   

En paralelo al fortalecimiento del sector minero en el departamento, administrar los 

recursos naturales y el ambiente para su conservación, recuperación, manejo y uso sostenible, se 

convirtió en un objetivo transversal a todo el plan. Empero, resulta paradójico que este plan 

intentara fortalecer un sector que, según Urrea & Rodríguez (2014), resulta contradictorio para la 

protección del medio ambiente al considerarlo como devastador.  

                                                           
1 Se toma como punto de referencia este Plan debido a que el espacio de estudio corresponde a 2010-2016. El PDD 2008-2011 

establece que: “el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 se convierte en el referente de planificación a tener en cuenta para la 

elaboración de los planes de desarrollo departamental y municipales de todo el territorio nacional”.  
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Aunque el PDD 2008-2011, es enfático en determinar la importancia de fortalecer el sector 

minero del departamento en miras a obtener un mayor crecimiento económico, no habla en ningún 

momento de la minería ilegal, y mucho menos, indica una línea base de la actividad minera en la 

zona ni un problema que debe ser tratado. El PND 2010-2014, en cambio, consignó dentro de sus 

prioridades, erradicar la extracción ilícita de minerales. Esta inclusión del problema de la minería 

ilegal dentro del plan es una muestra de que este fenómeno debía comenzar a ser atendido por los 

impactos ambientales y la mala imagen que estaba generando, dicho sector, a la sociedad.  

Además, existe otro nivel donde se practica la extracción ilícita de minerales, la cual se caracteriza 

por la ausencia del título minero, el incumplimiento de los requisitos legales y técnicos para 

desarrollar la actividad, la ausencia de planeación, y la falta de control en materia de impactos 

ambientales y sociales. (PND 2010-2014, p.289) 

Si bien, el gobierno consideró la minería ilegal como un problema serio que debía ser 

manejado con todo el andamiaje institucional que cuenta Colombia en la materia, el país aún no 

cuenta con información exacta sobre las zonas donde se lleva a cabo esta actividad; incluso muchas 

de las minas cerradas por no cumplir con los lineamientos que establece la ley han sido localizadas 

durante operaciones de seguimiento y control a minas formales (Escobar & Martínez, 2014).  

La discrepancia entre lo formulado por el PND 2010-2014 y lo formulado por el PDD 

2008-2011 puede obedecer a criterios de periodo. Pues recordemos que el PDD fue formulado bajo 

el PND 2006-2010, y aun cuando en este periodo el sector minero tuvo una significativa 

importancia, no fue considerado dentro del mismo plan como un eje central, a diferencia del PND 

2010-2014. Por otro lado, el PDD 2008-2011 carece de información relevante en cuanto a minería 

ilegal, por el simple hecho de que para la época el sector a nivel nacional se encontraba rezagado 

institucionalmente. Tanto así, que el Censo Minero más completo con el que cuenta el país se llevó 

a cabo durante los años 2010 y 2011, el cual logró una cobertura en 23 de los 32 departamentos.  

1.1.2 La política minero ambiental establecida en los Planes de Desarrollo Municipales  

(PDM) -Bolívar y Mercaderes-, 2008-2011  

Aun cuando el sector minero energético no adquirió la importancia en el PND 2006-2010, 

como la tuvo en el PND 2010-2014, este sector sí logró grandes avances en ese periodo. Y, pese a 

que el PDD 2008-2011 no identifica líneas bases sobre minería ilegal, sí es claro en darle 

relevancia al sector minero (como un sector a mejorar e impulsar). Por su parte, el PDM 2008-
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2011 del municipio de Bolívar es más detallado a la hora de identificar las estrategias para el 

impulso de este sector en la zona.  

El contenido del PDM 2008-2011 de Bolívar está dividido por corregimientos y cabecera 

municipal. Para cada corregimiento y cabecera municipal, el plan consideró, a lo que aquí 

denominaremos, ejes. Estos son: desarrollo económico, desarrollo social, desarrollo ambiental y 

política ciudadana. Dentro del eje de desarrollo económico se encuentra el componente de 

productividad, y en este, el sector minero. Son varios los corregimientos en los cuales el plan 

determina al sector minero como un sector a potenciar. Los corregimientos de: ‘El Carmen’, ‘San 

Miguel’, ‘Los Milagros’, ‘Los Rastrojos’, ‘Carbonera y Capellanías’, ‘Los Rastrojos’, ‘San Juan’, 

‘San José del Morro’, ‘Guachicono’ ‘El Rodeo’ y la Cabecera Municipal, son los que el plan señala 

como zonas para la explotación minera.  

Las estrategias para cada corregimiento varía dependiendo del diagnóstico de cada uno de 

ellos, sin embargo, a niveles generales, el plan menciona las siguientes: capacitación técnica para 

mejorar el rendimiento de la minería, concesiones, planes para el proceso de legalización de las 

minas, alianzas entre la Asociación de Mineros y el municipio frente a la intervención de capital, 

mejoramiento de los sistemas de explotación de minerales, tecnificación, procesos para la 

obtención de licencias, capacitación técnica para los trabajadores en la mina de oro Cerro Gordo, 

estudios de potencial minero de las zonas y capacitación en minería para conocer todo lo 

concerniente a políticas de extracción y explotación minera. De igual forma, señala la minería 

informal como un problema presente en casi todos los corregimientos.   

Por el lado del eje de desarrollo ambiental, en el componente ‘ambiente’, se encuentran 

las estrategias de implementación de planes de ordenamiento y manejo de cuencas hidrográficas y 

la capacitación a la comunidad en el manejo y conservación del medio ambiente. El plan identifica 

al río Sambingo como uno de los recursos con los que cuenta el municipio y sobre el cual recae la 

acción política. Es importante señalar que por los corregimientos de San Miguel, Los Milagros, 

Los Rastrojos, Carbonera y Capellanías y Gran Chalguayaco fluye el río Sambingo, y además, a 

excepción del último corregimiento mencionado, los demás corregimientos fueron escogidos en el 

PDM 2008-2011 como zonas de exploración, aprovechamiento y explotación minera.  

Entretanto, el PDM 2008-2011 de Mercaderes aunque no hace un señalamiento tan 

detallado, como si lo hace el PDM de Bolívar, si indica ciertas estrategias a desarrollar en el sector 
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minero y en la conservación de la fuente hídrica del río Sambingo. Para el PDM 2008-2011 de 

Mercaderes (“Gobernando con la comunidad”), este se dividió en dimensiones. Estas son: 

dimensión económica, social, ambiental y político institucional. Una de las estrategias para la 

formalización del sector minero en el municipio fue el sub programa producción sostenible 

vinculado a la dimensión ‘Ambiental’. Aquí se señala una “ocupación estratégica del territorio, 

producción limpia y fortalecimiento del sector primario de la economía” (Art. 12. Matriz de Metas 

e Indicadores, p.33). Por otro lado, se considera a la minería como fuente principal de empleo 

(PDM Mercaderes 2008-2011, p.51). Otras de las estrategias para el impulso de este sector en el 

municipio, está relacionada con el fortalecimiento del desarrollo agropecuario y minero, la 

asistencia técnica, capacitación y créditos para la generación de ingresos y la especialización en 

organización, producción, comercio y servicios (Art. 11. Programas, subprogramas y líneas de 

acción prioritarias, pp.12-13).  

Frente a las políticas ambientales para protección del río Sambingo, se encuentra el plan de 

ordenamiento y manejo de la subcuenca hidrográfica del Río Sambingo y Hato Viejo (POMCH). 

De igual forma el plan es claro en indicar que la minería es una fuente de contaminación de los 

afluentes de la zona –aunque no especifica de cuales-.  

Al realizar un paralelo entre los planes de desarrollo municipales, podemos identificar que 

el municipio de Bolívar le dio mayor importancia al sector minero que el municipio de Mercaderes, 

por lo menos dentro del instrumento de gestión pública estudiado. Ambos planes pueden 

considerarse como exploradores en el sector, debido a las características del contexto de la época 

(crecimiento de este sector en la economía colombiana e incursión paulatina en las políticas de 

gobierno). Pese a que estos planes no incorporan explícitamente las líneas de acción del PND 

2010-2014, por razones de periodos de gobierno, si incluyen al sector en mención como un sector 

que debe ser explorado y explotado. Ahora bien, se observará si el plan de desarrollo departamental 

y los municipales (2012-2015) si siguen las líneas de acción formuladas por el PND 2010-2014, y 

cuáles son las estrategias que formulan para lograr convertir a Colombia en un país minero a nivel 

mundial.  
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1.1.3. La política minero ambiental establecida en el Plan de Desarrollo Departamental 

(PDD) 2012-2015 

La primera anotación que realiza el PDD 2012-2015 “Cauca, todas las oportunidades”, 

sobre el tema, se relaciona con el hecho de la articulación que debe tener el departamento con las 

disposiciones nacionales sobre el fortalecimiento del sector minero energético. El plan afirma que 

este sector solo representa el 1,1% del PIB departamental, pero que, dada la importancia de la 

explotación de los recursos naturales en la política económica nacional, es necesario visualizarlo 

en el mediano y largo plazo. Así mismo, da énfasis sobre el estado de la minería ilegal en el 

departamento. Se debe detallar que este sector se encuentra dentro del eje económico del plan (este 

plan está divido en tres componentes: uno general, otro estratégico y un último financiero). Los 

ejes que hacen parte del componente estratégico son: eje estratégico territorial y ambiental, eje 

económico, eje estratégico social, eje seguridad y convivencia ciudadana y el de gerencia pública.   

EL PDD 2012-2015, al igual que su antecesor, señala al sector minero como una potencia 

para el sector productivo y económico y también lo considera un sector que debe ser impulsado. 

Los programas estratégicos de este plan sobre el componente de minería fueron: programa 

legalización de la minería de hecho, programa planificación de la actividad minera y el programa 

de fortalecimiento a la productividad y competitividad del sector minero. Los tres programas 

establecidos por el plan responden al siguiente objetivo: incrementar la productividad y 

competitividad del sector minero del departamento.  

Este plan de desarrollo se puede clasificar como el instrumento de gestión pública que 

intentó describir la situación minera del departamento, y que, a su vez, dejó observar un panorama 

deprimente del sector. Por ejemplo, en una de las metas a cumplir se encuentra la capacitación en 

20 municipios sobre la normatividad minero ambiental, sin ninguna línea base. Las líneas base que 

menciona el plan sobre el sector son las que ofrece el último censo minero. Esto, per se, nos ofrece 

una cierta idea del difícil proceso de implementación que podía presentar las instituciones 

encargadas de cumplir con los objetivos propuestos en el plan. Por otra parte, está claro que el 

PDD 2012-2015 obedece, en el sentido estricto de la palabra, a las directrices contempladas por el 

gobierno en el PND 2010-2014, en cuanto a la importancia del sector minero-energético para el 

desarrollo del país.   
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Aun cuando el gobierno nacional y los gobiernos regionales planificaron su gestión en base 

a las cinco locomotoras del desarrollo definidas en el PND, en particular, a la locomotora minero-

energética, las consecuencias del impulso de este sector, al parecer, ha generado más 

consecuencias negativas que positivas. Según Urrea & Rodríguez (2014), el impulso de este sector 

ha traído innumerables manifiestos conflictos socio ambientales muy específicos; en el estudio 

hecho, aseveran que en el departamento del Cauca hay conflictos ecológicos distributivos, que 

pueden servir de modelos de análisis para todo el territorio puesto que “se observan de manera 

clara los impactos y conflictos por el agua”. (p.74) 

Por otro lado, según información del reciente creado Atlas de Justicia Ambiental, Colombia 

es el país con mayor número de conflictos socio-ambientales, de los 72 conflictos reseñados, 43 

se encuentran en la región Andina (59.7%). Entre los departamentos más afectados resaltan Cauca, 

Valle, Caldas, Antioquia y Santander (Pérez, 2014).  

El gobierno nacional centró su discurso para defender al sector minero-energético en 

términos económicos; el PND y los distintos informes de rendición de cuentas del presidente 

(presentados al Congreso) giran en torno a la cantidad de recursos que este sector ha ofrecido al 

país, dando poca importancia a todas las consecuencias negativas que de este sector se derivan.  

Con relación a la población impactada, los 72 conflictos inventariados reportan un total aproximado 

de 7,9 millones de personas afectadas o potencialmente impactadas, lo cual equivale a cerca del 

17% de la población colombiana (…). El segundo sector generador de impacto es la minería, con 

una población afectada cercana a los 1,9 millones de personas (23,8%). (Pérez, 2014, p.282) 

Para concluir, encontramos que el plan de desarrollo Cauca todas las oportunidades, se 

constituyó como el primer plan desarrollo en el ámbito regional, en incluir las políticas nacionales 

descritas en el PND 2010-2014. Parte del hecho de que el impulso al sector minero obedece a una 

sujeción nacional. A diferencia del plan anterior, este sí incluye una descripción (puede que 

insuficiente) de la minería ilegal en el departamento, considerándola como un problema a resolver 

y, además del fortalecimiento del sector, la formalización de la minería es la piedra angular en esta 

materia.  
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1.1.4. La política minero ambiental establecida en los Planes de Desarrollo Municipales 

(PDM) –Bolívar y Mercaderes-, 2012-2015.   

En el ámbito local, los planes municipales correspondientes al periodo 2012-2015, son los 

instrumentos de gestión pública que debían incluir las directrices (o políticas) señaladas en el PND 

2010-2014. Así, se identificarán las políticas, estrategias o programas que señalan cada uno de los 

planes en cuanto al sector, y se analiza si responden al mandato del gobierno nacional.  

Para el caso de Bolívar, el PDM 2012-2015 “Por nuestra tierra hagamos la diferencia2” 

se aleja de los demás estudiados porque, la primera anotación que hace sobre el sector minero, es 

la importancia que se debe dar a las sentencias promulgadas por la Corte en relación a la Consulta 

Previa como derecho fundamental para la realización de cualquier proyecto, incluido los proyectos 

mineros:  

Estas sentencias se convierten en un reto para las comunidades y para las organizaciones 

acompañantes, en la ardua tarea de defender los territorios y la autonomía, así como las necesidades 

y expectativas de un desarrollo diferente a aquel que arrasa con las culturas, la naturaleza y la vida 

digna. (PDM 2012-2015 “Por nuestra tierra hagamos la diferencia”, p.4) 

Según el plan, estas sentencias son indispensables porque permiten la armonía entre las 

comunidades y se apuesta por un desarrollo diferente. Más adelante el plan señala que el sector 

minero se practica en la región en una escala muy baja; la actividad agrícola seguido de la actividad 

pecuaria, por el contrario, son las más practicadas. Continúa afirmando que la minería en el 

municipio está representada por la extracción de oro, material de arrastre y aprovechamiento de 

arcilla. La extracción de oro, en un 90%, se realiza de forma artesanal, “lo cual genera impactos 

ambientales negativos (tala de bosques y afectación de la vegetación)” (PDM 2012-2015 “Por 

nuestra tierra hagamos la diferencia, p.12”), el plan señala que son dos quebradas las que, para el 

año de formulación del plan, estaban siendo gravemente afectadas: el Pepinal y el Cerro Gordo.  

La medida que consideró el plan para lograr un buen aprovechamiento del sector minero 

es: “la inaplazable necesidad de formalizar y tecnificar la minería” (PDM 2012-2015 “Por nuestra 

tierra hagamos la diferencia, p.12”). Al no hacerlo, según el plan, no se pueden ni controlar ni 

                                                           
2 El PDM 2012-2015 “Por nuestra tierra hagamos la diferencia” se formalizó mediante Proyecto de Acuerdo No 06 
del 31 de mayo de 2012. 
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mitigar los impactos ambientales. Frente a la articulación de las políticas nacionales para el 

aprovechamiento del potencial minero a través de las licitaciones internacionales, el plan hace una 

anotación sobre la expectativa y rechazo que ha generado esto por parte de los afectados. Pese a 

esto, el plan también es claro en determinar el potencial minero con el que cuenta el municipio y 

el cual debe ser explotado; por ejemplo, una medida que estableció el plan fue la promoción de 

desarrollos productivos en el sector (Art. 6 y Art.8, numeral 3 del Acuerdo).  

Aun cuando el plan refiere la necesidad de impulsar el sector minero, también es enfático 

en establecer medidas que lo equilibren con el sector ambiental. Como parte de los programas a 

realizar en el componente ambiental (Art.14 del Acuerdo) se encontró que había una necesidad de 

comenzar con la implementación, mediante proyectos, de los planes de ordenamiento y manejo de 

cuencas hidrográficas (POMCA), indica además, que existen conflictos en tres sub cuencas, entre 

ellas la del rio Sambingo. Que una de las causas de dichos conflictos es la explotación minera a 

cielo abierto, sin embargo, no es explícito en señalar si esta actividad se realiza en las tres sub 

cuencas.  

Por otro lado, el plan identifica y analiza problemas de los 15 corregimientos y cabecera 

municipal. De los 15 corregimientos y cabecera municipal estudiadas, las zonas con problemas 

mineros son: San Juan, Cimarronas, La Carbonera, Capellanías, Guachicono, el Morro y la 

Cabecera Municipal. Los problemas giran principalmente a las consecuencias ambientales y 

sociales de la concesión de explotación minera a multinacionales, la falta de control por parte de 

la autoridad municipal y la CRC; la contaminación del suelo, del agua, del paisaje; el deterioro 

social, entre otros. Como el plan afirma que la entrada de las multinacionales podía suponer una 

amenaza para las comunidades, el plan aseveró que evitaría la intervención minera por parte de las 

empresas tras nacionales, y que esto se haría a través de procesos organizativos para la atención y 

prevención del riesgo (Art. 14, numeral 2-E del Acuerdo).  

Ahora bien, el PDM 2012-2015 de Mercaderes “Sembrando Futuro3”, está organizado en 

cuatro partes: la primera de diagnóstico, la segunda estratégica, la terca sobre la matriz plurianual 

de inversiones y la cuarta sobre seguimiento y monitoreo del plan. También considera al PDD 

2012-2015 y PND 2010-2014 como insumos para la formulación del plan.  

                                                           
3 Este plan se formalizó mediante Acuerdo No 003 del 30 de mayo de 2012.  
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La primera alusión que hace el plan de Mercaderes 2012-2015 con el sector, se relaciona 

con lo que formula el PND 2010-2014 en cuanto al objetivo de mejorar e impulsar el sector minero 

energético, es decir, orienta su política minera energética de acuerdo a lo manifestado desde el 

gobierno central. Más adelante, este plan municipal enlista a la minería artesanal (explotación de 

piedras preciosas y oro) como una actividad económica principal, sin embargo, asevera que la base 

económica del municipio es el sector agropecuario. 

Según el Censo Pecuario 2012 (citado en el plan), a la fecha existían dos zonas donde se 

practica (o practicaba) la explotación minera, que hacen (o hacían) parte del corregimiento de 

Esmeraldas. El plan también fue detallado en los planes que buscaban la mejora del sector en el 

municipio, por ejemplo, una de las estrategias que nombró fue el de: “presentar ante el gobierno 

Nacional, departamental y cooperación internacional proyectos para mejorar las condiciones de 

vida de la comunidad afromercadereña en educación, salud y saneamiento básico, deporte, cultura, 

vivienda, electrificación, adquisición de tierras, minería, capacitación, formalización de 

asociaciones, bancarización etc.”, (p.148). Como medidas concretas que debían responder a la 

estrategia mencionada, el plan, en busca del cumplimiento del objetivo “mejorar la calidad de vida 

de la población afromercadereña a través de la formación integral pertinente, reconocimiento de 

sus derechos, la participación, organización y fortalecimiento de su estructura social” (p.149), creó 

el programa de “minería afro ambiental”, donde la meta a cumplir fue el apoyo en trámites para el 

logro de concesiones mineras para las comunidades negras organizadas. De igual forma señala la 

gestión ante el gobierno nacional (y otros) de un proyecto para la organización legal, el 

fortalecimiento y capacitación del sector minero, en busca del reconocimiento nacional como 

distrito minero.  

Finalmente, en cuanto al objetivo: “elevar la calidad de vida de los habitantes del Municipio 

mediante la intervención del medio ambiente a fin de mejorar la actualización entre el hombre y 

la naturaleza asegurando el equilibrio ecológico, natural y ambiental para generaciones futuras” 

(p.264), consideró el programa “Regulemos la actividad minera”, el cual deseaba responder al 

decreto 31481 de 1996 producción limpia en minería. Parte de una línea base que señaló que existe, 

o existía, explotación minera ilegal en Pilón, Ganaplata, Marañón, Patanguejo y Mojarras 

(Patanguejo es una vereda perteneciente al corregimiento de Cajamarca, por el cual transcurre el 

río Sambingo).  
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Mientras que el PDM 2012-2015 de Bolívar es claro y reiterativo sobre la complicada 

relación que puede existir entre la extracción minera y el medio ambiente; el PDM 2012-2015 de 

Mercaderes, fue corto y no estableció varios programas que respondieran a esta dinámica; solo 

nombran uno, el cual estaba encaminado a evitar la deforestación de bosque natural. Así, 

encontramos un plan que no articuló el sector de la minería con el sector del medio ambiente, y 

que indica una línea base sobre este sector insuficiente, aun cuando una de sus metas fue la de 

convertir al municipio en Distrito Minero.  

La relación entre las consecuencias derivadas de la implementación de una política de 

gobierno (o de Estado), basada en la explotación de recursos naturales, se encuentran hoy en 

debate. La apuesta por un modelo fundamentado en el extractivismo y una especie de nueva danza 

de los millones (fruto del alza del precio de los commodities entre 2011 y 2014), parece estar 

pasando por una crisis. La descripción a continuación, y posterior análisis, del plan nacional de 

desarrollo, el plan de desarrollo departamental y los planes de desarrollo municipales actuales, 

darán cuenta si el país generó un cambio en su política minero ambiental, o por el contrario, siguió 

apostándole a esta sin ninguna variación.   

1.2. La política minero ambiental establecida en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2014-

2018.  

El PND 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, no dista mucho en materia minero 

energética de su anterior. Por el contrario, apuesta nuevamente por este sector como uno de los 

más importantes para lograr el incremento en la productividad económica del país. Dentro del 

componente de “Competitividad e infraestructuras estratégicas”, se encuentra el objetivo 5: 

“consolidar el desarrollo minero energético para la equidad regional” (PND 2014-2018, p.225). 

Aun cuando el plan establece un componente de crecimiento verde, que según el mismo plan, se 

hace transversal a todas las políticas formuladas por el ejecutivo; lo cierto es que el gobierno no 

escatimó esfuerzos para lograr una estructuración sólida del sector en miras a obtener los mayores 

beneficios de este.  

Este plan sigue la misma línea de discurso del anterior, es decir, utiliza los argumentos 

económicos como las principales justificaciones para seguir apostándole al sector minero 

energético. Anota que la participación de este sector en el PIB pasó de 9,7% entre 2006 y 2009 a 

11,2% entre 2010 y 2013. Sin embargo, el plan también es claro en señalar que desde 2013 los 
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niveles de producción han disminuido debido a la baja de los precios de los commodities en el 

mercado mundial y las dificultades ambientales y sociales para la ejecución de los proyectos. De 

igual forma, anota que uno de los inconvenientes más notorios para seguir con el impulso del sector 

fue la declaración, por parte de la Corte Constitucional, de inexequibilidad a la reforma del código 

minero mediante sentencia C- 366 de 2011 y de la suspensión de los decretos (que intentaban 

corregir los vacíos jurídicos dejados por la decisión de la Corte), por parte del Consejo de Estado. 

Esto, según el plan, “ha limitado al Estado para la administración del recurso minero” (PND 2014-

2018, p.139).  

Dentro de las múltiples estrategias que señala el plan en materia minera, sobresalen las 

siguientes: fortalecimiento institucional, incentivos al sector privado (creación de un esquema 

regulatorio, organizado y transparente), organización y ajuste a la normativa minera, cierre de 

minas informales, establecimientos de lineamientos técnicos claros, inicio de la formulación de 

catastro y registro minero, registro único de comercialización de minerales (como mecanismo para 

combatir la minería ilegal), financiamiento público y privado de la minería a pequeña, mediana y 

gran escala, mejoramiento de la infraestructura para el sector, fiscalización de las zonas mineras, 

función de seguimiento y control a los proyectos mineros, erradicación de la explotación ilícita de 

minerales, disminución de los trámites para la legalización de los títulos mineros, actualización del 

censo minero, ampliación de áreas de reservas estratégicas mineras, acercamiento institucional con 

las comunidades donde se llevarían a cabo proyectos mineros y/o energéticos, consolidación de 

proyectos de interés nacional y  estratégico (PINE), formación de capital humano para el sector y 

una implementación de una metodología para la compensación por pérdida de biodiversidad para 

ecosistema marino-costeros. Todas ellas y las otras más que menciona el plan, tiene el objetivo 

central de consolidar el sector en el país y seguir en la apuesta de Colombia como un país minero 

a nivel mundial.  

Una vez emitida la ley del plan (ley 1753 de 2015 Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018), 

surgió una demanda de inconstitucionalidad a varios artículos de la misma. El 08 de febrero de 

2016, la Corte Constitucional se pronunció sobre la demanda a los art. 108 de la ley 1450 de 2011 

y 20 de la ley 1753 de 2015, los cuales crean y amplían la figura de las áreas de reserva estratégicas 

mineras (AEM); art. 49, 50 (parcial), 51 y 52 (parcial) de la ley 1753 de 2015, los cuales desarrollan 

el sistema de proyectos de interés nacional y estratégico (PINE) y el art. 173 de la misma ley, que 
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regula las actividades extractivas en ecosistemas de páramo. En su pronunciamiento la Corte 

estableció que: en cuanto a las AEM, se condiciona la exequibilidad de estas normas; frente a los 

Pines, el juez declaró exequibles los incisos 1º, 2º y 5º del art. 49 de la ley 1753, inexequible el 

inciso 3º y se inhibió de emitir un pronunciamiento de fondo en relación al inciso 4º del artículo 

citado; por el lado de los pines y las víctimas del conflicto armado, la Sala suprimió la disposición 

comprendida en el art. 50; en tanto a la disposición de las licencias y permisos ambientales, el 

tribunal declaró su inconstitucionalidad; finalmente, en los apartes demandados del art. 173 de la 

misma ley, la Corte declaró la inexequibilidad de los incisos 1º, 2º y 3º del primer parágrafo de 

dicha norma (Ámbito Jurídico, 2016) (Sentencia C-035 de 2016).  

La sentencia de la Corte en la materia nuevamente restringe al ejecutivo en sus 

disposiciones de afianzar al país como un país minero en el mercado mundial. No solo esta 

sentencia es la que ha proferido el Alto Tribunal sobre la materia, el Anexo 1 presenta una 

descripción y análisis detallado sobre otras sentencias que ha declarado la Corte sobre el sector. 

Pese a que el ejecutivo se encontró con un frenazo, por parte del poder judicial, para el desarrollo 

de su política minero; el plan departamental y los planes municipales a continuación descritos y 

analizados darán cuenta del principio de subsidiariedad entre el gobierno central y el gobierno 

regional, y locales sobre el sector.   

1.2.1. La política minero ambiental establecida en el Plan de Desarrollo Departamental 

(PDD) 2016-2019.  

El PDD 2016-2019 “Cauca, territorio de paz” articula varios de los puntos definidos por 

el PND 2014-2018 a través de tres pilares: paz con equidad, competitividad y sostenibilidad 

ambiental y participación e inclusión. Es contundente en mencionar que este plan responde a los 

lineamientos establecidos por el gobierno nacional; formula además, en base a los tres pilares 

descritos, los siguientes ejes: territorio de paz y para el buen-vivir; generación de condiciones para 

la riqueza colectiva; Cauca, cuidador de agua; y fortalecimiento de lo público, el buen gobierno y 

la participación.  

Dentro de las múltiples estrategias que adopta el plan, en miras a articular las directrices 

del PND 2014-2018 sobre el sector minero, se encuentra que este sector fue incluido dentro del 

eje de generación de condiciones para la riqueza, específicamente en el componente ‘crecimiento 

y competitividad económica’. Ahí determina, como estrategia, realizar estudios de alto impacto 



29 
 

para el sector pues es considerado como fuente para la generación de empleo; de igual forma, el 

plan afirma la necesidad de la formalización del 10% de las UPM informales existentes. Entre los 

planes concretos que adopta el plan están: implementación de apoyo a procesos de legalización y 

formalización, capacitación normativa, seguimiento y control a proyectos mineros, prevención de 

riesgos en labores mineras (a través de capacitaciones y socialización de normas mineras); la 

entidad responsable de ejecutar dichos planes es la Secretaría de desarrollo económico y 

competitividad.  

Mientras tanto, en el eje ‘Cauca, cuidador del agua’, el plan identifica a la minería ilegal y 

criminal como una de las causantes de la deforestación de bosques (debido a la apertura de vías 

para el transporte de los productos obtenidos), por lo que la administración debe tomar medidas 

efectivas para contrarrestar este fenómeno en la región. El plan revela que la minería ilegal y 

criminal es un fenómeno nuevo y que existen en 38 municipios del departamento (aunque no los 

especifica) donde se practica. Según el plan, este tipo de minería no permite alcanzar los niveles 

adecuados de productividad y competitividad en el sector. 

Por último, el plan es insiste en recalcar la minería sustentable y sostenible; que esto solo 

se puede conseguir a través del control de la ilegalidad y el continuo seguimiento ambiental a las 

explotaciones legales, estampando así el denominado ‘Crecimiento Verde’ del PND 2014-2018 a 

dicho sector. Por lo cual, tenemos entonces un plan que responde nuevamente a las políticas 

nacionales sobre la materia e incluye de igual forma, el factor sostenible y sustentable para ella; 

acentúa asimismo en la necesidad de la formalización de este sector, como principal problema a 

resolver.  

1.2.2. La política minero ambiental establecida en los Planes de Desarrollo Municipales 

(PDM) –Bolívar y Mercaderes-, 2016-2019.  

En referente al PDM de Bolívar 2016-2019 “Bolívar comunitario y emprendedor”, este 

nuevamente identifica los problemas por corregimiento. En cuanto a los problemas causados por 

la minería, estos se encuentran presentes en los siguientes corregimientos: El Rodeo, Chalguayaco, 

El Carmen, El Morro, Lerma y San Miguel. Este plan se constituye como el primer instrumento 

de gestión pública en incluir el problema del río Sambingo (por razones que se deslucirán en los 

siguientes capítulos) en sus planes y estrategias. Particularmente es el corregimiento de San Miguel 
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donde se caracteriza el problema y se prevé la restauración del afluente por impacto ambiental y 

minería ilegal.  

Actualmente el municipio se enfrenta a la lucha contra la minería ilegal; mineros externos han 

invadido aguas abajo los cauces del río San Jorge y Sambingo con maquinaria pesada, actividad 

que se desarrolla sin manejo, ni prácticas limpias de oro que posibiliten minimizar el impacto 

ambiental causado por las cárcavas, deforestación, contaminación de aguas con minerales pesados, 

etc. (PDM 2016-2019, p.15) 

Al igual que el PND 2014-2018 y el PDD 2016-2019, este plan reconoce al sector como 

un potencial económico, pero que las autoridades municipales son conscientes de los problemas 

que puede traer (impactos ambientales negativos y aumento o generación de conflictos sociales). 

Al igual que el plan departamental, considera que la legalización de la minería de hecho e informal 

como el manejo sustentable del sector, son las estrategias indispensables para lograr un equilibro 

con el sector ambiental. Dentro de los objetivos del plan para el sector, se encuentra el de 

incrementar la productividad y competitividad del sector minero del municipio en equilibrio y 

armonía con el ambiente y la soberanía territorial; este objetivo responde indiscutiblemente a la 

política nacional establecida en el PND actual. En tanto a la minería ilegal, subraya que en el 

municipio el 80% de esta actividad se practica de esa forma y que es este un problema urgente a 

tratar.  

Respecto al PDM 2016-2019 de Mercaderes “Con trabajo y paz, a futuro haremos más”, 

este reconoce que ha habido un uso y manejo inadecuado de los recursos naturales del municipio. 

Mientras tanto, en lo concerniente a los problemas causados por la minería, este plan incorpora al 

problema del río Sambingo en sus lineamientos, considerándolo sobre todo, como el problema más 

relevante de su territorio. A diferencia del plan de Bolívar, este apunta que la actividad ilegal de 

extracción de oro sobre el rio, se venía practicado desde mediados de 2014.   

La contaminación generada por la minería es un aspecto a tener en cuenta en el municipio. Desde 

mediados del año 2014, en el corregimiento de Cajamarca, veredas de Patanguejo y Sambingo, 

sobre el río del mismo nombre, se viene desarrollando la explotación de oro, ilegal, a gran escala, 

utilizando maquinaria con capacidad para la remoción de grandes cantidades de tierra […]  (p. 27).  

Después, el plan describe que desde mediados de 2015 existió un aumento de las personas 

dedicadas a la actividad minera, principalmente en el corregimiento de Cajamarca. Por otra parte, 
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este plan parece mostrarse crítico con la política minero ambiental emanada del ejecutivo, al 

valorar que “todo el municipio” se encuentra concesionado a las multinacionales mineras y que 

ello “supondría una transformación de la dinámica económica local de consecuencias sociales, 

económicas y ambientales impredecibles” (PDM 2016-2019, p.47). Determina, igualmente, que la 

actividad minera (ilegal) entró a la dinámica de la economía local. Finalmente, en lo que concierne 

a las estrategias para modernizar el sector minero, el plan menciona la formulación de un POT que 

incluya el ordenamiento productivo agropecuario y minero del territorio rural y un plan para la 

recuperación del río Sambingo a largo plazo.  

A manera de conclusión, todo lo anterior permite comprobar que lo ocurrido en el afluente 

no fue una cuestión natural, sino producto de la indebida acción antrópica en dicho lugar4. Como 

resultado, analizar el contexto nacional a través de los instrumentos de gestión pública 

denominados planes de desarrollo, se pudo constatar que la locomotora minero energética (como 

política de gobierno) se planteó en el primer gobierno de Juan Manuel Santos, y que durante su 

segundo mandato (el actual) se le dio continuidad, aun cuando ya no se estableciera con el prefijo 

locomotora. Por otro lado, los planes de desarrollo, tanto municipales como departamentales, del 

periodo 2008-2011, tuvieron preocupantes vacíos en el tema de la minería ilegal.  

En cuanto al nivel de reciprocidad y coherencia de los planes regionales y locales frente a 

los nacionales, se pudo detallar que los planes de desarrollo departamentales de los periodos 2012-

2015 y 2016-2019 son claros en considerar los lineamientos nacionales para sus políticas 

regionales (un ejemplo es la formulación de un plan para controlar la minería ilegal y/o criminal). 

Mientras tanto, en los planes de desarrollo municipales se pude apreciar un crecimiento 

exponencial de la importancia del sector minero para el crecimiento de sus territorios, sin embargo, 

el plan de Mercaderes 2016-2019 muestra un papel crítico sobre la política minero ambiental 

emanada desde Bogotá y sus implicaciones en el plano local. Finalmente, son los planes de 

desarrollo municipales 2016-2019 que incluyen, por primera vez, el tema del río Sambingo dentro 

de ellos.  

                                                           
4 Durante entrevista realizada el 21 de marzo de 2017 en la ciudad de Popayán a un funcionario de la CRC, este 
afirmó lo siguiente: “Nosotros hicimos una labor de control como autoridad ambiental, ejercer actividades de control 
en que no se estuviera generando la afectación que se está dando por la acción antrópica, o sea, la acción del hombre, 
frente al mal uso de los recursos naturales”. La pregunta estuvo relacionada al papel que tuvo la institución en la 
operación que dio descubrimiento a la destrucción del transepto del río Sambingo.  
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CAPÍTULO II 

LOS IMPACTOS AMBIENTALES EXISTENTES EN EL PROCESO DE 

DESTRUCCIÓN DEL TRANSEPTO DEL RÍO SAMBINGO 

“Primero fue necesario civilizar al hombre en su relación con el hombre. Ahora es necesario 

civilizar al hombre en su relación con la naturaleza y los animales” – Víctor Hugo. 

 

La implementación de la política minero energética en Colombia como eje central de la 

economía nacional fue formulada, explícitamente, en el PND 2010-2014 del primer gobierno de 

Juan Manuel Santos. Este plan, como el actual (2014-2018), alertaron sobre el aumento 

incontrolado de la minería ilegal en varias regiones del país. De igual forma, indicaron la necesidad 

de que el Estado y todo su aparato institucional intervinieran para poder frenar esta problemática. 

Sin embargo, las acciones formuladas e implementadas no fueron suficientes para poder evitar lo 

que ocurrió en el río Sambingo.  

Los impactos ambientales, como las consecuencias sociales (a decir verdad, las 

consecuencias sociales hacen parte intrínseca de los impactos ambientales) de lo ocurrido en el río 

Sambingo pueden llegar a ser innumerables. No obstante, para efectos del estudio, este capítulo 

pretende, en primer lugar, señalar y describir los impactos ambientales (en relación con la 

alteración de la fauna, flora, suelo y agua del espacio objeto de estudio); contrastando esto con lo 

formulado en los planes de desarrollo (descritos en el primer capítulo) sobre el tema. En segundo 

lugar, se pretende establecer las consecuencias sociales: población afectada, número de población 

afectada y tipo de afectación, del espacio objeto de estudio. Se debe señalar, que para esta segunda 

parte (consecuencias sociales), la información suministrada fue insuficiente y lo que se podrá 

observar, en gran parte del texto, es una aproximación a ella; aquello se logró gracias al uso de 

fuentes académicas especializadas sobre el tema, informes institucionales y entrevistas hechas a 

funcionarios de cinco instituciones.  

2.1. Descripción de los impactos ambientales del transepto del río Sambingo destruido por 

actividad minera.  

El medio ambiente se define, según la Norma Técnica Colombiana (NTC ISO 14001) de 

2015, como el entorno en el cual una organización opera, incluidos el aire, el agua, el suelo, los 
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recursos naturales, la flora, la fauna, los seres humanos y sus interrelaciones. De igual manera, 

define el concepto de impacto ambiental como el cambio en el medio ambiente, ya sea adverso o 

beneficioso, como resultado total o parcial de los aspectos ambientales de una organización.  

Según el informe final de valoración ambiental sobre la zona de influencia del río, “el área 

general de la afectación se cuantifica en 170,6 Hectáreas, desde el punto con coordenadas 

694575,71N; 999550,76E; hasta el sitio con coordenadas 702399.53N; 998782.149E sobre el rio 

Sambingo y sus franjas protectoras” (CRC, Informe Final Valoración Ambiental, s.f.). Antes de 

comenzar a describir los impactos ambientales negativos referidos en el informe de valoración 

ambiental, se detallará cuál era el estado de la fauna y la flora de la subcuenca del río Sambingo; 

el cual se encuentra disponible en los estudios realizados por parte de la CRC en 2006. 

El medio ambiente debe ser entendido en un sentido holístico, lo que quiere decir que si 

uno de los componentes que hacen parte de este se ve perjudicado, inevitablemente aquello tendrá 

consecuencias sobre el resto. La anterior aclaración se realiza con el fin de que el lector entienda 

porque se referencia los estudios sobre la subcuenca del rio Sambingo-Hato Viejo (ver Anexo 2). 

En dicho estudio, funcionarios de la CRC pudieron constatar la importancia ambiental de esta zona 

ubicada en el suroccidente colombiano.  

En cuanto al informe de Fauna descrito en el Plan de Ordenamiento y Manejo de la 

Subcuenca Sambingo - Hato Viejo, municipios de Bolívar, Mercaderes y Florencia, Cauca, 

Colombia (2006), el equipo de profesionales encontró un nivel alto, en términos de riqueza en este 

componente. Para el caso de peces, se determinó la existencia de 9 familias, 16 géneros y 25 

especies. Específicamente, en la vereda Cajamarca se encontraron 13 especies; en el corregimiento 

de Bolívar, 4 especies y, en el corregimiento de Mazamorras y Los Milagros, 1 y 2 especies, 

respectivamente. Para el caso de anfibios, se determinó la existencia de 13 especies abarcados en 

4 familias. La vereda Cajamarca y los corregimientos de Bolívar y Mazamorras, registraron 2 

especies cada uno; mientras que en Los Milagros se registraron 8 especies. Para el caso de reptiles, 

se determinó la existencia de 9 especies de lagartos y 15 de serpientes agrupados en 9 familias. 

Cajamarca y Bolívar, registraron 6 especies cada uno; Mazamorras 2 especies y Los Milagros, 5 

especies.  

En cuanto a Aves, el grupo de animales que mayor cantidad y diversidad registró, se logró 

una contabilización de 240 especies distribuidas en 49 familias. En Cajamarca se registraron 92 
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especies, en Bolívar 83, en Mazamorras 74 y en Los Milagros 118 especies. Sin embargo, el 

informé puntualizó que en este grupo de animales, como en varios de los otros, el estudio resulta 

corto, por lo cual, la cantidad de especies para cada grupo pudo haber sido mayor. También indicó 

que un total de 3 especies fueron declaradas amenazadas y otras 2 especies, amenazadas 

localmente.  

A pesar de los buenos resultados obtenidos en términos de riqueza, estudios realizados en zonas 

cercanas al área de estudio (Ayerbe 2004, Negret 1992) demuestran que existen aún más especies de 

las registradas en este trabajo y que la riqueza aumenta considerablemente en la temporada de 

migración boreal entre los meses de septiembre y marzo. (Fundación MAMASKATO-CRC, 2006).  

Finalmente, para el caso de los mamíferos, se reportó un total de 40 especies pertenecientes 

a 34 géneros y 19 familias. En esta parte, el informe no detalla las especies por las localidades 

visitadas. De los mamíferos que vale destacar, se encuentran: el oso andino, el conejo silvestre, 

ardillas, nutria, oso de anteojos, danta y boruga. Se precisó, que para la fecha de estudio, existían 

ya 3 especies amenazadas y otra 6, amenazadas localmente.  

Lo anterior demuestra inequívocamente la gran riqueza faunística de esta zona de Colombia. 

La cantidad de especies, como el número de individuos que señala el informe, dan prueba de ello. 

El informe aclara, además, que para la fecha de estudio, no existían políticas de sostenibilidad 

ambiental ni mucho menos estudios de base sobre este tema. De igual forma, enfatiza que la 

expansión de la frontera agrícola, los cultivos ilícitos, el desconocimiento del entorno y la cacería, 

podían generar impactos negativos para los ecosistemas regionales. Detállese que el informe no 

puntualiza sobre la minería; esto se puede explicar debido al contexto de la época (2006); en este 

año apenas comienza el estado colombiano a impulsar el sector minero, y los precios de los 

commodities inician su ascenso. 

Por otra parte, este informe nos describe y nos ayuda a entender el estado en el que se 

encontraba el componente Fauna de la subcuenca del río Sambingo-Hato Viejo. En cierta medida, 

puede servir de base a estudios futuros, y profundos, para poder establecer la afectación real de la 

fauna debido a la actividad minera ejercida en los aproximadamente 12 kilómetros de este afluente. 

El Informe Técnico de Protección y Vigilancia, realizado en 2016 por un grupo de 

profesionales conformados por la CRC, detalla, entre otras cosas, una valoración ambiental sobre 

el estado de la fauna, flora, suelo y agua de la zona de afectación por minería en el río Sambingo. 
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En cuanto al componente fauna, el informe registró un total de 29 especies de aves y 3 especies de 

mamíferos. Al mismo tiempo, advierte que esto se trata de una caracterización preliminar y aunque 

puede ser inexacto comparar estos resultados con los del anterior informe (el de 2006), si puede 

ayudar para estimar la situación en dicha zona. Por ejemplo, si comparamos solo los resultados en 

la vereda Cajamarca (una de las localidades afectados directamente por la explotación minera del 

río); en el informe de 2006, se registraron un total de 92 especies. Comparado con los resultados 

obtenidos en la valoración ambiental de 2016, se puede observar una disminución drástica de 63 

especies, que en términos porcentuales equivaldría a un 68.5%. Además, según versiones de los 

pobladores, la desaparición de especies como el Guatín, el Zaino, la Pava y el Venado han sido 

producto de las actividades extractivas de oro (CRC, 29 de septiembre de 2016).  

“Como consecuencia de la actividad minera la población de peces disminuyó considerablemente, y 

la que se mantiene sobre el río posiblemente no sea apta para consumo humano debido a la 

bioacumulación de metales pesados en sus organismos, entre ellos mercurio” (CRC, 29 de septiembre 

de 2016).  

Aun cuando la anterior metodología de comparación puede resultar equivocada, los 

resultados deben dejar un mensaje de incontrovertible aceptación: afectación negativa sobre la 

fauna. Lo debatible aquí es el nivel o el porcentaje ¿Qué grado de impacto negativo tuvo la fauna 

por lo ocurrido en el río Sambingo? ¿En qué porcentaje se encuentra la cantidad de especies 

desaparecidas, amenazadas o disminuidas por la actividad minera del afluente? Bien, las preguntas 

están sobre la mesa. El deber de las instituciones: responderlas.  

Frente al componente de Flora, en un informe de 2006 sobre levantamiento de cobertura 

vegetal, realizado por el ecólogo Wilson Chilito, se pudo obtener que en la subcuenca del rio 

Sambingo-Hato Viejo albergaba (o alberga) 12 unidades de cobertura vegetal diferenciales. Entre 

las que se encuentra: vegetación natural de páramo, bosque natural abierto y bosques plantados 

comerciales. Según los resultados del estudio, se determinó que el mayor porcentaje corresponde 

a los pastos naturales con Rastrojo Natural Abierto (47%). Las especies de mayor concentración 

en las localidades de influencia directa por el río Sambingo son árboles medianos pertenecientes 

al estrato arbóreo. De ahí destaca el roble, que para el año de estudio fue categorizado como especie 

casi amenazada. El total de especies para la subcuenca se contabilizó en 129.  
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En el área muestreada, se encontraron 955 individuos vegetales pertenecientes a los estratos arbustivo 

(489) y arbóreo (466), representados en 129 especies, distribuidas en 48 familias, donde se puede 

apreciar la gran diversidad que presenta la subcuenca Sambingo Hato Viejo y por estar en zonas de 

vida de gran importancia para la conservación. (Chilito, 2006, p. 68) 

Pese a que el estudio sugiere una serie de recomendaciones, en ninguna de las que enuncia 

considera a la minería como factor a tomar en cuenta. Nuevamente esta situación se puede explicar 

por el contexto de la época. Entretanto, el primer informe de valoración ambiental con fecha del 

29 de septiembre de 2016 y a cargo del Subdirector de Defensa de Patrimonio Ambiental de la 

CRC, describen que para los días de visita (31 de agosto, 1 y 2 de septiembre) se observó un relieve 

de laderas y montañas con pocos árboles en la parte alta del río y en la parte baja del río se 

reportaron 6 especies5. El equipo encontró en el recorrido de 2 km, la apertura de 4 vías, las cuales, 

para su construcción, se tuvieron que tumbar vegetación de la zona (CRC, 29 de septiembre de 

2016). La anterior información fue corroborada por funcionarios de la CRC en una entrevista 

realizada el 11 de mayo de 2017. También confirmaron la afectación a la flora.  

Aparte pues de la destrucción como tal del paisaje; muchas aves migraron –ajá-, muchos reptiles, 

mamíferos…como tal… La última vez que fuimos, tala de bosques –claro-; la tala de bosques… la 

gente utiliza pues para hacer los cambuches o los lugares donde ellos habitaban sí, todos eran con… 

o sea, cortaban la madera y hacían todos sus, sus… también para la leña, bueno para todo, la 

utilizaban para todo. El bosque tuvo gran afectación. (Funcionaria CRC, comunicación personal, 11 

de mayo de 2017). 

Un segundo informe correspondiente a la segunda valoración ambiental, explicó que varias 

de las especies de flores servían como alimento para una gran parte de fauna (especialmente, las 

aves). De ello, podemos deducir la reducción de estas especies en la zona. Los lugareños, por su 

parte, confirmaron que hubo desaparición de la flora, a causa de la construcción de ranchos y 

casetas, como su uso para leña (CRC, Informe Final Valoración Ambiental, s.f.).  

Los impactos negativos sobre la fauna y la flora, descritos hasta el momento, demuestran 

una especie de vacío entre lo formulado en los planes de desarrollo (en el nivel nacional, regional 

y local) y su posterior implementación. Si bien todos los planes estudiados presentan el tema de la 

minería y el medio ambiente, fue El PND 2010-2014 el primero en reconocer las consecuencias 

                                                           
5 Esta descripción corresponde exclusivamente al transepto del río afectado por minería ilegal.  
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que podían resultar de un auge en la explotación de los recursos naturales, incluso indica la 

necesidad de un desarrollo sostenible del sector. Aun así, las estrategias impulsadas desde Bogotá, 

como del acatamiento por parte de las autoridades políticas y administrativas de la región, no 

sirvieron para frenar lo ocurrido en el río Sambingo. Los planes de desarrollo municipales de 2008-

2011, por ejemplo, expusieron que se debían implementar los planes de ordenamiento y manejo 

de cuencas hidrográficas para preservar y conservar los recursos naturales de la zona. Es más, el 

PDM de Mercaderes 2008-2011, menciona que la minería es un agente contaminante de varios 

afluentes del territorio y a pesar que no es explícito en señalar cuáles, el hecho de que ya existiera 

un breve conocimiento sobre el tema, deja muchos interrogantes por responder: ¿cómo es posible 

que los entes municipales no continuaran con un plan de seguimiento y control sobre estos temas 

a sabiendas de las consecuencias que de ellos se podían derivar? ¿Cuál fue el nivel de importancia 

que le dieron las autoridades departamentales y municipales a este problema?  

Antes de seguir con el análisis entre lo formulado y los resultados de dichas políticas para el 

estudio de caso, se continuará con la descripción de los componentes de agua y suelo para ampliar  

el cuadro de los impactos ambientales negativos en esta zona. No obstante, la metodología para 

analizar el nivel de impacto sobre los recursos del suelo y el agua no será la misma a la utilizada 

para los componentes de flora y fauna. Puesto que los estudios disponibles detallan sobre el agua 

y el suelo de toda la subcuenca del río Sambingo, describirlo resulta infructuoso. Teniendo en 

cuenta lo anterior, se describirá el estado resultante de estos dos componentes a causa de las 

actividades extractivas de oro en el afluente.  

El área total de afectación sobre el río Sambingo (excluyendo el área de los pozos de minería 

ilegal) es de 156.6 Ha, lo que sería igual a 189 canchas de futbol (tomando como referencia un 

campo de fútbol con medidas de 75m x 110m). Si bien, el área de afectación directa sobre el suelo 

es menor, no existen las estadísticas en los informes presentados por la CRC en este sentido. 

Mientras tanto, el área total de los pozos de minería ilegal asciende a las 14 hectáreas, que reunidos 

formarían aproximadamente 17 canchas de fútbol.   

El primer informe sobre valoración ambiental, realizada el 08 de febrero de 2016, indicó que 

para el proceso de extracción del mineral del afluente, se taló y se destrozó vegetación, se 

realizaron movimientos de tierras y otra serie de actividades que afectaron negativamente el suelo 

y el agua de las microcuencas. Para el caso específico del recurso suelo, se dieron procesos de 
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erosión, acidificación, toxicidad, salinización, entre otros., lo cual degradó la tierra 

irrevertiblemente. El informe detalla que las actividades, según fuentes de la zona, se venían 

realizando desde el año 2015. Este estudio se realizó desde el aire a unos 10.000 pies de altura y 

con informe de registro fotográfico. Para la fecha del sobrevuelo, la situación del río era crítica, 

puesto que con el fenómeno del niño, su caudal había disminuido considerablemente (CRC, 08 de 

febrero de 2016).  

Imagen 1. Fotografía aérea del río Sambingo afectado por minería ilegal.  

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Policía Judicial.  

El grado de afectación ambiental detallado en el informe del 08 de febrero, el equipo 

constató que hay cambios en el uso del suelo, alteración de la fuente de agua superficial y posibles 

erosiones (producto de las excavaciones incontroladas). Este informe señala que el recurso suelo 

solo podrá volver a su estado natural en un periodo mayor a siete años, mientras que sus procesos 

de regeneración y recuperación tardarían un periodo mayor a los diez años. El informe advierte, 

además, que dicha reparación es imposible por medio de la acción natural (CRC, 08 de febrero de 

2016). Finalmente, especifica que el grado de afectación sobre el recurso suelo es CRÍTICA, con 

un puntaje de 80/80 y va en contra de lo preceptuado en el decreto 2811 de 1974 y el Código de 

Minas Ley 685 de 2001, ver Anexo 3 (CRC, 08 de febrero de 2016).  

Por otro lado, el recurso hídrico tuvo igual afectación (ubicado en la categoría CRÍTICA 

con un puntaje de 80/80), debido a que el cauce natural del río fue desviado. Además, la alteración 
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sobre el agua viola el decreto 1541 de 1978, decreto 3930 de 2010 (sobre tratamiento de residuos 

industriales) y el decreto 1594 de 1984 (criterio de la calidad del recurso hídrico) -Ver Anexo 4-. 

Ya para las visitas de terreno, las cuales sirvieron de base para la construcción del informe final 

sobre valoración ambiental en el río Sambingo, el equipo conformado por la CRC encontró en su 

primer recorrido montículos de aproximadamente 20 metros de altura de material (arena y grava) 

(CRC, 29 de septiembre de 2016). En esta primera fase, el equipo evaluó 20 pozos, que en 

promedio tenían una profundidad de 9.4 metros, donde cuatro pozos tenían la mayor profundidad 

(15 metros) y 3 pozos la menor profundidad (4 metros). El agua de estos pozos osciló entre el color 

café, amarillo, verde y azul. Además de ello, el equipo encontró contaminación por productos 

como botellas plásticas, latas de bebidas, ropa, entre otros. En este informe, el grado de afectación 

ambiental general fue categorizado como CRÍTICA con un puntaje de 61/80 (Ver Anexo 5).  

En su segunda y última visita de terreno, realizada del 09 al 15 de octubre de 2016, la CRC 

concluyó su informe de valoración ambiental sobre la afectación del río Sambingo. En esta visita, 

el equipo identificó 90 pozos. Así, el total de pozos durante el recorrido por las márgenes del río 

llegó a 110. En esta oportunidad, el equipo de la CRC, referenció dos pozos con una profundidad 

de 20 metros y el promedio de los pozos se ubicó en 9.15 metros de profundidad, por lo que 

promediados con los resultados anteriores, tenemos un promedio de 9.2 metros de profundidad en 

los 108 pozos registrados. Es pertinente mencionar que dos pozos de esta segunda visita no 

pudieron ser georreferenciados “debido a que se encontró personal desarrollando actividades 

mineras” (CRC, Informe Final Valoración Ambiental, s.f.). 

En cuanto al nivel de mercurio sobre el agua, el equipo escogió tres pozos para su 

respectivo análisis. Ahí concluyeron que el nivel de este metal se encontraba por encima de la 

norma. Mientras tanto, para analizar el mercurio en el suelo, el equipo escogió como sitios de 

muestreo dos pozos. En este estudio, el grupo de profesionales encontró que las muestras superaron 

más de 10 y 20 veces lo estipulado. Advierten que el suelo que rodea los pozos NO puede ser 

utilizado para ninguna actividad agrícola, ya que los metales pesados tienden a bío-acumularse en 

los alimentos que se siembran. (CRC, Informe Final Valoración Ambiental, s.f.). 

Nuevamente, la descripción de los impactos negativos sobre el recurso del suelo y agua, 

demuestran la poca efectividad entre las políticas diseñadas o mencionadas en los planes de 

desarrollo (nacionales, departamentales y locales). Por ejemplo, el PND 2010-2014 estableció que 
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se configurarían grupos interinstitucionales especializados para combatir prácticas ilegales, esto, 

por lo menos en lo que refiere al río Sambingo, no tuvo ningún efecto. No se tiene conocimiento 

si esta propuesta se intentó implementar en este departamento. Los resultados descritos sobre la 

actividad minera en este afluente son una prueba que respalda el hecho de que si los gobiernos no 

configuran una línea base sobre algún problema, es muy difícil instaurar estrategias para 

enfrentarlo, en otras palabras, no conocer el problema significa no poder solucionarlo (hasta hoy 

no hay estudios profundos sobre la actividad minera en el departamento). Pese a que todos los 

planes estudiados consideraron (aunque unos en menor y mayor medida) el problema y la 

necesidad de controlar la minería informal/ilegal, la pregunta que resulta es ¿por qué no se pudo 

evitar lo ocurrido en el río Sambingo? La respuesta se intentará dar en los capítulos siguientes.  

2.2. Caracterización de las consecuencias sociales de la población afectada por la destrucción 

del transepto del río Sambingo. 

Arriba se mencionó el significado de medio ambiente. Este concepto incluye al ser humano 

como parte de él, sin embargo, por efectos del estudio se decidió separar las consecuencias sociales 

(advertido al inicio de este capítulo) de los efectos ambientales; lo que no quiere decir que se 

rechace el hecho de que las consecuencias sociales hacen parte de los efectos ambientales, 

solamente se intenta dar un énfasis especial a estos por la magnitud de los mismos.  

La descripción de los impactos ambientales negativos a causa de las actividades de 

extracción de oro en el transepto del río Sambingo, demuestran el tamaño de la tragedia. Ahora 

bien, se intentará dar una aproximación a las consecuencias sociales derivada de dicha actividad. 

Esto quiere decir que en esta parte del capítulo no se podrá realizar una descripción de las 

consecuencias sociales (tal como se hizo con los componentes de fauna, flora, suelo y agua) puesto 

que no existen estudios oficiales sobre el tema.  

En las entrevistas realizadas, los funcionarios públicos afirmaron que sus instituciones no contaban 

con estudios referentes a este punto. No especificando el motivo por el cual no se habían llevado 

a cabo.  

-Ya. Sobre el río Sambingo, ¿la gobernación está o está iniciando estudios sobre este tipo de 

consecuencias sociales o no se ha llevado a cabo? 

-No, estudios como tal no. Nosotros, pues, lo evidenciamos con las visitas que hemos hecho, con el 

trabajo que está haciendo la CRC, que es el que está, digamos, más al frente del tema de los pasivos 
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ambientales. Pero no tenemos, digamos, estudios concretos sobre esos impactos sociales no. 

(Secretaria de Gobierno de la Gobernación del Cauca, comunicación personal, 22 de junio de 2017) 

No obstante, las técnicas utilizadas (entrevistas, revisión bibliográfica y datos agregados) si 

pueden dar una aproximación racionable sobre las consecuencias sociales que afectan o podrán 

afectar a la población cercana al lugar donde ocurría la actividad minera.  

Para el caso del municipio de Bolívar, el PDM 2016-2019, indica que los corregimientos de 

Capellanías y San Miguel son los directamente afectados por lo ocurrido en el río Sambingo. La 

deducción se estableció, puesto que dentro del plan de desarrollo municipal se encontró que en 

estos corregimientos el municipio tiene como uno de sus objetivos la recuperación de este afluente 

afectado por minería ilegal. Sin embargo, varios de los entrevistados (el funcionario de la CRC, la 

Profesional residente en el municipio de Bolívar y el Secretario de Gobierno de Bolívar) agregaron 

que el corregimiento de La Carbonera también se vio afectado por ello. Además, confirmaron que 

el corregimiento de Capellanías hace parte del grupo. Si bien, ninguno de los entrevistados 

aclararon cuales fueron las veredas esencialmente afectadas, se tomará para el estudio en cuestión, 

al conjunto de los tres corregimientos mencionados: La Carbonera, Capellanías y San Miguel.  

Tabla 1. Población total de los corregimientos de La Carbonera, Capellanías y San Miguel 

(2016) 

 

 

 

Fuente: Plan de desarrollo municipal de Bolívar-Cauca 2016-2019 [Elaboración Propia].  

De la tabla 1 se puede inferir que la población afectada por las actividades de minería ilegal 

ejercidas sobre el transepto del rio Sambingo, asciende aproximadamente6 a 5423 personas, a corte 

año 2016. Que de los tres corregimientos afectados, el de San Miguel es quien más habitantes 

afectados tiene (60%), seguido de La Carbonera (33%) y Capellanías (7%).  

En palabras de la Profesional entrevistada, la población del corregimiento de La Carbonera 

es mayoritariamente afrodescendiente, seguida de la mestiza. Por otro lado, el PDM de Bolívar 

                                                           
6 Se utiliza el término aproximadamente puesto que no se tiene confirmación de que todas las veredas 
correspondientes a los tres corregimientos sean las afectadas directamente por lo ocurrido en el río. Lo mismo aplica 
para los corregimientos de Mercaderes.  

Corregimiento Población Total 

La Carbonera 1780 

Capellanías 378 

San Miguel 3265 

Total 5423 
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2016-2019, también señala que para el corregimiento de Carbonera, la población es 

mayoritariamente afrodescendiente. Para el caso del corregimiento de San Miguel no hay 

información sobre ello. Algo importante a considerar es que la mayoría de los entrevistados 

afirmaron que la situación económica y social de estos territorios no es adecuada. La mayoría de 

su población es pobre (el índice de Necesidades Básicas Insatisfechas [NBI], en el sector rural, 

alcanza el 72.78%). Los servicios básicos no son suficientes y los que hay son precarios, y la 

presencia del Estado podría considerarse nula. 

Institucionales, de pronto que esta es una parte muy alejada, muy olvidada. Usted llega allá, inclusive 

ve cultivos de coca alrededor de las maquinas. Entonces es una parte que realmente el Estado casi 

nunca hace presencia y, entonces más bien se ve mucha la disciplina y las normas que ejerce la 

guerrilla allá. (Intendente de Policía Judicial, comunicación personal, 05 de junio de 2017). 

Para el caso de Mercaderes, según el PDM 2016-2019 de ese mismo municipio, el 

corregimiento más afectado fue Cajamarca, particularmente las veredas de Patanguejo, Cajamarca 

y Sambingo. Sin embargo, en la entrevista realizada al Alcalde de Mercaderes, el mandatario 

mencionó que los corregimientos de San Juanito y Mojarras también se vieron perjudicados.  

Tabla 2. Población total de los corregimientos de Cajamarca, Mojarras y San Juanito (2016) 

 

 

 

Fuente: Plan de Desarrollo Municipal de Mercaderes-Cauca, 2016-2019. Elaboración propia.  

Al observar la tabla 2, se puede ver que el total de habitantes afectados, a causa de la 

explotación ilegal de oro sobre el transepto del río Sambingo, es de 3746 personas 

aproximadamente, a corte año 2016. Que de los tres corregimientos afectados, el de San Juanito 

es quien más afectados tiene (49%), seguido de Mojarras (26%) y Cajamarca (25%).  

La población de Cajamarca y Mojarras es mayoritariamente afrodescendiente (para el 

corregimiento de San Juanito no hay especificación de ello). Estos tres corregimientos presentan 

altos índices de desocupación, poca rentabilidad en el trabajo –los ingresos mensuales, de la 

mayoría de la población que se dedica a actividades del sector primario, no supera el 50% de un 

salario mínimo-. Si bien el índice de NBI del municipio de Mercaderes alcanza el 71.6%, este se 

Corregimiento Población total 

Cajamarca 944 

Mojarras 960 

San Juanito 1842 

Total 3746 
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concentra principalmente en la zona rural, particularmente en los corregimientos de San Juanito, 

Cajamarca y el corredor panamericano de Mojarras. A ello se le suma la deficiente prestación de 

servicios públicos, condiciones de vida precarias y un déficit de cualitativo de vivienda, 

considerable (PDM de Mercaderes 2016-2019).  

Para los corregimientos de los dos municipios, afectadas por lo acontecido en el río 

Sambingo, la población afectada (aproximadamente) se eleva a un total de 9169 personas, de los 

cuales el 59.14% corresponden al municipio de Bolívar y el restante, 40.85%, al municipio de 

Mercaderes. Pero el problema aquí no se debe centrarse en el total de habitantes expuestos, sino, 

en las consecuencias sociales a las que estas personas se han enfrentado, se están enfrentado y 

posiblemente se enfrentarán.  

La literatura académica (escasa por cierto) sobre las consecuencias sociales de la 

arremetida economía extractivista, puede condensarse al concepto de expropiación. Los 

considerable 12 kilómetros destruidos (o afectados) por minería ilegal en el río Sambingo 

confirman una vieja historia de despojo y desolación, los habitantes de la zona afirman que la 

desaparición de fauna y flora, y la contaminación de suelo y agua, han alterado sus medios/formas 

de vida. La mojarra patiana (insignia de esta región) y que, además, servía como fuente de consumo 

principal, ha sido reducida drásticamente (CRC, Informe Final Valoración Ambiental, s.f.). 

Entonces, lo que se afecta por la extracción y el despojo (voluntario o a la fuerza) es el territorio; 

se expropia la vida (humana, animal, orgánica y vegetal) que este hospeda (Urrea & Rodríguez, 

2014) (Machado, 2011). Se altera la forma concreta de la existencia (Santos, 1996 citado en 

Machado, 2011).  

La verdad es que lo ocurrido en el río Sambingo demuestra nuevamente una serie de 

elementos comunes donde se llevan a cabo estos procesos de extracción minera ilegal. Aun cuando 

cada territorio contempla particularidades especialmente llamativas, este hecho no deja de lado el 

reconocimiento de generalidades que pueden ser aplicadas al estudio de caso. Como se mencionó 

más arriba, la falta de estudios oficiales sobre las consecuencias sociales, y de indicadores, no 

permitirán esbozar de una manera precisa lo generado en esta pequeña pero significativa región 

del país. Como un intento de agrupar y explicar las consecuencias sociales a los que se han 

enfrentado, se está enfrentado y posiblemente se enfrentarán los pobladores de los seis 

corregimientos afectados directamente, este tipo de consecuencias se analizarán por factores. A 



44 
 

saber: Factor Territorial, Factor Seguridad Alimentaria, Factor Salud, Factor Económico y Factor 

Derechos Humanos; los cuales son distinguibles analíticamente pero que en la práctica son 

inseparables.  

Pardo (2014), afirma que los desechos por gramo de oro que dejen los megaproyectos 

mineros deben ser evaluados en términos de contaminación perenne de aguas, aire y suelos (dos 

de los cuales fueron trabajos en la primera parte de este capítulo) y relacionarse con la salud, la 

seguridad alimentaria y la autonomía territorial. De este estudio pudimos considerar tres de los 

cinco factores mencionados antes: Salud, Seguridad Alimentaria y Territorio. Se añadieron dos 

factores más (el económico y el de derechos humanos) por la importancia de los mismos. Durante 

la fase de recolección de información y entrevistas, se pudo reconocer que las actividades 

económicas de estos corregimientos se vieron fuertemente cambiadas (incluso el PDM de 

Mercaderes 2016-2019 confirma esta premisa.) y la posible violación a derechos humanos fue una 

constante durante esta actividad.  

Para Santos (citado en Machado, 2011), el territorio es la forma concreta de la existencia, 

es el espacio donde se materializa una forma de ser determinada, donde se encuentran las fuentes 

y  los medios de vida que hacen viable dicha existencia. Sin esto, los cuerpos (en este caso, los 

pobladores de los seis corregimientos), se ven expropiados de las energías que les permite su hacer 

y su ser. Es la expropiación de la capacidad de obrar de esos cuerpos. Esto se complejiza más 

cuando el tipo de pobladores (‘cuerpos’ en la jerga de Santos), pertenecen a una etnia que ha 

luchado por cientos de años por su propia identidad -la mayoría de la población de esta zona es 

afrodescendiente-.  

Para la mayoría de habitantes del lugar de afectación por el río Sambingo, este territorio se 

ha convertido en una importante fuente de cultura e identidad; sus prácticas cotidianas se 

relacionan con un estilo de vida particular, teniendo como base la armonía con la naturaleza. Si 

bien, se necesitan estudios profundos, sobre el estudio de caso, para confirmar lo anteriormente 

expresado, en palabras de la Profesional entrevistada, el vínculo de los lugareños con el río llegaba 

a un punto en que podría ser considerada como sagrado, ya que toda la vida de ellos ha transcurrido 

alrededor del río. Continúa afirmando, que en Capellanías, por ejemplo, sacar oro era ya la última 

alternativa que les quedaba (‘cuando ya no tenían nada que comer’).  
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Lo descrito por la profesional no dista de los estudios amplios sobre este tema. Las 

investigaciones de Harcourt y Escobar (2005), Restrepo (2005) y Escobar (2011), demuestran que 

el lugar para las minorías étnicas continúa siendo una importante fuente de cultura e identidad. A 

razón de los autores, las prácticas de estos habitantes son más apersonadas y se incrustan con una 

existencia social y ecológica, muy distante de la dinámica occidental.  

Se debe mencionar que algunas de las fuentes de vida a las que hace referencia Santos 

(1996) son: el agua, el suelo, la fauna y la flora, que en síntesis serían los recursos. Indudablemente, 

todos estos componentes se vieron afectados por la extracción ilegal de oro en este afluente. 

Siguiendo el análisis de Santos, no solo se afectó la fuente y el medio de vida (que proviene de la 

relación con la primera), sino que puso en peligro la existencia misma de sus pobladores. Pero 

¿están inmunes los pobladores de estos territorios? Al parecer no, porque se alteró la base misma 

de la vida (que es la naturaleza). Aquí el interrogante se movería en el plano temporal, cuándo 

ocurrirá. Además, ¿se podría estar ante el surgimiento de un conflicto ecológico distributivo en 

esta región por las características propias de la zona? Este tipo de conflictos “se refieren a 

desencuentros que surgen en los territorios cuando se vulneran los derechos de unos grupos 

sociales en favor de los intereses de otros” (Urrea & Rodríguez, 2014, p.113), y esto se da, cuando 

empresas o entidades (legales o ilegales), privatizan los bienes comunes.  

Se podría analizar la posibilidad de que “estalle” un conflicto ecológico distributivo en esta 

región del país, pero por razones de espacio, no se podrá realizar. Además, la idea es que el lector 

asimile, de manera concisa y completa, lo que está ocurriendo u ocurrirá en este lugar del país.  

Ahora bien, un segundo factor que nos compete es el Factor Salud. Unos de los principales 

contaminantes en la extracción de oro es el mercurio, el cual, además, fue analizado en varios de 

los 110 pozos señalados durante las visitas de campo por parte de los funcionarios de la CRC. Allí, 

confirmaron la presencia de este material en las aguas y en el suelo; los cuales superaban 

“alarmantemente”  los niveles permitidos. También fueron claros en indicar que el mercurio pudo 

asentarse en el fondo de los pozos, lo cual no permitió un análisis exacto sobre este material en las 

aguas del río Sambingo (CRC, Informe Final Valoración Ambiental, s.f.).  

El mercurio puede llegar al cuerpo a través del consumo de agua contaminada o de 

productos sembrados en zonas con alta presencia de este químico. Los problemas que pueden 

generar son daños en el sistema neurológico, enfermedades en la piel y el sistema respiratorio, 



46 
 

raras y nuevas afecciones digestivas, mayor probabilidad de cáncer y aumento en la tasa de 

morbilidad de las localidades aledañas (Machado, 2011). Esto, sin contar que el solo hecho de la 

contaminación de las aguas a lo largo de los 12 kilómetros pueden incrementar los niveles de 

malaria y paludismo, al convertirse los pozos, en este caso 110, como potenciales criaderos para 

los mosquitos que transmiten estas enfermedades. Así lo señala la Secretaria de Gobierno de la 

Gobernación del Cauca: 

Tenemos, por ejemplo, hoy en el pacífico con todo el tema de la minería y los huecos que se generan 

allí, disparados los índices de malaria ¿cierto?, porque esos huecos que están ahí están estancados, 

pues han generado otra vez la reproducción del mosquito (del aedes aegypti o el de la malaria) y 

nos está generando un incremento de los índices de malaria que son un problema social y de 

salubridad gravísimo (derivado de la minería). (Secretaria de Gobierno de la Gobernación del 

Cauca, comunicación personal, 22 de junio de 2017) 

Aquí no solo están en riesgo las más de 9000 personas con residencia permanente en la 

zona, sino que también estuvieron, están o estarán en riesgo inminente las 2035 personas que 

llegaron al lugar para obtener los beneficios del auge minero. Durante la visita de la defensoría del 

Pueblo, el 13 de febrero de 2016, el Secretario de Salud del Municipio de Mercaderes, “se refirió 

a brotes de Lepra, Malaria, Leishmaniasis, Hepatitis B, Tuberculosis” en los foráneos. “El 

funcionario también reseñó el reporte de 4 muertes perinatales en adolescentes” (Defensoría del 

Pueblo-Regional Cauca, 16 de febrero de 2016).  

Llegando al tercer factor (Seguridad Alimentaria), debemos comenzar con la aclaración 

misma del concepto. El documento Conpes Social 113 de 2008, define la Seguridad alimentaria y 

Nutricional como: “La disponibilidad suficiente y estable de alimentos, el acceso y el consumo 

oportuno y permanente de los mismos en cantidad, calidad e inocuidad por parte de todas las 

personas, bajo condiciones que permitan su adecuada utilización biológica, para llevar una vida 

saludable y activa”. Entonces, ¿está en riesgo la seguridad alimentaria y nutricional para las más 

de 9000 personas que se han visto afectadas o se pueden ver afectadas por lo ocurrido en el río 

Sambingo? En los estudios realizados por funcionarios de la CRC, estos advierten que NO se 

pueden utilizar los suelos cercanos a los 12 kilómetros donde se llevó a cabo la actividad ilícita, 

puesto que el mercurio “tiende a bío acumularse” en los alimentos que allí se planten. Esto ya 

supone un grave peligro para evitar el hambre en esta región del país. Pero ¿es posible?; aquí la 



47 
 

discusión ya entraría más en una cuestión porcentual ¿Cuál es la posibilidad de que los más de 

9000 lugareños enfrenten una crisis de seguridad alimentaria y nutricional? ¿Mayor al 30%, 40%, 

50%....? Si es que esto se puede reducir a términos porcentuales y si los habitantes ya no la están 

viviendo.  

La seguridad Alimentaria y Nutricional, para el caso del río Sambingo, no solo tiene una 

ilación con el factor natural, sino también con el factor económico (el cuarto a analizar). Para el 

Alcalde de Mercaderes, la efímera idea incrustada en los lugareños de la zona, la cual se 

relacionaba con el hecho de que la minería en el río iba a traer riqueza a la región, no fue más que 

una falacia inventada por los dueños del negocio. Afirma, que el hecho fue que se alteró la vida 

económica de sus habitantes. La gente dejó de trabajar en actividades agropecuarias para dedicarse 

a las actividades mineras o comerciales (la apertura de nuevas cantinas, discotecas, entre otros). 

Esto generó, según el mandatario, una inflación en los productos de la canasta básica familiar, pues 

ya no había quien produjera. Por su parte, el Secretario de Gobierno de Bolívar, también afirma 

lo mismo.  

En el tipo de economía, del monopolio que había. De sembrar maíz, de sembrar caña de azúcar, de 

dedicarse a la ganadería o a otro tipo de economía que es de sostenimiento se fue casi al monopolio 

del barequeo porque las personas que viven alrededor de la zona de explotación les sacan, explotan 

con maquinaria amarilla en un dragón, en una draga –no sé cómo se llama eso-, y para que los 

vecinos del sitio estén contentos les sacan aparte una palada en la retroexcavadora y ahí van y 

barequean lo que hay y obtienen los del diario. Entonces, una persona que se gana 15 mil pesos 

diarios en un jornal a ganarse 100 mil,  250 mil pesos, todo el mundo se iba a esperar que le tiraran 

la palada de material para lavar. (Secretario de Gobierno Bolívar, comunicación personal, 21 de 

junio de 2017).  

Hasta ahora se ha trabajado cuatro de los cinco factores mencionados al inicio de esta 

segunda parte del capítulo. Se recalcó que analíticamente eran distinguibles, pero en la práctica 

inseparables. El territorio es la base, el núcleo principal donde se desarrolla la vida; en él se 

encuentran los seres humanos, donde recaen los impactos ambientales negativos de la acción ilícita 

de la minería. Uno de los elementos que se ve afectado por ello es la salud humana, que además 

de relacionarse con este tipo de impactos, se relaciona con el factor económico, que al verse 

alterado, afecta el factor de seguridad alimentaria y nutricional, pues depende de este, y este a la 

vez afecta al factor salud.  
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El quinto (y último factor) también entra en esa misma lógica. El sujeto que permite la 

existencia de los derechos humanos, es el humano mismo (aunque pareciese esto una cuestión 

filosófica, no es más que una cuestión de sentido común). La razón por la cual se decidió concretar 

este último factor, es por la gravedad de la situación presentada en esta región del país. Agruparlos 

nos permite una caracterización un poco más precisa sobre las consecuencias sociales resultantes. 

Las líneas a continuación darán un breve balance de lo presentado con las personas involucradas 

en el desastre del río Sambingo, en términos de derechos humanos.  

Para comenzar, nuestra Constitución Política de 1991 establece en el Título II “De los 

Derechos, Garantías y los Deberes”, capítulo I: los Derechos Fundamentales. Para el caso 

específico del río Sambingo, se puede deducir que existe o existió una alta probabilidad de la 

violación al derecho a la vida (artículo 11), puesto que las más de 2000 personas que estuvieron 

asentadas por más de un año en esta parte del suroccidente caucano, no solo estuvieron sometidas 

a condiciones de vida precarias (las cuales tuvieron repercusiones en su salud), sino que también 

estuvieron a merced de quienes resguardaban que el oro “no lo fueran a robar”. El Intendente de 

Policía Judicial afirmó que varias personas que prestaban seguridad a las máquinas tenían armas 

de corto alcance con dicho fin. Mientras tanto, las más de 9000 personas (potencialmente 

expuestas) a los efectos negativos de la destrucción del transepto del río Sambingo, pueden tener 

efectos en su salud a mediano y largo plazo.  

La tranquilidad de la zona, por la incursión de nuevas personas (y armadas) y los operativos 

que se adelantaban para desestructurar la “banda criminal”, se vio interrumpida; sin lugar a dudas, 

esto generó temor en los habitantes de la zona. Comenta la Profesional entrevistada, que los 

lugareños tienen recelo a hablar sobre el tema porque no quieren verse involucrados en nada que 

tenga que ver con lo que pasó en ese lugar. Las actitudes de las personas hacia este tema son de 

miedo generalizado. Esto coloca en tela de juicio el derecho a la paz (en el sentido más amplio de 

la palabra), consagrado en el artículo 22 de la C.P.  

El derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas (artículo 25) también se vio alterado. 

Según el Intendente de Policía Judicial, las condiciones de vida de las más de 2000 personas que 

vivieron en la ribera del río, eran infrahumanas. Aquello, sin mencionar el nivel de riesgo (Alto) –

de derrumbe- al que se enfrentaban las personas cuando se metían a los huecos (hechos por las 

retroexcavadoras), para sacar oro (véase imagen 2).  
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Imagen 2. Personas en los huecos intentando sacar oro.   

 

 

 

 

 

Fuente: Policía Judicial. 

Finalmente, otro de los derechos que posiblemente se vieron vulnerados en este caso, fue 

el derecho a no ser sometido a la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas 

sus formas (artículo 17). Para el Defensor Regional del Cauca, con versión entregada por el 

Psicólogo de la Comisaría de Familia de Mercaderes, se presentaron posibles casos de violencia 

sexual en campamentos mineros. Esto también fue corroborado, en entrevista, por la Secretaria de 

Gobierno del Cauca, el Intendente de Policía Judicial, la Profesional y el Alcalde de Mercaderes.  

Para Wagner (2016), existe una “escalofriante” relación entre la minería ilegal y los delitos 

conexos como la trata de personas y la explotación sexual e infantil. En su más reciente informe 

(con investigaciones hechas en países como Perú, Bolivia, Colombia, entre otros), detalla que 

cientos de miles de trabajadores empleados en la minería ilegal de oro, son extremadamente 

vulnerables a la explotación laboral y trata de personas. Retomando el caso del río Sambingo, uno 

de los datos más sorprendentes obtenidos durante la fase de investigación del presente estudio, fue 

el relacionado con las ciudadelas.  

Allá han construido una serie de (nosotros los llamamos cambuches) viviendas temporales, 

viviendas temporales construidas con lona verde y plástico negro. Las cuales tienen ciertas 

especificaciones técnicas ya que ellos mantienen en constante movimiento, de acuerdo a la veta de 

oro. Si la veta de oro está aquí, entonces hoy pueden estar aquí (inentendible)… la movieron tres 

kilómetros más abajo, ese cambuche lo mueven más abajo también. Entonces esta gente vivía en 

condiciones infrahumanas con solamente una colchoneta y un hueco alrededor para las culebras y 

ahí tenían su vivienda temporal. Obviamente no era gente del sector ¿no? Entonces era aterrador 

porque dentro de esas ciudadelas la misma Personería habló de que ha habido violaciones. Habían 

montado prostíbulos, es más, en esos allanamientos que hicimos allá encontramos cualquier 
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cantidad de condones, discotecas bien montadas (con unos sonido que usted ni aquí en la ciudad 

ve). Había prostíbulos, había tiendas, discotecas, galleras. Entonces eso se había convertido en una 

ciudad que no tenía ley y era otro mundo aparte. No tenían condiciones higiénicas, toda el agua que 

ellos desechaban iba directamente al mismo río ¿sí? Entonces eso allá era diferente, entonces 

imagínate las condiciones. (Intendente de Policía Judicial, comunicación personal, 05 de junio de 

2017) 

Para la Secretaria de Gobierno del Cauca, el ejercicio de prostitución y de trata de personas, 

que seguramente se dio en ese lugar, fue una práctica atentatoria de la dignidad de las mujeres. 

Advierte que el consumo de licor y drogas que se daba ese lugar pudo agravar la situación de 

muchas mujeres y niñas. Este estudio sobre el río Sambingo solo confirma los hallazgos realizados 

por Wagner, y también genera una serie de interrogantes ¿cuántas personas se vieron afectadas por 

delitos sexuales o trata de personas?, ¿dónde están actualmente estas personas?, ¿están recibiendo 

apoyo del Estado?, ¿quién responde por ello? El trabajo de contestar a estas preguntas será mucho 

más difícil, ya que casi el total de personas (población flotante en la jerga del Intendente) provenían 

de departamentos como Antioquia, Nariño, Valle del Cauca (zona Pacífica) e incluso de La 

Guajira. El total de entrevistados dio fiel testimonio de ello.  

Imagen 3. Ciudadelas formadas durante la extracción minera ilegal sobre el río Sambingo 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Policía Judicial 

Por otro lado, varios de los derechos económicos, sociales y culturales y los derechos 

colectivos y del ambiente, también se vieron transgredidos por la explotación ilegal de oro en el 

transepto del río. En el Anexo 6 se describen y se clasifican el listado de derechos, contemplados 

en la C.P. de 1991, que fueron vulnerados por este caso de minería ilegal, como los posiblemente 

vulnerados y los no vulnerados. El hecho es que en este caso de estudio se transgredió uno de los 
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principios consagrados en la Carta Magna de Colombia, la cual tiene que ver con la obligación que 

tiene el Estado y las personas de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación (art. 8, 

de los Principios Fundamentales, C.P., de Colombia).  

Los impactos ambientales, como las consecuencias sociales, descritas y analizadas hasta el 

momento son una prueba de que el beneficio económico (que en este caso quedó en manos de 

particulares7) es incomparable con los impactos ambientales negativos que dejó esta actividad 

sobre el río. En estimaciones preliminares hechas por expertos en recuperación ambiental, la 

recuperación del río podría costar alrededor de 100.000 millones de pesos. Por otro lado, la CRC 

(a corte de mayo de 2017), no contaba con un plan presupuestal para la recuperación del afluente.  

Antes de concluir el capítulo, es pertinente mencionar que el plan de desarrollo 

departamental y los planes de desarrollo municipales del periodo 2012-2015 reconocían que en 

sus territorios existían problemas de minería ilegal. Lo más notable fue hallar que el PDM de 

Bolívar (de ese mismo periodo) reconoció la existencia de conflictos en tres sub cuencas (entre 

ellas, la del río Sambingo), y que una de las fuentes de estos conflictos era la minería; pese a que 

no señala si esto aplica a la cuenca del río estudiado, el hecho de que existiera información sobre 

esto, da cuenta del conocimiento que tenían las autoridades municipales. Mientras tanto, el PND 

2014-2018 es enfático en considerar el crecimiento verde y relacionarlo con la minería, afirma que 

uno de los objetivos es la erradicación de la explotación ilícita de los minerales (que por cierto no 

tuvo ningún efecto para evitar la destrucción parcial del río Sambingo). El PDD actual, por su 

parte, no menciona el tema del río Sambingo. Los PDM’s  2016-2019 refieren lo ocurrido en el río 

Sambingo en razón de lo sucedido y establecen (aunque el municipio de Mercaderes le da mayor 

énfasis a este problema que el municipio de Bolívar) una política reaccionaria, es decir, actuar 

sobre lo que ya ocurrió. 

Ya para finalizar, se tiene que los impactos ambientales negativos (en relación con la 

Fauna, Flora, Agua y Suelo) del espacio objeto de estudio, y agrupados bajo el ‘Grado de 

Afectación Ambiental’, se puntuó en 61/80, que da como resultado una calificación cualitativa de 

CRÍTICA sobre la zona (que es el grado máximo de afectación). Así mismo, los análisis hechos 

                                                           
7 Si bien no existen cifras exactas sobre el dinero obtenido por la explotación ilegal de oro en esta parte del río 
Sambingo, según fuentes oficiales (Fiscalía, Tercera División y Fuerza Aérea), los ingresos generados eran cercanos 
a los 3.000 millones de pesos mensuales. Mientras tanto, fuente no oficiales –consultadas durante las entrevistas- 
afirman que la cantidad podía llegar (e incluso superar) los 4.000 millones de pesos mensuales. 
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sobre estos cuatros componentes, demuestran una alteración irreversible sobre estos, que en otras 

palabras, se refiere a que su recuperación total será imposible por medio de la acción natural. Los 

datos arrojados, señalan una disminución de la fauna y la flora en el área de afectación, producto 

de las actividades de extracción de oro ilegal en los aproximadamente 12 kilómetros del río 

Sambingo. Mientras tanto, la alteración del suelo y el agua se dio principalmente por el vertimiento 

de mercurio.  

Por otra parte, se reconoce que la población (potencial y directamente expuesta) a los 

efectos adversos de la minería ilegal llega aproximadamente a 9000 personas. Mientras tanto, gran 

parte de las más de 2000 personas asentadas en las ‘ciudadelas’ creadas en la ribera del río, tuvieron 

efectos adversos sobre su salud, con enfermedades como Tuberculosis y Malaria. Si bien, lo de las 

consecuencias sociales se trató con el calificativo de aproximación (debido a la inexistencia de 

estudios sobre el caso estudiado), la lógica del análisis no debería centrarse sobre el por qué estas 

personas serían afectadas (sin contar la posibilidad de que ya lo estén); sino más bien tendría que 

girar sobre el por qué no se verían afectadas y a partir de ahí, establecer el escenario más probable. 

Los análisis realizados sobre los cinco factores (Territorio, Salud, Seguridad Alimentaria y 

Nutricional, Económico y Derechos Humanos), dan cuenta sobre los problemas que enfrentaron, 

posiblemente están enfrentando y enfrentarán las más de 11.000 personas que se vieron 

involucradas sobre este nuevo caso de minería ilegal del país.  

En cuanto a la formulación sobre políticas o planes para mitigar, controlar y/o erradicar la 

minería ilegal del departamento, contemplados en los planes de desarrollo de estudio, dan muestra 

de un vacío entre lo que se formuló y lo que se implementó. Se halló además, que el conocimiento 

(en base a los instrumentos de gestión estudiados) sobre minería ilegal en esta parte del 

departamento del Cauca, datan del año 2008, que en comparación al inicio de actividades de 

extracción en este río (desde 2015), dejan una brecha de casi siete años entre lo que se pudo hacer 

y no se hizo.  
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CAPÍTULO III 

MECANISMOS DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE APLICADOS EN LA 

DESTRUCCIÓN DEL TRANSEPTO DEL RIO SAMBINGO EN EL DEPARTAMENTO 

DEL CAUCA. 

“Lamentablemente, muchos esfuerzos para buscar soluciones concretas a la crisis ambiental 

suelen ser frustrados no sólo por el rechazo de los poderosos, sino también por la falta de 

interés de los demás” -Papa Francisco. 

Las medidas de protección a los recursos naturales, como las establecidas para erradicar la 

minería ilegal (y criminal), en los planes de desarrollo nacionales, departamentales y municipales, 

no tuvieron el efecto esperado sobre el río Sambingo. Esto, directamente, reconoce una 

participación en el nivel institucional, pues son las instituciones las principales encargadas de velar 

por la preservación del medio ambiente. En esta medida, el propósito de este capítulo se orienta a 

analizar los mecanismos de protección al medio ambiente aplicados en la destrucción del transepto 

del rio Sambingo en el departamento del Cauca. 

En primer lugar, se describen los mecanismos de participación ciudadana en la protección 

del medio ambiente; en segundo lugar, se describe la participación de las instituciones competentes 

referente al control sobre la situación y, finalmente, se realiza un análisis de dichos mecanismos y 

del nivel de intervención de las instituciones sobre este emblemático caso.   

Este capítulo, al igual que los anteriores, contempla el método historiográfico, a través de 

su técnica el análisis documental (revisión de documentos institucionales y académicos) y el 

método etnográfico, a través de sus técnicas como la entrevista (hechas a funcionarios de seis 

instituciones) y las notas de campo (realizadas durante la fase de investigación). 

3.1. Mecanismos de participación ciudadana para la protección del medio ambiente. 

Anterior a la Constitución Política de 1991, el sistema político y jurídico del país no 

contaba con mecanismos de participación ciudadana en defensa del medio ambiente. Sin embargo, 

esta situación cambió cuando la nueva Carta Magna de Colombia estableció varios mecanismos 

de participación ciudadana, entre ellos, los relacionados a la protección, preservación y vigilancia 

de los recursos naturales.  
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La C.P. de 1991, precisamente en sus artículos 1 y 2, indica, entre otras cosas, que 

Colombia es un Estado participativo, y que es deber del mismo Estado facilitar la participación de 

ciudadanos en el quehacer político. Específicamente, en su artículo 79, señala que todas as 

personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano y que la ley garantizará la participación de 

los ciudadanos en situaciones que pueden afectarlos. 

La participación se puede entender “como un proceso social que resulta de la acción 

intencionada de individuos y grupos en busca de metas específicas, en función de intereses 

diversos y en el contexto de tramas concretas de relaciones sociales y de poder” (Velásquez & 

Gonzáles, 2003, pp.19-20). En un sentido más amplio también se entiende como: 

“La capacidad que tienen los ciudadanos de incidir directa o indirectamente en las decisiones de 

carácter público y así mismo, es un instrumento que permite ejercer la adecuada vigilancia y control 

de las políticas, programas, planes o proyectos de interés público y/o de los recursos que se asignan 

para estos (Plazas, 2012, p.6) 

Así pues, se puede concebir la participación ciudadana como el proceso en el cual, 

individuos y grupos (públicos o privados) se desenvuelven en la búsqueda de controlar, aprobar 

y/o deliberar la acción política. Se trata al mismo tiempo de un derecho y un deber de todas las 

personas.  

A pesar de que existen variadas formas de clasificar los mecanismos de participación 

ciudadana en Colombia, para el estudio en cuestión, se tomará una de las clasificaciones más claras 

para estos: mecanismos de participación política, mecanismos de participación administrativa y 

mecanismos de participación judicial8. En la guía de la participación ciudadana, realizada por la 

Procuraduría General de la Nación, se determina que “los mecanismos de participación ciudadana 

son más que un instrumento legal, son los mejores aliados de su libertad y sus derechos. Los 

instrumentos tienen relación con las instituciones y estas con las organizaciones de la ciudad 

democrática”. Los mecanismos mencionados a continuación, se refieren exclusivamente a los 

relacionados con la protección del medio ambiente. 

                                                           
8 El documento que sirvió de apoyo para la descripción de los mecanismos de participación se titula “Mecanismos 
de Participación Ciudadana en la Defensa del Medio Ambiente Colombiano”, disponible en: 
https://es.slideshare.net/tigreblanco12/mecanismos-iv  
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Los mecanismos de participación política son: cabildo abierto y consulta popular. 

Los mecanismos de participación administrativa son: derecho a intervenir en 

procedimientos administrativos, petición de intervención, petición de información, derecho de 

petición, audiencia pública ambiental, consulta previa y la acción de policía. 

Los mecanismos de participación judicial son: acción de tutela, acción de cumplimiento, 

acción popular y de grupo, acción de inconstitucionalidad, acción de nulidad y acción penal.  

El cabildo abierto es la reunión pública de los concejos distritales, municipales o de las 

juntas administradoras locales, en la cual los habitantes pueden participar directamente con el fin 

de discutir asuntos de interés para la comunidad. 

En cada período de sesiones ordinarias de las asambleas departamentales, los concejos 

municipales o distritales, o de las Juntas Administradoras Locales, podrán celebrarse cabildos 

abiertos en los que, por iniciativa de un número no inferior al cinco por mil de los ciudadanos del 

censo electoral del respectivo departamento, municipio, distrito, localidad o comuna, se 

considerarán los asuntos que los residentes soliciten sean estudiados, siempre ,y cuando sean de 

competencia de la respectiva corporación. Es obligación del alcalde o gobernador, según sea el 

caso, asistir al cabildo abierto. De esta manera lo establecen, inicialmente, los artículos 81 al 89 

de la Ley 134 de 1994 y lo complementan (o modifican) los artículos del 22 al 30 de la ley 1757 

de 2015.  

La consulta popular es la institución mediante la cual, una pregunta de carácter general 

sobre un asunto de trascendencia nacional, departamental, municipal, distrital o local, es sometido 

por el Presidente de la República, el gobernador o el alcalde, según el caso, a consideración del 

pueblo para que éste se pronuncie formalmente al respecto. Los ciudadanos también pueden tener 

iniciativa para la realización de consulta popular. Los artículos que ordenan, delimitan y orientan 

sobre este mecanismo son: artículos 50 al 57 de la ley 134 de 1994 y complementados o 

modificados por los artículos 5, 6, 7, 9, 10, 18, 19, 21, 31 al 37, 41 y 42 de la ley 1757 de 2015.  

Del  derecho a Intervenir en los Procedimientos Administrativos Ambientales, el 

artículo 69 de la ley 99 de 1993, establece que: cualquier persona natural o jurídica o privada, sin 

necesidad de demostrar interés jurídico alguno, podrá intervenir en las actuaciones administrativas 
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iniciadas para la expedición, modificación o cancelación de permisos o licencias de actividades 

que afecten o puedan afectar el medio ambiente o para la imposición o revocación de sanciones 

por el incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales. 

Petición de intervención, todo ciudadano, cuando conoce de una situación que genere un 

impacto negativo ambiental, puede intervenir a través de un medio escrito ante la autoridad 

ambiental competente haciendo una descripción de los hechos que deben ser materia de 

investigación, solicitando se sirvan enviar al lugar de los hecho, a profesionales expertos para que 

elabore un concepto técnico. Lo anterior queda establecido en el artículo 70 de la ley 99 de 1993 

y complementada con varios de los artículos de la ley 1333 de 2009.  

Del derecho de Petición de Información.  Cualquier ciudadano tiene derecho a ser 

informado cuando exista posible contaminación y efectos sobre la salud humana en los términos 

que lo establece el artículo 74 de la ley 99, como el derecho a ser informado sobre la cantidad de 

recursos que se están destinando para la preservación del medio ambiente.  

Derecho de petición. Este mecanismo de participación está concertado en el artículo 23 

de la C.P. y regulado por la ley 1755 de 2015, en la cual se facultad a todo ciudadano para presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades u organizaciones privadas que presten un servicio público. 

Este derecho fue consagrado como fundamental y de ser vulnerado, procederá la acción de tutela.  

Audiencia Pública Ambiental. Cuando se desarrolle o se pretenda desarrollar una obra o 

actividad que tenga impactos sobre el medio ambiente, y si esta requiere permiso o licencia 

ambiental, el Procurador General o el Delegado para Asuntos Ambientales, el Defensor del Pueblo, 

el Ministro del Medio Ambiental, las demás autoridades ambientales, los gobernadores, los 

alcaldes o por lo menos cien personas o tres entidades sin ánimo de lucro pueden solicitar una 

audiencia. (Artículo 72 de la ley 99 de 1993 y reglamentado por el decreto 330 del 08 de febrero 

de 2007). 

La consulta previa es el derecho fundamental que tiene los pueblos indígenas y los demás 

grupos étnicos cuando se toman medidas (legislativas y administrativas) o cuando se vayan a 

realizar proyectos, obras o actividades dentro de sus territorios que puedan causar impacto en el 

medio ambiente o la cultura de dichas comunidades.  La base legal de este mecanismo se encuentra 
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estipulado el artículo 76 de la ley 99 de 1993, ley 70 del mismo año, artículo 330 de la Constitución 

Nacional y tiene su origen en el Convenio 169 de la OIT de 1989.  

Acción de Policía. El Código Nacional de Policía, decreto 1355 de 1970 (derogado por la 

ley 1801 de 2016), determinaba en su artículo 32 facultades a los alcaldes para adelantar la 

restitución de los bienes de uso público. Así mismo, este artículo tenía conexidad con los códigos 

de policías departamentales o distritales, en cuanto a la obligación de las autoridades de policía de 

prevenir y eliminar situaciones que amenacen o afecten gravemente los recursos naturales. 

Mientras tanto, el Código de Policía actual (ley 1801 de 2016), determina varias medidas para 

actuar en relación con las actividades de minería ilegal, por ejemplo: los artículos 96 y 97 de esta 

norma.  

Acción de Tutela. La Constitución del 91, en el artículo 86, establece este mecanismo por 

el cual cualquier ciudadano, pueden acudir ante los jueces, en todo momento y lugar y mediante 

las disposiciones que dicte la ley, para exigir la protección inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales. Este mecanismo ha sido utilizado para la protección al medio 

ambiente, gracias a las jurisprudencias de la Corte Constitucional donde determina que prospera 

la acción de tutela cuando se demuestre la conexidad en la vulneración de un derecho fundamental 

de una persona, tal como la salud o la vida.  

Acción de cumplimiento. El artículo 87 de la C.P. de 1991 determina que “toda persona 

podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto 

administrativo. En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el 

cumplimiento del deber omitido”. La ley 393 de 1997, reglamenta este mecanismo.  

Acción popular. En el artículo 88 de la C.P. de 1991 se especifica que la ley regulará las 

acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, entre ellos, el derecho 

a un ambiente sano. Es la ley 472 de 1998 la que regula las acciones populares y de grupo. 

Acción de inconstitucionalidad. Los numerales 4 y 5 del artículo 241 de la C.P. 

consideran que los ciudadanos pueden interponer demandas de inconstitucionalidad ante la Corte 

Constitucional sobre leyes o decretos por fuerza de ley, por su contenido material o por vicios en 

el procedimiento.  
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Acción de nulidad. En base a la ley 99 de 1993, artículo 73, se tiene que “la acción de 

nulidad procede contra los actos administrativos mediante los cuales se expide, modifica o cancela 

un permiso, autorización, concesión o Licencia Ambiental de una actividad que afecte o pueda 

afectar el medio ambiente”. El artículo 137 y 138 de la ley 1437 de 2011 detallan sobre este 

mecanismo. 

Acción Penal. La ley 491 de 1999 presenta, entre otras cosas, el seguro ecológico como el 

mecanismo por el cual se permite cubrir los perjuicios económicos cuantificables a personas 

determinadas como parte o consecuencia del daño al medio ambiente y a los recursos naturales. 

También establece la reforma al Código Penal en lo relativo a delitos ambientales.  

La ley 599 de 2000 (nuevo Código Penal) crea gracias a la ley 491, un capítulo único de 

los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente (artículos 328 al 339 y 

complementados o modificados por la ley 1453 de 2011). 

Este mecanismo, por tanto, indica que en Colombia se castiga con penas de cárcel a quien 

atente contra cualquier elemento del medio ambiente. Las penas oscilan entre los 9 y los12 años, 

sumado a cuantiosas multas económicas. Las denuncias se pueden realizar frente a la Fiscalía 

General o ante las sedes seccionales y regionales de esta institución, en otras partes del país.   

El derecho a un ambiente sano no fue categorizado como un derecho fundamental sino 

como un derecho y un interés constitucional de carácter colectivo. Por lo cual, para su protección 

judicial, se debe acudir al ejercicio de las Acciones Populares o de las Acciones de Clase o de 

Grupo en los términos que señale la ley (Guía de la Participación Ciudadana, s.f.). De igual forma, 

la Corte ha considerado que:  

“la garantía que otorga la ley para asegurar la participación de la comunidad en las decisiones que 

puedan afectar el ambiente sano, ha dicho la Corte Constitucional, no conducen al establecimiento 

de un derecho constitucional fundamental, sino al deber de informar y hacer públicos los actos que 

afecten el derecho colectivo a gozar de un ambiente sano” (Guía de la Participación Ciudadana, 

p.29, s.f.) 

No obstante, la Corte Constitucional también ha determinado, en suscitadas sentencias, que 

se puede exigir el re-establecimiento de un derecho constitucional fundamental, cuando si por la 
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vulneración del derecho a gozar de un ambiente sano, también se esté vulnerando alguno de los 

derechos fundamentales que establece la ley.   

Los mecanismos de participación, arriba mencionados, no son todos los que establece la 

ley, pues existen otras formas para que los ciudadanos hagan efectivo su ejercicio de participación 

en beneficio de sus derechos. Las quejas y reclamos, las veedurías ciudadanas y las iniciativas 

populares, legislativas y normativas también son formas de participación formales.  

3.2. Intervención de las instituciones públicas en el proceso de destrucción del transepto del 

río Sambingo.  

La cantidad de instituciones encargadas, para atender los casos de minería ilegal, a nivel 

nacional, es significativa. Este representativo caso no es la excepción; durante la fase de 

investigación se pudo detallar las instituciones involucradas sobre el hecho. Teniendo en primer 

lugar, las instituciones públicas administrativas (CRC, Alcaldía de Bolívar, Alcaldía de 

Mercaderes y Gobernación del Cauca), las instituciones públicas de control (Defensoría, 

Personería Municipal de Mercaderes, Contraloría y Procuraduría) y las instituciones públicas 

judiciales (Fiscalía).  

A pesar de la clasificación anterior, no se debe dejar de lado el hecho que las instituciones, 

aquí consideradas administrativas, también cumplen funciones de control; como las instituciones 

de control, cumplen funciones administrativas. La separación se da con el fin de obtener una 

descripción más ordenada y detallada.  

3.2.1. Intervención de las instituciones públicas administrativas en el proceso de destrucción 

del transepto del río Sambingo.  

La Corporación Autónoma Regional del Cauca (CRC) “es una institución autónoma cuya 

naturaleza jurídica es de carácter público, encargada por la ley de administrar, dentro del área de 

su jurisdicción el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo 

sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio 

Ambiente”. Este tipo de instituciones fueron creadas mediante la ley 99 de 1993 y son 

categorizadas como máxima autoridad ambiental dentro de su respectiva jurisdicción. 
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La CRC tiene funciones de planeación, de normatización, de asesoría, coordinación y 

apoyo, de administración, de ejecución, de educación ambiental, investigación e información y 

funciones de control y seguimiento; todo esto con el único fin de proteger el medio ambiente y los 

recursos naturales que se encuentran en él.  

Sobre el caso en particular, la CRC cumplió con funciones de control, puesto que las 

actividades ya se venían desarrollando desde inicios del año 2015. Según los funcionarios 

entrevistados, el tema del río Sambingo lo atendieron bajo el marco del proyecto ‘Protección y 

Vigilancia de los Recursos Naturales y el Ambiente’, el cual está encaminado básicamente a tratar 

todas las cuestiones ilegales sobre el medio ambiente que ocurren en el departamento. Los 

funcionarios afirman que actúan en base a denuncias, peticiones y quejas; ya sea de la comunidad, 

de una persona natural o de una empresa.  

La primera denuncia que recibió la CRC, sobre el caso, fue mediante oficio número 7049, 

el 11 septiembre de 2015, firmado por el entonces Secretario de Desarrollo Económico del 

municipio de Mercaderes9; en el cual manifiesta la existencia de afectaciones en la cuenca del río 

Sambingo causados por explotación ilegal de mineral aurífero aluvial. Una segunda denuncia la 

reciben por parte del Procurador Séptimo II Ambiental del Cauca, bajo oficio 7394, el 22 de 

septiembre del mismo año. En este, el Procurador advierte (en base a denuncias de la comunidad 

y de la Personería de Mercaderes), de la existencia de 16 retroexcavadoras y exhorta a la institución 

a adelantar los trámites correspondientes.  

La primera visita técnica que realiza el grupo de la CRC se da el 22 de septiembre de 2015, 

la cual quedó detallada en el informe 10766 del 25 de septiembre de 201510. Aquí especifican que 

no logran entrar al sitio donde “presuntamente” se está llevando a cabo actividades de extracción 

ilegal de oro, debido a problemas de orden público. Los funcionarios de la CRC solicitan 

acompañamiento de la Alcaldía para ingresar a la zona, pero esta se les niega “por temor a 

represalias de las personas que están desarrollando la extracción ilícita”. Así mismo, el comandante 

de la Estación de Policía de Mercaderes, teniente Sánchez, manifiesta que las personas que realizan 

                                                           
9 Ver Anexo 7. Denuncia sobre impactos ambientales generados por extracción ilegal de oro en la vereda San Bingo, 
corregimiento de Cajamarca, municipio de mercaderes. 
10 Ver Anexo 8. Informe técnico en atención a acciones de Protección y Vigilancia de los Recursos Naturales y el 
Ambiente, denuncia ambiental escrita por extracción ilícita de oro sobre el río Sambingo en los límites de los 
municipios de Bolívar y Mercaderes. 
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la extracción de oro cuentan con fuertes cordones de seguridad, representando alto riesgo al grupo 

de la CRC. Cabe señalar, además, que el conductor del vehículo, donde se transportaron los 

funcionarios, fue amenazado. Mientras el automotor fue rayado con un objeto corto punzante en 

la parte delantera. 

Un segundo intento por determinar las afectaciones sobre los recursos naturales, es llevado 

a cabo el 02 de febrero de 2016 y formalizado bajo el informe 01421 del 08 de febrero de ese 

mismo año11. Aquí, el director general de la CRC, acompañado por un funcionario de la misma 

entidad, realizan un sobrevuelo en un helicóptero del Ejército Nacional, y con registro fotográfico 

tomado desde el aire, realizan la primera valoración ambiental. De esta visita técnica, resulta la 

imposición inmediata de medida preventiva (para la suspensión de actividades). También señalan 

que se debe decomisar o destruir la maquinaria y equipos utilizados para la extracción ilegal de 

oro en la zona. La medida preventiva se oficializa bajo Resolución 8674 del 8 de marzo de 201612 

y fue emitida a todas los demás entes competentes. 

La CRC realiza una nueva visita al lugar el 19 de abril de 2016, el cual quedó registrado 

bajo informe 04094 del 26 de abril del mismo año. Los funcionarios realizan una visita técnica al 

corregimiento de Cajamarca, donde evidencian que las actividades extractivas sobre el afluente 

habían iniciado a inicios del año 2015. En esta ocasión, el equipo contó con el acompañamiento 

de un Comando de Policía, ordenado desde Popayán. En el recorrido, evidenciaron la apertura de 

una vía de unos 10 kilómetros para acceder directamente al río. Toman las muestras de agua y 

demás, en un tiempo no superior a los 20 minutos (por sugerencia de la Policía) y realizan una 

evaluación preliminar sobre el grado de afectación ambiental.  

Los días 23 y 24 de mayo de 2016, por su parte, funcionarios de la CRC programan una 

reunión en el despacho de la Alcaldía de Mercaderes, para tratar temas relacionados con las 

garantías que debían tener los funcionarios de la entidad a la hora de realizar la valoración 

ambiental del río Sambingo. Estas reuniones contaron con la participación de varios funcionarios 

                                                           
11 Ver Anexo 9. Informe técnico en atención a acciones de Protección y Vigilancia de los Recursos Naturales y el 
Ambiente, como acción de oficio al Río Sambingo, municipios de Bolívar y Mercaderes, afectados por extracción 
ilegal de minerales. 
12 Ver Anexo 10. Resolución 8674 (08 de Marzo de 2016).  
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y comunidad en general. Quedó registrado bajo el informe 06147 del 9 de junio de 201613 y se 

concluyó que no se contaba con las garantías para acceder al sitio de extracción minera.  

Ya para la elaboración de la valoración ambiental sobre lo ocurrido en el río Sambingo, y 

dando cumplimiento a lo establecido en los numerales 11 y 12 del artículo 31 de la ley 99 de 1993, 

la CRC conforma un grupo interdisciplinario para realizar el informe sobre valoración ambiental. 

La primera fase se llevó a cabo los días 31 de agosto, 1 y 2 de septiembre. En esta visita los 

funcionarios recorrieron dos kilómetros de la zona afectada y evaluaron 20 pozos. Se debe 

mencionar que recibieron amenazas y fueron intimidados por personas que aun laboraban en la 

zona. El informe quedó registrado bajo número 10714 del 29 de septiembre de 201614.  

La segunda fase se llevó a cabo entre los días 9 y 15 de octubre, contando con la 

participación de once personas y el apoyo de un Concejal de Mercaderes. En esta ocasión, el equipo 

identificó 90 pozos y tomó muestras de agua y suelo, para su respectivo análisis. El informe, bajo 

número 11704 del 20 de octubre de 201615, especifica los detalles de esta segunda fase. De igual 

forma, señalan que la maquinaria ha disminuido (debido a las operaciones adelantas por la Fuerza 

Pública y la Fiscalía). Sin embargo, indican que, para la fecha, aun existían personas trabajando 

con retroexcavadoras sobre la zona pese a la imposición de la medida preventiva.   

De estas dos fases, resultó el informe final de valoración ambiental sobre lo ocurrido en el 

río Sambingo. Se tiene hasta aquí, entonces, la descripción del proceso de control llevado a cabo 

por la CRC en el estudio de caso. Mientras tanto, en cuanto a la recuperación, a corte de mayo de 

2017, esta institución no había diseñado un plan de recuperación. 

Las alcaldías, y en efecto sus alcaldes, por su parte, son responsables en la protección y 

preservación de los recursos naturales ya que tal como lo determina el artículo 315, numeral 1, de 

la Constitución Política, es una función de los mandatarios locales “cumplir y hacer cumplir la 

Constitución”. Además, el alcalde, al ser jefe de la administración local, representante legal y 

                                                           
13 Ver Anexo 11. Informe preliminar técnico en atención a acciones de Protección y Vigilancia de los Recursos 
Naturales y el Ambiente, sobre el caso del río Sambingo. 
14 Ver Anexo 12. Informe técnico en atención a acciones de Protección y Vigilancia de los Recursos Naturales y el 
Ambiente, acción de oficio valoración ambiental a la zona de influencia del río Sambingo en el municipio de 
Mercaderes, por extracción ilegal de oro. 
15 Ver Anexo 13. Informe técnico en atención a acciones de Protección y Vigilancia de los Recursos Naturales y el 
Ambiente, acción de oficio segunda valoración ambiental a la zona de influencia del río Sambingo en el municipio de 
Mercaderes, por extracción ilegal de oro. 
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primera autoridad de policía del municipio, debe cumplir sus funciones constitucionales y legales 

en relación con la protección al medio ambiente, de manera coordinada y conforme, a las normas 

de carácter superior.  

En base a lo anterior, la descripción del proceso de intervención de los mandatarios y sus 

alcaldías de los dos municipios en cuestión, se hace relevante. Por una parte, se encuentra la 

Alcaldía de Bolívar. En entrevista con el Secretario de Gobierno de Bolívar, este relata que el 

conocimiento de lo que estaba ocurriendo en el río Sambingo se dio a través de “la comunidad” y 

los medios de comunicación a inicios del año 2016 (fecha en la cual, además, inicia el nuevo 

periodo del gobierno local). Sin embargo, cuando se le preguntó a quién particularmente se refería 

con la comunidad, afirmó que la verdad se supo de esta actividad ilícita porque la economía del 

municipio se disparó, y eran conscientes de que esto se venía desarrollando desde el año 2015.   

El funcionario menciona, de igual forma, que se realizó un oficio a la CRC y otros a la 

Gobernación. Indican que intentaron ingresar una vez a la zona (sin especificar la fecha), la cual 

no se pudo concretar por cuestiones de seguridad. Cuenta también, que la Alcaldía si tuvo 

conocimiento por donde entraba la maquinaria (lo hacía por la vía panamericana y después se 

desviaban por trochas).  

Frente al control que está llevando a cabo la institución, el funcionario señala que lo están 

realizando a través del POMCA, pero que no existe actualmente un proyecto concreto para tratar 

la problemática. Argumenta que “recuperar un daño ecológico de esa magnitud no le alcanza ni al 

departamento”. 

Finalmente, frente al derecho de petición (solicitando información referente) radicado con 

número 1474 del 21 de junio de 201716, hacia esta Alcaldía; la respuesta dada, con número 003-

1272 del 05 de agosto de 201717, el Secretario manifiesta que en el municipio no reposa informe 

alguno respecto al resultado de dichas actividades (sobre el proceso de intervención en el río 

Sambingo), que pueda considerarse de carácter público. Esto, deja sin base formal a lo expresado 

por el funcionario en la entrevista con relación a los oficios que hizo la institución frente al tema. 

                                                           
16 Ver Anexo 14. Derecho de Petición radicado ante la Alcaldía de Bolívar.  
17 Ver Anexo 15. Respuesta al Derecho de Petición, por parte del Secretario de Bolívar.  
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En cuanto a la Alcaldía de Mercaderes, la información suministrada da cuenta de un 

proceso de control más detallado (ver Anexo 16). Las labores llevadas a cabo por el ente municipal 

inician desde el 12 de agosto de 2015, en el cual solicitan apoyo con el control de la minería ilegal 

al señor coronel Edgar Orlando Rodríguez Castrillón. 

De igual manera, la Alcaldía llevó a cabo consejos de seguridad, teniendo un total de 5 

actas para el año 2015 y 4 para el año 2016. En esta última acta, con No. 004 del 15 de abril de 

2016, resulta el decreto No. 163 del 15 de abril de 2016, “por medio del cual se ordena medidas 

tendientes al restablecimiento de la seguridad y el orden público en las diligencias de desalojo de 

las personas acantonadas a lo largo de la ribera del río Sambingo por minería ilegal”18. En cuanto 

a los planes de recuperación, el Alcalde señaló en entrevista, que aún no han iniciado con la 

ejecución de una política referente y que en el momento estaban adelantando los trámites 

pertinentes frente al gobierno nacional para ello.  

Por otra parte, el proceso de control de la Gobernación del Cauca sobre el río Sambingo se 

lleva a cabo en el marco de las funciones que determina la ley, precisamente en el artículo 303 de 

la C.P., “el gobernador será agente del Presidente de la República para el mantenimiento del orden 

público” y lo establecido en el artículo 305, numeral 1 o como lo cita el artículo 298 de la Carta 

Magna.  

En entrevista con la Secretaria de Gobierno del Cauca, la funcionaria señaló que la 

institución tuvo conocimiento de las actividades ilícitas de minería en esta zona durante los 

primeros meses del año 2016. Afirma, sin embargo, que eso se conocía desde antes (se debe tener 

en cuenta que dicha administración inicia su periodo en el 2016). Las denuncias las recibieron por 

parte de la Alcaldía de Mercaderes y “comunidades” del mismo municipio. 

Una vez tienen las denuncias sobre lo sucedido, según la funcionaria, se realizan los 

trámites pertinentes frente a los órganos competentes. Indica que la Gobernación, en este tipo de 

casos, actúa puesto que es un hecho ilegal y que afecta el medio ambiente, “sobre el cual el Estado 

tiene la obligación de actuar”.  

Todo el proceso de control sobre el río Sambingo, y en general sobre los temas de minería 

ilegal, la Gobernación lo trabaja en el marco del Programa de Seguridad Humana para la Paz y la 

                                                           
18 Ver Anexo 17. Acta No. 004 del 15 de abril de 2016.  
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Convivencia Ciudadana, a través de la Mesa de Asuntos de Minería Criminal; la cual está liderada 

por la Gobernación, presidida por la Secretaria de Gobierno y Participación y compuesta por la 

Dirección Seccional de Fiscalía, el Departamento de Policía Cauca –Policía Nacional, la Vigésima 

Novena Brigada adscrita a la Tercera División del Ejército Nacional, Brigada de Infantería de 

Marina No 4 y Fuerza Aérea colombiana.  

Por otro lado, confirman la colaboración de la institución en un operativo llevado a cabo 

en el mes de enero de 2016, junto a las Fuerzas Militares y Policía, y en el cual se destruyeron 5 

máquinas retroexcavadoras y una clasificadora, así como la captura de 14 personas vinculadas con 

los delitos de minería ilegal y conexa. En el mes de marzo del mismo año, realizan una Audiencia 

Pública en el municipio de Mercaderes, con el Gobernador del departamento y su gabinete, el 

Ministerio Público, Fiscalía Seccional y organizaciones sociales, donde se trataron temas como los 

procesos de judicialización de los involucrados en este desastre ambiental. Allí, además, también 

se tomaron medidas de control al tránsito de combustible y movilidad de la maquinaria amarilla19.  

3.2.2. Intervención de las instituciones públicas de control en el proceso de destrucción del 

transepto del río Sambingo.  

La Defensoría del Pueblo es uno de los órganos de control del Estado colombiano, 

vinculada al Ministerio Público. En el marco del artículo 282 de la C.P., esta  institución tiene 

como principal función, velar por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos 

humanos. 

En la respuesta dada al derecho de petición radicado con fecha del 05 de junio de 201720, 

la Defensoría del Pueblo-Regional Cauca, emite respuesta sobre el tema del río Sambingo, 

expresando, de manera escrita, a una entrevista y facilitando un informe sobre una visita realizada 

por la institución el día 13 de febrero de 2016.  

El conocimiento, por parte de la institución, sobre lo que estaba ocurriendo en esta región, 

fue a través de la comunidad y los medios de comunicación. La Defensoría realiza una visita de 

                                                           
19 Se debe aclarar que la información de los dos párrafos anteriores se obtuvo a través de la respuesta con radicado 

AGDS-6776 a un derecho de petición instaurado el día 23 de junio de 2017 ante la Secretaria de Gobierno y 
Participación de la Gobernación del Cauca. En cuanto a lo declarado por la Secretaria de Gobierno sobre las 
denuncias y acciones de oficio realizados por la dependencia, no se obtuvo copia de ello (Ver Anexo 18).  
20 Ver Anexo 19. Respuesta al derecho de petición radicado con fecha del 05 de junio 2017, por parte del Defensor 
Regional del Cauca.  
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terreno el 13 de febrero de 2016, en compañía de varios funcionarios. En el informe detallan que 

el panorama en esta zona era “devastador”. Este mismo informe advierte, que si bien el 22 de enero 

de ese mismo año, la Tercera División del Ejército, apoyados por la Fuerza Aérea y la Fiscalía, 

desarrollaron la operación “Espartaco”, la situación de extracción ilegal continuaba para la fecha 

de la visita y había maquinas (para la extracción de oro) en perfecto estado. 

En este informe, la defensoría confirma la presencia en la zona del Frente Manuel Vásquez 

Castaño del ELN, “quienes controlan (o controlaban) esta actividad de economía extractiva ilegal” 

y la violación de derechos colectivos relativos al ambiente y también en materia de salud. Frente 

a la situación observada, la Defensoría realiza una serie de acciones, como una brigada de salud 

para atención prioritaria y determina que debe existir una acción por parte de las autoridades 

competentes con el objetivo de mitigar el daño y evitar que continúe.  

En cuanto a las acciones realizadas por la Personería de Mercaderes, esta institución ejecutó 

acompañamiento a procedimientos ordenados por parte del Gobierno Nacional y la Fiscalía, para 

el desalojo del río Sambingo. En el informe, con fecha del 19/04/201621 y enviado a Procuraduría 

y Defensoría del Cauca, el Personero de Mercaderes señala que ante su despacho no se informó 

(con anterioridad) por ningún medio sobre el operativo de que se estaba desarrollando sobre la 

cuenca del río Sambingo. Sin embargo, el Personero se hace presente y participa como veedor 

dentro del proceso de desalojo de las personas que estaban asentadas sobre la ribera del río. La 

operación que alude el Personero de Mercaderes, fue ejecutada entre los días 15 y 19 de abril de 

2016. 

Mientras tanto, en cuanto a las acciones realizadas por la Procuraduría General de la 

Nación, no se obtuvo respuesta al derecho de petición instaurado hacia dicha institución con 

radicado E-2017-72411222, argumentando que la información que disponen se encuentra 

amparado bajo la figura de RESERVA LEGAL23. Al igual que en las anteriores peticiones, se 

solicitó cualquier tipo de documentos que la entidad tuviese en su poder en relación al tema en 

cuestión.  

                                                           
21 Ver Anexo 20. Informe Actuaciones sobre operativos sobre el río San Bingo, Personería Municipal de Mercaderes.  
22 Ver Anexo 21. Derecho de Petición radicado ante la Procuraduría Regional del Cauca. 
23 Ver Anexo 22. Respuesta al Derecho de Petición, por parte de la Procuraduría Regional del Cauca.  
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Pese a que no se obtuvo ningún documento de este órgano de control, en base a la 

información suministrada por la CRC, se tiene que esta institución radicó oficios hacia la 

Gobernación, la CRC y la Dirección seccional de Fiscalías, donde denuncia la presencia de 16 

retroexcavadoras sobre el río Sambingo, las cuales estaban siendo utilizadas para explotación 

ilegal de oro. Dicho oficio se realizó con fecha del 18 de septiembre de 201524 y fue firmado por 

José Luis López, Procurador 7 Judicial II Ambiental del Cauca.  

Son funciones de la Procuraduría “vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las 

decisiones judiciales y los actos administrativos” (Art. 277, numeral 1, C.P.). Específicamente, en 

el numeral 4 del citado artículo: “defender los intereses colectivos, especial el ambiente”, también 

hace parte de las funciones de este ente de control.  

Finalmente, la Contraloría General de la República (otro de los órganos de control con los 

que cuenta el Estado colombiano), tiene la función, en base a la ley, del control fiscal. El artículo 

267 de la C.P. determina que “la vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de 

un control financiero, de gestión y de resultados…”, además de presentar al Congreso de la 

República un informe anual sobre el estado de los recursos naturales y del ambiente. También de 

“promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, investigaciones 

penales o disciplinarios contra quienes hayan causado perjuicio a los intereses patrimoniales del 

Estado” (Art. 268, numeral 8, C.P.). 

Teniendo en cuenta lo anterior, y en virtud de una acción de cumplimiento a un acta de 

compromisos de movilización Municipio de Mercaderes, con radicado 000808 del 09 de marzo de 

201625 y suscrita por los integrantes de la Asociación Comunal de Mercaderes, el Contralor 

Departamental, señor Julio Hernán Tobar, radicó oficios26 (con fecha del 04 de abril de 2016) ante 

el director de la CRC, el gobernador del Cauca, la Directora Sección de Fiscalías Cauca, el 

comandante de Policía Cauca , el comandante Vigésima Novena Brigada del Ejército Nacional y 

el Alcalde de Mercaderes.  

                                                           
24 Ver Anexo 23. Denuncia del Procurador 7 Judicial II Ambiental del Cauca.  
25 Ver Anexo 24. Solicitud para exigir cumplimiento al acta de compromisos de movilización Municipio de 
Mercaderes, marzo 2 de 2016.  
26 Ver Anexo 25. Oficios radicados por parte del Contralor General del Cauca.  
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El Contralor solicita información, antes las autoridades competentes, sobre las medidas que 

se han tomado para mitigar la problemática de minería ilegal que se presenta en el río Sambingo y 

que amenaza con extenderse al Cerro de la Campana, al río Hato Viejo y demás cuencas y 

microcuencas del municipio de Mercaderes. Todas las instituciones, sin excepción, respondieron 

a la solicitud del Contralor, enviando la documentación que requería.  

3.2.3. Intervención de las instituciones públicas judiciales en el proceso de destrucción del 

transepto del río Sambingo.  

La Fiscalía General de la Nación (creada en la C.P. de 1991), es el órgano judicial 

acusativo, que está obligada, en base al artículo 250 de la C.P., de adelantar el ejercicio de la acción 

penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito.  

Antes de continuar con la descripción de las acciones de esta institución en relación al tema 

del río Sambingo, es pertinente considerar que, si bien esta parte corresponde exclusivamente al 

órgano judicial, se mencionará las acciones realizadas (en orden cronológico) por otras 

instituciones que colaboraron con el proceso investigativo, y que no han sido mencionados, como 

es el caso de la Policía y el Ejército; pues estas instituciones trabajan transversalmente con el ente 

acusativo.  

En entrevista con el intendente de Policía Judicial, el funcionario señala que el 

conocimiento sobre lo que estaba ocurriendo en el río Sambingo se dio por una fuente no formal. 

La persona, a quien hace referencia el intendente, lo contactó directamente a él y le informó sobre 

la situación que se estaba presentando en la zona. El intendente indica, también, que no se 

enteraron por ninguna otra fuente. La denuncia no formal fue recibida en agosto de 2015.  

Siguiendo el proceso necesario para continuar con las labores de control sobre esta 

situación, llevaron a cabos varios sobrevuelos y un intento de ingreso a la zona en noviembre de 

2015, el cual fue obstruido por las personas que estaban en el lugar (se montaron en las máquinas 

e intentaron secuestrar personas). Ingresan nuevamente en enero de 2016 y logran mejores 

resultados que en el primer ingreso (se destruyen 5 retroexcavadoras).  
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En la Seccional de Investigación Criminal de la Dirección de Carabineros y Seguridad 

Rural de la Policía Nacional27, se logró la apertura de una noticia criminal por lo ocurrido en el río 

Sambingo. Una vez realizado todo el proceso investigativo, y en trabajo con investigadores de la 

Seccional de Investigación Criminal – Región No 4 y el CTI, bajo la dirección de la Fiscalía 

Seccional 1 EDA de Popayán, se logró la individualización de 14 personas de esta organización 

delictiva. La operación se llevó a cabo el 05 de abril de 2016, logrando desarticular la organización 

delincuencial conocida como LA CARBONERA, dedicada a la minería ilegal, en los 

departamentos de Cauca, Valle del Cauca y Nariño.  

Los cargos que se imputaron a las 14 personas son los relacionados con delitos de 

explotación ilícita de yacimientos mineros, concierto para delinquir, contaminación ambiental, 

enriquecimiento ilícito de particulares y financiación del terrorismo.  

En el sentido de evitar la continuidad de lo que ocurría en el río Sambingo, la Policía en 

conjunto con la Fiscalía y demás entidades, puso “en marcha” la Fase II28 de la actividad 

operacional sobre el afluente. La operación que se refiere fue llevada a cabo el 15 de abril de 2016 

y consistió en la destrucción de la maquinaria pesada y la imposición de medidas preventivas y 

administrativas por parte de las autoridades locales.  

En el desarrollo de la Fase III de dicha actividad, el informe de la Policía confirma 

conductas conexas a la actividad ilegal, por lo que se hizo necesario la atención integral a mujeres 

trabajadoras sexuales y restitución de derechos de niños y adolescentes en colaboración con las 

instituciones competentes para atender estos casos. Finalmente, el informe señala que para la Fase 

IV de la operación, realizaría acompañamientos a la CRC con el fin de que esta institución cumpla 

con su función de adelantar los pasivos ambientales.  

Entretanto, la respuesta de la Fiscalía29, ante la solicitud del Contralor, confirma lo 

expresado anteriormente e indica que a la fecha de respuesta (24 de mayo de 2016), la 

investigación que cursa está bajo noticia criminal 190016008786201500027, cuyos resultados se 

                                                           
27 Ver Anexo 26. Respuesta Oficio DC-10-001676 de fecha 04-04-2016, por parte del Comandante Departamento de 
Policía Cauca.  
28 En el consolidado de la Fase II, detallado en el informe de la Policía, se especifica que evacuaron voluntariamente 
y por sus propios medios 1500 personas aproximadamente; mientras las que evacuaron voluntariamente y con 
apoyo de la Alcaldía Municipal fueron 535, dando un total de 2035 personas.  
29 Ver Anexo 27. Respuesta Oficio Dc-10-001675, por parte del Fiscal 001 EDA Seccional.  
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expresaron más arriba. Este informe complementa que, entre los cargos imputados a los 14 

individuos, se encuentra daño en los recursos naturales, destinación ilegal de combustibles y 

cohecho. Especifica que para el operativo del 15 de abril, este se realizó por tierra y aire y contó 

con más de 1100 funcionarios de la FGN, Policía Nacional con sus grupos de ESMAD, ARCIN Y 

UNIMIL, Ejército Nacional, Fuerza Aérea y Armada Nacional con apoyo de la Gobernación del 

Cauca y las alcaldías municipales. 

En cuanto a las labores del Ejército, que aunque se señalan trabajaron en conjunto en la 

ejecución de las operaciones, esta institución no otorgó documentación en relación con el tema. 

En la respuesta dada con número 4256 del 22 de junio de 201730, sostienen que en razón de que 

todas las maniobras militares, producto de inteligencia militar y coordinación con la Policía 

Nacional, gozan “de reserva sumarial de acuerdo al art. 34 de la ley 1621 de 2013”. Sin embargo, 

en respuesta dada al Contralor, firmada por el Comandante de la 29 Brigada, coronel Nayro 

Martínez, este manifiesta que conexo a la Carta Política de 1991, esta unidad tiene el documento 

rector denominado Plan de Guerra Espada de Honor IV, el cual, a partir del 01 de enero de 2016, 

incluyó un Plan “diseñado única y exclusivamente para combatir la minería ilegal”31. 

Finalmente, el informe advierte que de acuerdo a los roles, funciones y competencias, la 

actividad del Ejército (y en particular de la 29 Brigada), se circunscribe a: “efectuar labores de 

inteligencia militar al respecto, denuncia por los daños medio ambientales asociados a este flagelo, 

y de manera conjunta, coordinada e interagencial, efectuar la asistencia militar a la función 

primaria de la Policía Nacional, entre otros”.  

3.3. Análisis de los mecanismos e instituciones implicadas en la destrucción del transepto del 

río Sambingo por actividad minera. 

Durante los últimos años, nuevos problemas sociales se han sumado a las demandas por las 

que debe responder el Estado. El desarrollo sostenible, por ejemplo, se ha constituido como una 

de las tareas que se plantea a los gobiernos; pero tal como lo considera Dente y Subirats (2014), el 

reto que se traza es de extrema dificultad y urgencia. La necesidad de que la industria, como de los 

                                                           
30 Ver Anexo 28. Respuesta al Derecho de Petición, por parte del Ejecutivo y Segundo Comandante Batallón de 
Infantería No. 56.  
31 Ver Anexo 29. Respuesta Oficio 001678 / 04 de abril de 2016, por parte del Comandante Vigésima Novena Brigada.  
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elementos que se necesitan para su desarrollo, vayan de manera amigable con el medio ambiente, 

no solo es una obligación estatal sino un compromiso con la existencia de la humanidad.   

Los efectos (ambientales y sociales) descritos y superpuestos en el segundo capítulo 

denotan la necesidad de que el Estado, y en particular su sistema político, concreten políticas 

públicas que respondan eficazmente al problema tratado. De lo contrario, más casos, como el 

estudiado, se seguirán presentando en toda Colombia. Pero bien, lo que nos interesa aquí es 

explicar (de manera suficiente), el por qué no se pudo evitar lo sucedido sobre el objeto de estudio. 

Para ello, y como consecuencia del trabajo de investigación, se establecieron nueve factores que 

intentarán responder a la pregunta antes formulada.  

Los factores a los que se hace referencia son: factor policy, factor contexto y naturaleza, 

factor burócratas a nivel de calle, factor monetario, factor técnico-humano, factor seguridad, factor 

judicial, factor corrupción y factor geográfico.  

Las políticas públicas (o policy) son, según Dye (1987) “todo lo que los gobiernos deciden 

hacer o no hacer” (p.1). Para Roth (2014), la política pública es “un conjunto de elementos y 

procesos que, con el concurso activo o voluntariamente inactivo de alguna institución 

gubernamental o autoridad pública, se articula racionalmente entre sí para lograr el mantenimiento 

o modificación de algún aspecto del orden social” (p.36). Una definición más articulada considera 

a esta como “un conjunto de acciones y decisiones llevadas a cabo por diversos actores con la 

finalidad de resolver un problema definido políticamente como público (Subirats, Knoepfel, 

Larrue, Varone, 2007, p. 38  citado en Dente y Subirats, 2014). En síntesis, se podría considerar 

(con la prudencia semántica) como la respuesta que otorga un gobierno a un problema público.  

En los planes, estudiados en el primer capítulo de esta investigación, se pudo particularizar 

que las políticas o los planes propuestos para “controlar” los efectos que podría suponer un auge 

de la explotación de los recursos minerales, tuvo un papel más bien secundario. Esto porque, no 

se priorizó ni se les dio la importancia debida a las posibles consecuencias colaterales del boom 

minero ni se consideró la creación de una política pública (de carácter nacional), que respondiera 

tácitamente al problema. Por otro lado, si bien las pretensiones de los gobiernos para convertir a 

Colombia en un país minero a nivel mundial inician desde el año 2006 con la creación del plan 

denominado “Colombia, país minero. Plan Nacional para el desarrollo minero, visión al año 2019”, 

las acciones encaminadas a evitar los máximos daños que estos podrían generar fueron nulas o 
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escasas (como se pudo observar en los planes de desarrollo locales de los periodos 2008-2011, 

2012-2015) y solamente comenzaron a tener un poco más de importancia en los dos últimos planes 

nacionales de desarrollo y los actuales planes de desarrollo de los municipios y el departamento.  

El Gobierno Central, por tanto, obtiene una cuota significativamente importante, en lo que 

tiene que ver con la responsabilidad máxima de proteger esta importante fuente hídrica, pues fue 

reiterativo a la hora de contemplar políticas para aumentar el nivel de explotación de recursos 

minerales pero no lo fue a la hora de contemplar políticas que evitaran los daños posibles de esto.  

Sin la existencia de una política bien diseñada, difícilmente se podía evitar lo ocurrido en 

esta región del país, que además dejó en vilo a una gran parte de la población de los municipios de 

Mercaderes y Bolívar. No solo basta con mencionar “hay que erradicar la minería ilegal del país”, 

sino se predispone todo el aparato institucional para lograr tan complicado objetivo.   

El segundo factor a considerar es el de contexto y naturaleza. Pero antes de continuar con 

la explicación de este factor, se hace necesario aclarar, que si bien no se encontró una política 

pública concreta (emanada desde Bogotá), para tratar este tema; esto no quiere decir que el 

gobierno central, como los gobiernos locales, no hayan establecido programas o proyectos o leyes 

conexas para tratar este flagelo; que a fin ultimas vienen a ser respuestas que intentar solucionar 

un problema.  

Los dos elementos mencionados arriba (contexto y naturaleza) son trabajados por Grindle 

(2009). Este autor señala que dos factores que alimentan la brecha de la implementación, son, en 

primer lugar el que tiene que ver con la política misma (contenido) -la política pública como 

problema-. Evitar y/o controlar el problema de la minería ilegal, requiere de la articulación de una 

significativa cantidad de instituciones (como se pudo observar en el subtítulo anterior), es decir, 

se requiere de cadenas de acción largas y muchos actores para ejecutarla, lo que para Grindle 

(2009), constituye un gran problema. En segundo lugar está –el contexto como problema-. Para el 

autor en mención existen contextos que son hostiles al cambio y estructuras de poder que hace más 

difícil una adecuada implementación.  

Lo anterior se entiende, porque las políticas generan ganadores, pero también perdedores. 

En una política donde se mueven grandes cantidades de dinero, muy difícilmente se va a intentar 

cambiar la política misma. Además, quienes están detrás de este modelo económico, son actores 
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muy influyentes en la arena política. Y estos actores no solo son legales, pues para el caso en 

mención, los responsables son actores ilegales, quienes ejercieron un poder económico (y tal vez 

político) sobre la región. Eso, sin mencionar las características propias del ambiente (alto precio 

de los commodities y alta demanda de los países emergentes sobre estos productos). Aquí se podría 

apostar por un cambio de tercer orden, que para Hall (1993) sería un ‘revolcón’ de la política, esto 

es, cambiar todo. Pero, por lo pronto, un cambio en la política económica del país no se visiona. 

En cuanto al factor burócratas a nivel de calle, trabajado por Gofen (2013), donde analiza 

conceptualmente la burocracia (funcionarios) y cómo estos podrían ser los responsables de la 

implementación y el posible cambio que podría dar el actor ‘divergente’ a los resultados de las 

políticas públicas, se hizo evidente analizarlo puesto que en la fase de investigación se pudo 

constatar que existen documentos, como el informe prospectivo (del año 2007) sobre el plan de 

ordenamiento y manejo de la subcuenca hidrográfica de los ríos Sambingo, Hato-Viejo, 

municipios de Bolívar, Mercaderes, y Florencia (departamento del Cauca), en el cual se advierte 

sobre un escenario con pérdida de biodiversidad por, entre otras cosas, la falta de control sobre las 

actividades extractivas. 

Lo anterior, refiere a que existían indicios sobre la posibilidad de que este problema 

empeore; los planes de desarrollo municipales también dan una muestra de ello, la pregunta es 

¿Por qué los funcionarios públicos no formularon programas para evitar el escenario que hoy se 

presenta en relación al río Sambingo? Aquí tenemos responsabilidad, no de los funcionarios de 

calle, sino de los altos funcionarios.  

Pero el marco conceptual elaborado por Gofen es necesario ya en las medidas de control 

que tomaron las diferentes instituciones para evitar que se continúe con el daño. Para Gofen (2013), 

gran parte de la responsabilidad recae sobre los ejecutores de policy. Un claro ejemplo de esto es 

cuando los funcionarios de la CRC intentaron tomar las medidas pertinentes para el estudio de los 

pasivos ambientales y estos no pudieron llevar a cabo su cometido por razones externas a ellos, 

donde la dimensión racional (“no voy a hacer que me maten por cumplir por mi labor”) primó 

sobre la dimensión ética y la profesional. Mientras que para realizar una política de recuperación 

se necesitará también de la voluntad de los hacedores de políticas, dicha reparación se ve lejana 

cuando el secretario de Gobierno de Bolívar, en entrevista, señaló que “en la contaminación 

ocasionada por la extracción ilegal de oro, la naturaleza sabrá como asimilarla”. 
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El factor monetario, considerada una de las variables por Van Metern y Van Horn (citado 

en Aguilar, 1993) para el análisis de la implementación de policy, sin duda se constituyó como uno 

de los máximos impedimentos para que las autoridades competentes actúen antes, durante y 

después de lo ocurrido. Ninguna administración dispone de un rubro específico para tratar estas 

problemáticas, esto resulta de la elaboración de proyectos; lo que sin duda genera un retraso a la 

hora de prevenir y controlar este tipo de problemas. Aquí la idea de “erradicar la minería ilegal del 

país”, no fue más que un contentillo para aquellos sectores que luchan por la preservación del 

medio ambiente. El Gobierno simplemente no ha destinado los recursos monetarios suficientes 

para controlar y mucho menos para prevenir estas situaciones. 

Por otro lado, no considerando al factor monetario en la línea de las políticas públicas, sino 

en la raíz del problema mismo, se encontró que este se sitúa como el principal incentivo para que 

las personas opten por trabajar en estas actividades y contribuyan a que el problema sea más difícil 

de tratar. Un ejemplo: antes de la llegada de la minería a esta región, las personas dedicadas, en 

gran parte a actividades económicas primarias, ganaban aproximadamente 15 mil pesos diarios. 

Por el contrario, trabajando en la extracción de oro, podían obtener entre 100 mil y 250 mil pesos 

cada día. Aquí, los individuos se mueven como actores racionales de corto plazo, pues si la 

racionalidad fuese tomada en el máximo sentido de la palabra, ninguno de ellos destruiría lo que 

en últimas es fuente de vida.  

Los recursos humanos y técnicos también se constituyen como otro factor para explicar lo 

ocurrido en el río Sambingo. Este factor, resultante del anterior, indica una difícil operatividad de 

las instituciones, pues al no existir quien ejecute las acciones ¿Cómo se pueden prevenir y controlar 

los problemas? Un grave elemento encontrado en la fase investigativa fue el señalado por el 

Intendente de Policía Judicial, donde argumenta que la Unidad en la que trabaja y que, además, 

fue iniciativa del gobierno central para “golpear” a la minería ilegal en el país, no cuenta con los 

recursos suficientes. Para realizar un control o iniciar una fase investigativa, se debe acudir a otras 

dependencias para que “les presten” los recursos técnicos que necesitan.  

Por otro lado, un factor “hallado” y que, indudablemente, se figuró como el máximo 

obstáculo para prevenir lo ocurrido en el río Sambingo, fue el factor seguridad. Muchos analistas 

de políticas públicas han señalado varios elementos que pueden configurarse como las trabas para 

que una política sea exitosa o fracase. Sin embargo, y esto puede deberse por la novedad del 
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problema, el factor de seguridad no se ha trabajado con la importancia que se merece. Aunque se 

pueda incluir en el factor del “contexto” trabajado por Grindle o la variable “condiciones 

económicas, sociales y políticas” de Van Meter y Van Horn, lo cierto es que el factor ‘seguridad’ 

se volvió en el núcleo de los obstáculos para controlar, con celeridad, este problema. 

Las amenazas a funcionarios públicos, la presencia de grupos al margen de la ley (para el 

caso específico del Frente Manuel Vásquez Castaño del ELN) y de particulares armados, son 

pruebas de que difícilmente se puede cumplir con las funciones institucionales sino se cuenta con 

las garantías mínimas para los ejecutores de policy (sólo obsérvese el tiempo que transcurre entre 

el día que se entera la CRC de lo sucedido y el día que pueden ingresar a la zona). Y esto también 

da cuenta del porqué la baja participación de la sociedad para evitar, o por lo menos, haber 

controlado al máximo posible, los impactos ambientales negativos; porque se debe mencionar que 

los mecanismos de participación ciudadana utilizadas (que además fueron pocos), se orientaron en 

la medida de control. Aquí hay que precisar de una denuncia de un ciudadano el 26 de septiembre 

de 2015, donde solicita al gobierno nacional o a quien corresponda hacer control en cuanto a las 

minas de oro ilegales en la zona32.  

Pero la pregunta que aun vacila es ¿aun cuando los ciudadanos hubiesen hecho uso efectivo 

de los mecanismos de participación ciudadana, se hubiese podido evitar un daño mayor al 

ocurrido? Esto resulta porque, cuando la vida de quien hace o quienes hacen uso de estos 

mecanismos que ofrece una democracia como la de Colombia está en peligro, o la presencia de 

grupos armados ilegales como de esclarecer quienes son los responsables detrás de esto, se unen, 

es muy difícil ejecutar una acción gubernamental y obtener el resultado deseado.  

El factor judicial, por su parte, no solo se sumó a una de las causas del por qué la tardanza 

de las instituciones en controlar este problema sino que también se constituyó como un obstáculo 

para que las demás instituciones actuaran. Tal como lo señalaba en entrevista el intendente de 

Policía Judicial, una vez se enteraron del problema iniciaron un proceso investigativo pues quien 

estaba detrás de esto era toda una estructura criminal, “y era ahí donde se debía dar el golpe”. Y 

por razones intrínsecas a cualquier proceso investigativo, el no comunicar a las demás autoridades 

competentes sobre lo que estaba sucediendo, se hace más una regla que una opción voluntaria. 

                                                           
32 Ver Anexo 30. Denuncia.  
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Además, en base a lo expresado por la Secretaria de Gobierno del Cauca, la articulación, 

coordinación y comunicación entre las instituciones no es el meollo del asunto, la parte donde más 

se tiene dificultad es en el proceso investigativo por razones de tiempo (una investigación de este 

tipo no toma ni uno ni dos meses).  

Dentro de los últimos dos factores que se encontraron, fueron causa de lo ocurrido en el río 

Sambingo, está el factor corrupción. Tenemos que abandonar la falsa idea (y esta vez de plano), 

de que los individuos que actúan en las organizaciones políticas, lo hacen en la perspectiva 

weberiana, es decir, como individuos seguidores de reglas y procedimientos. Mas en un problema 

de esta naturaleza, donde el factor monetario parece ser el gran mal, para lograr eficacia en las 

políticas que intentan controlar aquello.  

Durante la operación que permitió la captura de 14 presuntos responsables, destacan 

funcionarios públicos como el tesorero y ex tesorero del municipio de Iscuande (Nariño) y un 

uniformado activo de la policía. En detalladas ocasiones, supuestamente, para la entrada de las 

maquinarias a la zona donde se llevó a cabo la explotación ilegal, se pagaba una especie de “cuota”, 

tanto a funcionarios públicos como fuerza pública para evitar el decomiso de la maquinaria. Esto, 

por tanto, adecuó un escenario mucho más fácil para realizar las actividades ilícitas de oro en este 

lugar. Según fuentes no oficiales, aparentemente los que transportaban la maquinaria amarilla y 

pesada llevaban en su poder dinero físico para ir “repartiendo” a las autoridades que posiblemente 

les ejercerían control.  

Finalmente, el factor geográfico, otra de las novedades encontradas y que dificultaron la 

acción institucional, se puede establecer como un referente para estudios posteriores que intenten 

explicar por qué las instituciones no actúan de forma eficaz sobre estos problemas. En las 

entrevistas a los funcionarios, estos detallaron que el difícil acceso a la zona, dificultaba la misión 

de cada institución competente. Las características propias del terreno pudieron llevar a la demora 

en el proceso de control, y desconociendo las razones de seguridad, este factor puede establecerse 

como un factor del ambiente que no depende de ningún actor societal y que se suma a las posibles 

variables o factores que intentar explicar la “brecha de la implementación”, de por lo menos, este 

tipo de problemas.  

Para explicar mejor lo anteriormente expresado (en términos exclusivos del factor 

geográfico), se puede considerar el siguiente ejemplo: un gobierno que desea implementar un 
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proyecto encaminado a proveer desayunos escolares en las instituciones educativas de X o Y 

municipio, lo puede hacer de forma más rápida y eficaz en la medida en que el lugar y las personas, 

donde recaerá la política, se encuentran en un espacio de fácil acceso para los funcionarios 

ejecutores de la política. Mientras tanto, un proyecto (como el de Protección y Vigilancia de la 

CRC), sobre el cual tiene como objeto donde recae la acción no el sujeto tradicional (como son las 

personas) sino un sujeto inamovible (el medio ambiente), y este se encuentra en un espacio alejado 

y de difícil acceso del lugar donde se encuentran los recursos para ejecutar la política. Claramente 

esto tomará más tiempo, más dinero, en efecto, más recursos, y su efectividad se puede ver 

afectada. 

Cuando un sistema político no logra responder adecuadamente a las demandas de la 

sociedad, o responde a demandas poco prioritarias para la misma, el orden social, el orden 

económico y el orden cultural pueden verse afectados. Las verdaderas acciones en este tipo de 

problemas deben estar encaminadas a prevenir e ir abandonando las acciones reaccionarias (tan 

comunes del Estado colombiano), y que dejan resultados tan lamentables como los tratados en este 

estudio de caso. Este cambio, hacia las políticas preventivas, puede ser paulatino o veloz, 

dependiendo de hechos o acontecimientos políticos que se presenten, como de variados y 

complejos elementos. El tiempo que demore este cambio puede determinar, en gran medida, el 

número de efectos negativos sobre este tema. En la política no existe una ley científica que permita 

predecir algún acontecimiento, no se tiene dentro de los bagajes teóricos el famoso: si existe X con 

X, tendremos X2. El juego político no es preciso o estable, por el contrario, es dinámico y vacilante.  

Ya para finalizar este capítulo, se tiene que los mecanismos de participación ciudadana 

contempladas en la Constitución, no tuvieron el efecto deseado en la medida de proteger y prevenir 

lo sucedido en el río Sambingo. De todos los mecanismos descritos en la primera parte, se tiene 

que solo existió una denuncia formal, una acción de cumplimiento y varias quejas por parte de los 

habitantes del municipio de Mercaderes, quienes lo hicieron de manera individual como colectiva 

(en este caso, la Asociación Comunal de Mercaderes); para advertir a las autoridades 

institucionales sobre el tema. Estos mecanismos utilizados cumplieron labor exclusiva de control, 

pues las labores de minería habían iniciado desde 2015. Por el contrario, hubo mayor participación 

informal, porque según varios de los funcionarios entrevistados, muchas personas se acercaron a 
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sus dependencias a denunciar lo ocurrido pero sin dejar precedente formal aludiendo cuestiones 

de seguridad personal.  

Tanto la sociedad civil, como las instituciones competentes para el caso, realizaron 

ejercicios de control, obedeciendo, por tanto, a políticas de carácter reaccionario actuar sobre lo 

que ya ocurrió. Las posibles causas que llevaron a que se destruyeran aproximadamente los 12 

kilómetros del río fueron: las relacionadas con la ausencia misma de una política de carácter 

nacional que oriente las tareas a realizar sobre la materia en el plano regional y local; el contexto 

del país (en el que tiene un peso importante el gobierno central por su famoso modelo económico) 

y el contenido mismo de los planes, programas y proyectos que han establecidos los diferentes 

órganos para intentar minimizar al máximo los efectos adversos del boom minero; las razones 

económicas, como un recurso faltante en las instituciones y a la vez como un incentivo de quienes 

trabajan en estas actividades; la falta de recursos humanos y técnicos para este tipo de 

procedimientos en las labores de control, pero muy seguramente en las labores de prevención; la 

seguridad de la zona, como obstáculo para los burócratas de nivel de calle y como impedimento 

para que, tanto las instituciones como la sociedad civil, actuara según sus competencias; el factor 

judicial, en el estricto sentido de la investigación, que no permite que las demás instituciones (salvo 

la competente) adelante trabajos de control y mitigación; el factor corrupción, que aunque se tenga 

indicios de que existen más funcionarios (tantos de las autoridades públicas como de las fuerzas 

militares) involucrados en el caso, no existen pruebas para determinar esto como un hecho; y 

finalmente el factor geográfico (tan particular como interesante), que durante la investigación se 

pudo especificar que el difícil acceso a la zona sin duda compromete la ejecución de las políticas 

y genera demoras como aumento de recursos.  

Si bien los factores anteriormente mencionados explican las razones del por qué la demora 

en las acciones, tanto de la sociedad civil como de las instituciones implicadas, para evitar un daño 

mayor al obtenido, nuevamente hay que insistir que desde el año 2007 y 2008 existían documentos 

rectores, que advertían sobre la presencia de minería ilegal en la zona o cerca de la zona. Lo que 

deja un serio cuestionamiento a las instituciones, principalmente las locales, orientada al famoso 

cliché público “se pudo hacer más”, que a su vez podría estar sustentado en una falta de voluntad 

política.  
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CONCLUSIONES 

 En Colombia, la intención de los gobiernos nacionales de convertir al país, en una potencia 

minera a nivel mundial, comienza, directamente, desde el año 2006. La incursión del sector minero 

en las políticas de carácter nacional tuvo un crecimiento relativamente veloz y respondió a una 

razón económica: el alto precio de los commodities como la alta demanda de potencias asiáticas 

sobre estos.  

 El primer gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014), planteó a la locomotora minero 

energética como política de gobierno y además como eje central de la economía nacional, y en 

virtud de cumplir con el objetivo hizo un llamado a los gobiernos departamentales y municipales, 

quienes siguieron, por lo menos sobre el estudio de caso, lo exigido desde Bogotá. 

 El PND 2010-2014 alertó sobre los retos derivados del auge de la explotación de recursos 

naturales y manifestó el hecho de que este sector estaba rezagado en términos de institucionalidad, 

formalización y consolidación industrial. Este atraso institucional se pudo comprobar en los planes 

de desarrollo, tanto departamentales como municipales de todos los periodos; en los que dichos 

instrumentos muestran preocupantes vacíos en el tema de minería ilegal e informal.  

Esta inconsistencia entre la necesidad de otorgarle un papel protagónico al sector minero 

en la economía nacional y su estado en términos de institucionalidad, refieren una omisión política 

e incoherente por parte del ejecutivo, en relación al hecho de formular e implementar políticas que 

pudiesen enfrentar los retos derivados del boom minero, tal como está explícito en el PND 2010-

2014. Esto, sin lugar a dudas, se constituye como causante de lo ocurrido en el rio Sambingo pero 

también de lo que está ocurriendo en otras zonas del país.  

Los planes de desarrollo departamentales y municipales del periodo 2012-2015 y 2016-

2019, además de mostrar acatamiento a los planes de desarrollo nacionales, confirmaron lo 

expresado en el PND 2010-2014, en relación al estado del sector minero en el país. Estos 

instrumentos indican un preocupante vacío en cuanto al conocimiento de las instituciones del 

sector (no se tiene información exacta de las unidades de producción minera informales y mucho 

menos sobre las zonas, donde existe, como las potencialmente expuestas, a la minería ilegal).  

Si bien las autoridades locales poseían serios vacíos en cuanto al estado de la minería ilegal 

(y también informal)  sobre su territorio, varios de los instrumentos  de gestión pública estudiados, 
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dieron cuenta de que existía un conocimiento, aunque breve, sobre este fenómeno; incluso en 

relación al río Sambingo. Mientras tanto, la falta de un interés mancomunado, para recuperar y 

controlar lo sucedido en el afluente, puede ser demostrado en el hecho de que fueron los planes de 

desarrollo municipales 2016-2019, y no el departamental, el que incluye el tema dentro de ellos.  

El problema del río Sambingo, como de los muchos otros que han ocurrido y están 

ocurriendo en el país, da cuenta del por qué todas las autoridades, tanto municipales, 

departamentales, como nacionales, deben intervenir. Si bien, parecen ser “poco” la destrucción de 

doce kilómetros (teniendo como marco de referencia la geografía del departamento), los datos 

arrojados sobre fauna, flora, agua y suelo, desbaratan esta idea y dejan sin pie a cualquiera que se 

le asimile. 

Los análisis hechos sobre estos cuatros componentes demuestran una alteración irreversible 

sobre ellos, lo que en otras palabras quiere decir, que su recuperación total será imposible por 

medio de la acción natural. Ergo, la participación de las instituciones competentes para su 

recuperación es una obligación.    

Los impactos ambientales negativos sobre el estudio de caso, no fueron el único efecto de 

la devastación del transepto del afluente, las consecuencias sociales, por su parte, sostienen el 

hecho de que este tipo de situaciones tienen un carácter público y requieren de una intervención 

política. Se está hablando de que los efectos adversos de la minería ilegal llega (o puede llegar) a 

aproximadamente 9000 personas. Sumado a esto, se tiene una población flotante de 2035 personas, 

quienes estuvieron asentadas en las ciudadelas creadas en la ribera del río, y que, según fuentes 

oficiales, un gran porcentaje de estas presentaron graves problemas de salud como de otro tipo. 

Estas personas, en la actualidad, no están siendo atendidas por ninguna autoridad institucional y 

no se tiene información sobre el paradero de cada una, pues todos eran de otras regiones.  

Los análisis realizados sobre los cinco factores (Territorio, Salud, Seguridad Alimentaria y 

Nutricional, Económico y Derechos Humanos), dan cuenta sobre los problemas que enfrentaron, 

posiblemente están enfrentando y enfrentarán las más de 11.000 personas que se vieron 

involucradas (directa o indirectamente) sobre este nuevo caso de minería ilegal del país.  

La caracterización del contexto demuestran que lo ocurrido en el río Sambingo era una 

cuestión de tiempo, pues difícilmente se podría haber evitado, cuando las instituciones 
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competentes no estaban preparadas (ni lo están) y el Gobierno, en su difícil tarea de controlar los 

efectos adversos del auge de la explotación de los recurso naturales, no confiere las herramientas 

suficientes para hacerlo. Obteniendo, entonces, un vacío entre lo que se formuló y lo que se 

implementó.  

Las causas específicas, que llevaron a que los aproximadamente doce kilómetros de este 

importante afluente (ubicado al suroccidente colombiano) fuesen destruidos, se pudieron agrupar 

en nueve factores. Las condiciones de seguridad de la zona, la falta de voluntad política, la 

corrupción, entre otros, indican que dificultosamente, las instituciones competentes pudiesen haber 

hecho algo al respecto, en cuanto a un proceso de prevención.  

Los factores considerados, además de explicar la lenta respuesta de las instituciones en el 

proceso de control, y también en el proceso de prevención, asimismo dilucidaron la baja 

participación de la ciudadanía (en el plano formal) en este problema, en la medida de proteger, 

prevenir y controlar lo sucedido. Las once instituciones implicadas sobre el caso no pudieron hacer 

mucho para evitar un daño mayor al generado. Queda el sin sabor de que si los doce kilómetros 

afectados pudiesen sido más o por el contrario, era ese el transepto predispuesto por la estructura 

criminal para explotar.  

La descripción de los factores que explican el por qué no se pudo actuar antes, pareciera  

quitar responsabilidad a las instituciones, pues elementos naturales a estos problemas podrían 

justificar la lenta acción por parte de las instituciones implicadas. Esto no puede ser tomado a la 

ligera; se debe recordar que desde el año 2007 existía documentos rectores, como el informe 

prospectivo sobre la sub cuenca, en el cual se señalaba un escenario probable que describía una 

disminución de fauna y flora como alteración de otros recursos por, entre otras causas, la falta de 

control sobre actividades mineras. Además, varios de los planes de desarrollo municipales, 

señalaron un breve conocimiento sobre la minería ilegal en sus zonas.  

También se evidenció una clara falta de voluntad política, desde el plano nacional, regional 

y local, para elaborar estrategias eficaces en la medida de prevenir este tipo de tragedias 

ambientales. Esta falta de voluntad política, entre otras cosas, se puede demostrar en el solo hecho 

de que: el PDD 2016-2019 no incorporara entre sus lineamientos el caso del río Sambingo; cuando 

la Unidad de la Fiscalía encargada para controlar estos problemas sencillamente no tiene los 

recursos humanos ni técnicos para trabajar; cuando todavía no se tiene el plan de recuperación 
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sobre el río Sambingo, o más grave aún, cuando un funcionario público, como el Secretario de 

Gobierno de Bolívar, señale de la forma más escueta, que la recuperación para este río no le alcanza 

ni al departamento y que, por tanto, debemos esperar a que la naturaleza sepa asimilar dicha 

contaminación.  

Finalmente, los efectos ambientales y las consecuencias sociales corroboraron que el 

crecimiento económico que deja la actividad minera, en este caso ilegal, no se puede colocar como 

punto de comparación, frente a los impactos que de ella se originan. Este tipo de casos requiere de 

todo un proceso de intervención de una significativa cantidad de instituciones. Cada una de ellas 

limitó su actuación por factores endógenos a este tipo de problemas como por factores exógenos a 

ellos.  

Aunque existen razones que no dependen de quienes formulan y ejecutan las políticas y 

que, además, sirvieron como marco de análisis para explicar el papel de las instituciones, la razón 

relacionada a la falta de voluntad política (que se materializa en la ausencia de una política pública, 

la disposición de quienes hacen política, la falta de recursos económicos, la falta de recursos 

técnicos y humanos y la corrupción) explicó ampliamente por qué no se pudo hacer más al 

respecto. Entretanto, la presencia del Frente Manuel Vásquez Castaño del ELN, explicado en el 

factor de seguridad, sin duda se convirtió en uno de los obstáculos más difíciles de solucionar y 

que impidió, en gran medida, la actuación rápida de las instituciones competentes.  
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RECOMENDACIONES 

Las dantescas imágenes de la destrucción de los aproximadamente doce kilómetros del río 

Sambingo, nos debe llevar a recapacitar sobre las acciones que estamos llevando a cabo para 

proteger, lo que en últimas, es la fuente misma de vida: la natura. No podemos permitir que más 

casos, como los del Sambingo, se sigan repitiendo a lo largo y ancho del territorio nacional. Este 

estudio debe sentar precedente para llamar la atención de la sociedad, las instituciones públicas y 

la academia. 

En Colombia, según el recién creado Atlas de Justicia Ambiental, existen alrededor de 72 

conflictos socio-ambientales. Eso, sin contar, con las recientes noticias sobre la contaminación de 

varios afluentes en otras regiones del país, como es el caso del río Atrato en Chocó. Como sujetos 

activos en una democracia participativa debemos hacer uso de los mecanismos que el Estado 

colombiano ofrece. El Medio Ambiente no debe ponerse en una balanza económica, no se puede 

apostar la vida ni mucho menos justificarla en la medida de que la explotación de los recursos 

minerales supone un crecimiento (en términos de PIB), para el país.  

El derecho a gozar de un ambiente sano, como derecho colectivo, y fundamental al mismo 

tiempo, requiere de la participación activa de cada uno de los habitantes que conforman Colombia; 

si bien resulta quimérico pretender que cada uno de los colombianos denunciemos e intentemos 

por las vías que permite la democracia hace valer aquel derecho, por lo menos, desde la academia 

universitaria tenemos que empezar a formular herramientas que permitan una mayor incursión de 

estos problemas en las áreas de investigación.  

Teniendo como marco de referencia el presente estudio de investigación sobre el río 

Sambingo, se recomienda: 

Primero, desde la academia, hacer un llamado a cada una de las ramas que conforman el 

poder público, para que se vuelque la mirada hacia un sujeto que está en igual o mayor peligro de 

ser perjudicado en esta etapa de post conflicto (o post acuerdo según las Naciones Unidas): el 

medio ambiente. El Instituto CINARA, de la Universidad del Valle, ya ha comenzado con la tarea 

al publicar un estudio (a inicios de este año) donde demuestra la existencia de al menos 115 

conflictos socios ambientales (43 más de los contemplados por el Atlas de Justicia Ambiental); de 
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los cuales el 80% se originan o impactan en zonas rurales y que, según la misma investigación, 

fueron olvidados en el Acuerdo de Paz.   

Segundo, desde 2015, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 

presentó un informe denominado “Consideraciones ambientales para la construcción de una paz 

territorial, estable, duradera y sostenible en Colombia-insumos para la discusión”33. En este 

informe, la entidad advertía al gobierno del peligro que suponía para los recursos naturales la 

eventual firma de paz en La Habana. Entre los temas que trata el informe se encuentra el de minería 

ilegal.  

Este documento rector, presentado al ejecutivo, debe ser analizado con la importancia que 

merece. La agenda de gobierno actual parece no estar prestándole demasiada importancia a un 

fenómeno que parece, en el corto tiempo, no terminar. El caso del rio Sambingo solo entra a una 

lista de los muchos otros que se pueden presentar, si el gobierno no determina entre sus prioridades 

una política integral que considera este tema como uno de los más relevantes y urgentes a tratar. 

Tercero, el Estado colombiano debe aprender sobre los casos ocurridos en Ruanda, 

República del Congo y Angola, países que vivieron etapas de post conflicto y que vieron perecer 

sus recursos naturales sin poder hacer nada al respecto. Las lecciones dejadas en estos países deben 

servir de insumos para evitar una destrucción de los recursos naturales de la nación.  

Cuarto, para evitar más casos como el ocurrido en el río Sambingo, y que lastimosamente 

aún se siguen presentando en la Costa Pacífica Caucana, algunas zonas de Nariño, Chocó y 

Antioquia, se debe fortalecer la presencia del Estado en cada una de las zonas que están siendo 

afectadas y que potencialmente pueden verse afectadas. Para lo cual se requiere la urgencia de una 

actualización del Censo Minero que de un panorama más completo de la minería en el país. En la 

medida en que Colombia no sepa a qué se va a enfrentar, difícilmente podrá diseñar estrategias 

que le permitan hacer frente a una amenaza devastadora y silenciosa.  

Quinto, se debe diseñar una política con alcance nacional que permita integrar cada uno 

de los elementos que amenazan la biodiversidad en el país: el cambio climático, la minería ilegal, 

                                                           
33 El informe se encuentra disponible en: 
http://www.foronacionalambiental.org.co/publicaciones/detalle/consideraciones-ambientales-para-la-
construccion-de-una-paz-territorial-estable-duradera-y-sostenible-en-colombia/ 
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la deforestación, la contaminación de los recursos de agua y suelo, entre otros. Además, aunar 

esfuerzos con las autoridades locales para lograr una preservación del medio ambiente y garantizar, 

esta vez de facto, el derecho a gozar de un ambiente sano.  

Una vez se tenga la formulación de una política pública con alcance nacional e integral, se 

deben fortalecer las instituciones que son las encargadas de ejecutarla. Por tal motivo, se requiere 

la premura de una reconfiguración institucional diseñada y capacitada para atender este tipo de 

casos a la mayor brevedad posible. Los recursos económicos, técnicos y humanos (tan presentes 

durante la etapa de investigación sobre el estudio de caso aquí planteado) no debe ser la excusa 

para que las instituciones no actúan de manera rápida y oportuna sobre el problema.  

Sexto, el gobierno actual, y los que vienen, deben reconocer que este problema es más 

complejo de tratar, no solo porque involucra elementos propios de los problemas públicos sino 

porque suma otros elementos que son muy difíciles de controlar: los incentivos económicos, la 

seguridad y las cuestiones geográficas, por ejemplo. Se debe empezar preguntando ¿se puede hacer 

la política más implementable? Una construcción de incentivos y una formación proactiva para 

quienes tienen que ejecutar los planes o los programas de una política, puede también formar parte 

de la solución.   

Séptimo, la creación de programas de fortalecimiento agropecuario debe ser una apuesta 

de las autoridades locales, regionales y nacionales. Si no existe una alternativa económica para las 

personas que trabajan en estos lugares, difícilmente se van a eliminar estos problemas. La 

participación de las comunidades para la construcción de dichas alternativas puede ser una gran 

herramienta. Es meritorio señalar que un kilo de oro cuesta alrededor de 90 millones de pesos. La 

trasmutación de las economías ilegales, además, siguen siendo amparadas por los grupos armados 

ilegales que aun operan en el país (para el estudio de caso, se pudo constatar de la colaboración 

del Frente Manuel Vásquez Castaño, del ELN), pero también existe evidencia en otras partes del 

país, de la colaboración en las actividades ilegales de oro, de grupos como las BACRIM. Estos 

últimos grupos, aunque aún sigue en discusión por las instituciones que deben combatirla, en 

relación a su denominación, se debe persistir en su presencia en estas zonas como actores que 

problematizan el control (y también la prevención) sobre este tipo de problemas.  
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Octavo, se debe unir esfuerzos con otros sectores, es decir, se debe identificar los actores 

que estén más interesados en solucionar el problema: líderes ambientales, ONG’S, comunidades 

indígenas y afro colombianos, por citar algunos.  

Noveno, se debe garantizar la seguridad, y aquí el Estado no puede escatimar esfuerzos, de 

cada una de las personas que denuncian este tipo de delitos. El asesinato de Faiver Cerón Gómez, 

líder de la JAC del corregimiento de Esmeraldas en Mercaderes, debe llevarnos a una profunda 

reflexión como sociedad, del peligro que supone defender lo público. Mientras no se garantice la 

participación en los aspectos de la vida política, difícilmente podremos colaborar en la resolución 

de los problemas que presenta este país.  

Colombia es el segundo país con más líderes ambientales asesinados, por lo menos así lo 

reporta la ONG inglesa Global Witness. Según la organización, en 2016 asesinaron a 37 líderes 

ambientales en el país. Oponerse a la minería fue la mayor causa de los asesinatos. Estas cifras 

deben alertar a todos las instituciones de control (Contraloría, Procuraduría y Defensoría) en la 

manera en cómo están garantizando la participación de la sociedad civil, puesto que están 

asesinando a nuestros líderes y el Estado no está siendo nada al respecto. Se debe reformular las 

políticas de protección hacia quienes hacen este tipo de denuncias o participan en el tratamiento 

de estos problemas de otra forma. 

Décimo, cada una de las instituciones implicadas para tratar este tipo de casos, deben llevar 

a cabo programas de control y monitoreo más eficientes. No es solo una cuestión de ir, destruir la 

maquinaria y sacar a las personas que ahí están, sino evitar que el daño continúe. Durante las 

entrevistas no grabadas, se tienen indicios de que los mineros se están trasladando a otras partes 

del río. Incluso hay personas provenientes del departamento del Putumayo que supuestamente se 

han dirigido a Mercaderes puesto que la minería ilegal aun continua, ya no sobre los doce 

kilómetros destruidos, sino en otras partes del mismo río. 

Y por último, como colombiano pero sobre todo como ser humano, hago un llamado a 

todos los que lean este estudio para que nos volvamos agentes activos en la defensa del medio 

ambiente. El problema que se presentó durante esta investigación, más allá de las cuestiones 

académicas, trata un asunto de vital importancia. Recordemos que está en juego nuestro sustento 

de vida, la supervivencia misma del hombre en la tierra. El medio ambiente tiene que ser entendido, 

como se advirtió en el segundo capítulo, en sentido holístico. Cada una de las partes forman un 
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todo, un sistema. Si una de las partes falla, el sistema también empieza a hacerlo. En últimas, lo 

que está ocurriendo en el Cauca, en Chocó, en Nariño, en Antioquia, ahora en Putumayo, va a 

trastocar a cada uno de nosotros. No esperemos pasivamente a que nuestro hogar, la naturaleza, se 

convierta en nuestro osario.  
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Sentencia Magistrado Tema/Norma Decisión-Argumento A favor/En contra 

C-983/10 Luis Ernesto 
Vargas Silva 

Requisitos y 
procedimientos para la 
legalización de 
explotaciones mineras en 
terrenos en donde existen 
concesiones; canon 
superficiario (artículo 12 y 
parágrafo 2 del artículo 16 
de la ley 1382 de 2010 que 
modifica la ley 685 de 
2001 código de minas).  

La Corte declara EXEQUIBLE los 
artículos demandados. Por tanto, no se 
hace necesario describir los 
argumentos que utilizó la corte en el 
proceso.  

A favor. 

C-273/11 María Victoria 
Correa Calle 

Zonas excluibles de la 
minería (artículo 34 ley 
685 de 2001, modificado 
por el artículo 3º de la ley 
1382 de 2010 
modificatoria del código 
de minas). 

EXEQUIBLE. 
Para la Corte, el artículo 3º de la ley 
1382 de 2010 no vulnera los principios 
de consecutividad e identidad flexible, 
por cuanto corresponde a una 
modificación introducida en desarrollo 
de una atribución conferida a las 
Cámaras, con clara conexidad temática 
con los objetivos de la ley y que hace 
parte de su contenido temático 

A favor.  

C- 366/11 Luis Ernesto 
Vargas Silva 

Ley 1382 de 2010, “por la 
cual se modifica la ley 685 
de 2001, código de 
minas”. 

INEXEQUIBLE la ley 1382 de 2010 y 
diferir los efectos de la sentencia de 
inexequibilidad por un lapso de dos 
años, con el fin de proteger los 
derechos de las comunidades étnicas a 
ser consultadas y salvaguardar los 
recursos naturales y las zonas de 
especial protección ambiental. 
 
Para la Corte, como la Ley 1382 de 
2010 contiene decisiones legislativas 
que inciden directamente en la 
exploración y explotación de recursos 
mineros en territorios de las 
comunidades étnicas, su expedición 
debió estar precedida de espacios de 
participación para dichos pueblos, y 
por tratarse de medidas legislativas 
que afectan directamente a dichas 
comunidades, debieron someterse al 
trámite de consulta previa y por no 
haberse llevado a cabo dicha consulta 
previa, la Ley resulta contraria a la 
Constitución y debe ser declarada 
inexequible en su integridad. La Corte 
también consideró las consecuencias 
del retiro inmediato de la ley, por lo 
que decidió diferir los efectos de la 

En contra. 

ANEXO 1. SENTENCIAS DE CONSTITUCIONALIDAD EN EL SECTOR MINERO-ENERGÉTICO (2010-2016) 
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sentencia de inexequibilidad por un 
lapso de dos años. 
 

C-331/12 Luis Ernesto 
Vargas Silva 

Control a la explotación 
ilícita de minerales 
vigencias y derogatorias 
(artículos 106 y 276 de la 
ley 1450 de 2011, por la 
cual se expide el plan 
nacional de desarrollo 
2010-2014). 

EXEQUIBLE el articulo 106 e 
INEXEQUIBLE la expresión “parágrafo 
2º del articulo 12 y el artículo 30 de la 
ley 1382 de 2010”, contenida en el 
artículo 276 de la ley 1450 de 2011. 
La Corte concluyó que la explotación 
ilegal de minerales prevista en la Ley 
del Plan Nacional de Desarrollo, no 
requería de la realización de consulta 
previa a las comunidades étnicas; sin 
embargo, la derogatoria de las normas 
que permitían la realización de la 
pequeña minería y de la minería 
tradicional si ha debido ser consultada 
a dichas comunidades, por afectarlas 
de manera directa. 
 

A favor y En 
contra. 

C-123/14 Alberto Rojas 
Ríos 

Oportunidad a las 
entidades municipales o 
distritales involucradas de 
participar activa y 
eficazmente en dicho 
proceso, mediante 
acuerdos sobre  la 
protección de cuencas 
hídricas y la salubridad de 
la población, así como, del 
desarrollo económico, 
social y cultural de sus 
comunidades - acuerdo 
con autoridades 
territoriales sobre 
medidas de protección del 
medio ambiente en 
proceso de autorización 
de actividades mineras. 
(Artículo 37 de la ley 685 
de 2001-codigo de 
minas). 

EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del 
artículo 37 de la ley 685 de 2001. 
 
La Corte concluye que el artículo 37 de 
la Ley 685 de 2001-Código de Minas- es 
acorde con la Constitución, siempre y 
cuando en el proceso de autorización 
para la realización de actividades de 
exploración y explotación minera –
cualquiera sea el nombre que se dé al 
procedimiento para expedir dicha 
autorización por parte del Estado- se 
tengan en cuenta los aspectos de 
coordinación y concurrencia, los cuales 
se fundan en el principio constitucional 
de autonomía territorial. En este 
sentido, una autorización al respecto 
deberá dar la oportunidad a las 
entidades municipales o distritales 
involucradas de participar activa y 
eficazmente en dicho proceso, 
mediante acuerdos sobre la protección 
de cuencas hídricas y la salubridad de 
la población, así como, del desarrollo 
económico, social y cultural de sus 
comunidades. 

_______________ 

C-035/16 Gloria Stella 
Ortiz Delgado 

Plan nacional de 
desarrollo 2010 – 2014 y 
2014 – 2018 – Áreas de 
Reserva Minera – 

La Corte concluyó que en la definición 
de áreas de reserva minera y en los 
procesos de selección objetiva para 
otorgar una concesión minera en 
dichas áreas, deberá concertarse con 

En contra. 
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Ley 1450 de 2011 (art. 
108). Ley 1753 de 2015 
(arts. 20, 49, 50, parcial, 
51 y 52, parcial y 173, 
parágrafo 1º). 
 

las autoridades locales de los 
municipios donde vayan a estar 
ubicadas (Exequibilidad 
Condicionada). Respecto de incisos del 
artículo 49 y expresión del artículo 52 
de la Ley 1753 de 2015, la Corte precisa 
que la facultad de clasificar ciertos 
proyectos como proyectos de interés 
nacional y estratégicos (PINE) no 
desconoce las facultades de las 
entidades territoriales en materia de 
reglamentación del uso del suelo y de 
expropiación en los casos que 
determine la ley (Exequibles). Sin 
embargo, la facultad para adelantar 
expropiaciones está sujeta a una serie 
de garantías constitucionales. En 
cuanto al inciso segundo y parágrafo 
del artículo 50 de la Ley 1753 de 2015, 
impide que los destinatarios de la 
norma ejerzan las garantías del artículo 
58 de la Constitución Política en 
igualdad de condiciones con otros 
grupos sociales. Adicionalmente, la 
norma vulnera el derecho fundamental 
a la reparación integral de las víctimas 
del conflicto armado. Igualmente, la 
Corte declaró la inconstitucionalidad 
del artículo 51 de la Ley 1753 de 2015, 
por vulneración de la autonomía de las 
corporaciones autónomas regionales y 
porque someterlas a un régimen de 
licenciamiento expedito implica un 
desconocimiento del deber de 
protección del medio ambiente en lo 
territorial. Sostuvo que si bien la 
Constitución no atribuye funciones 
explícitas a las corporaciones 
autónomas regionales, las entidades 
ambientales regionales, excluirlas de la 
competencia para conocer de las 
licencias ambientales en proyectos de 
interés nacional y estratégico 
desconoce el régimen de su 
autonomía. Históricamente, la ley ha 
ido despojando a estas corporaciones 
de sus funciones, en detrimento de la 
autonomía de tales entidades para 
proteger el medio ambiente en el 
ámbito regional. Por otra parte, la 
Corte declara exequible el inciso 
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segundo del artículo 173 de la Ley 1753 
de 2015, siempre que se entienda que 
si el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible se aparta del 
área de referencia establecida por el 
Instituto Alexander von Humboldt en la 
delimitación de los páramos, debe 
fundamentar explícitamente su 
decisión en un criterio científico que 
provea un mayor grado de protección 
del ecosistema de páramo. Por último, 
la Corte consideró que los incisos 
primero, segundo y tercero del 
parágrafo del artículo 173 de la Ley 
1753 de 2015 es inconstitucional 
porque desconoce el deber 
constitucional de proteger áreas de 
especial importancia ecológica, con lo 
cual pone en riesgo el acceso de toda la 
población al derecho fundamental al 
agua en condiciones de calidad. La 
Corte llegó a esta conclusión después 
de analizar el alcance de la facultad del 
Estado de intervenir en la economía, y 
su deber de proteger áreas de especial 
importancia ecológica, ponderándolos 
frente al alcance de la libertad 
económica y de los derechos de los 
particulares a explotar recursos del 
Estado. 

C-192/16  Gabriel 
Eduardo 
Mendoza 
Martelo 

Régimen para los distritos 
especiales –plan de 
ordenamiento territorial –
actuaciones, licencias y 
sanciones urbanísticas - 
prevalencia del interés 
general sobre el particular 
y función social y 
ecológica de la propiedad. 
(Expresiones contenidas 
en los artículos23 y 24 de 
la ley 1617 de 2013). 

La Corte debía resolver de un lado, (i) si 
establecer que los Planes de 
Ordenamiento Territorial del orden 
distrital deben respetar los derechos 
adquiridos en materia de usos del 
suelo con anterioridad a la expedición 
de la Ley 1617 de 2013, desconoce la 
prevalencia del interés general sobre el 
particular reconocida en los artículos 
1º y 58 de la Constitución. De otro, (ii) 
si prever que en los procesos 
sancionatorios y de licenciamiento 
urbanístico deberán respetarse los 
derechos adquiridos en materia de 
usos del suelo, con anterioridad a la 
Ley 1617 de 2013, atenta igualmente 
contra la prevalencia del interés 
general sobre el particular (arts. 1º y 5º 
C.Po.) La Corte recordó en primer 
término, que de conformidad con la 
Constitución Política (at. 313), les 

En contra 
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corresponde a los concejos 
municipales y distritales reglamentar 
los usos del suelo con base en los 
parámetros que señale la 
correspondiente ley orgánica. Al 
mismo tiempo, señaló que la garantía 
constitucional de la propiedad privada 
y de los derechos adquiridos con 
arreglo a la ley (art. 58 C.Po.), no se 
opone a que puedan ser objeto de 
limitaciones en caso de que entren en 
conflicto con el interés público o social, 
como puede ocurrir frente a lo 
establecido en los planes de 
ordenamiento territorial. Para la Corte, 
las decisiones de carácter general que 
se adopten por los concejos 
municipales y distritales al revisar el 
POT, que impliquen la modificación de 
usos del suelo prevalecen sobre las 
licencias que se hayan otorgado con 
anterioridad, ya que no puede alegarse 
un derecho adquirido a determinado 
uso del suelo, en la medida en que el 
interés particular debe ceder ante 
intereses de orden general que se 
buscan en los planes de ordenamiento 
territorial. Para la Corte, la propiedad 
tiene una función social y una función 
ecológica, que justifica las restricciones 
que puedan imponerse por motivos de 
interés social y conveniencia pública. 
En la tensión que surge entre la 
garantía de la propiedad privada y de 
los derechos adquiridos y el 
reordenamiento en los usos de suelo 
por razones de interés general, social o 
ecológico, el legislador debía ponderar 
los intereses en juego y darle prelación 
a éstos últimos, acorde con lo 
dispuesto en el artículo 58 de la Carta 
Política. En consideración a la 
prevalencia del interés general sobre el 
particular y a las funciones social y 
ecológica de la propiedad, resulta 
válido que el legislador fije a cargo del 
propietario limitaciones al ejercicio del 
derecho de propiedad. Así lo 
determinó la Corte Constitucional, 
recientemente, en la Sentencia C-035 
de 2016. Por consiguiente, el legislador 
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no podía consagrar la intangibilidad de 
derechos adquiridos con anterioridad a 
la Ley 1617 de 2013, frente a los 
cambios que se introduzcan el uso del 
suelo por parte de los concejos 
municipales y distritales, en ejercicio 
de la autonomía que le reconoce la 
Constitución y la protección y defensa 
del interés general por encima de 
intereses particulares. Al disponer el 
reconocimiento de derechos 
adquiridos sobre usos del suelo genera 
un desequilibrio que afecta el interés 
común del municipio, que obstaculiza 
la actividad urbanística y el desarrollo 
de objetivos del mismo orden, 
contenidos en los planes de 
ordenamiento territorial De igual 
modo, en los procesos sancionatorios y 
licenciamientos urbanísticos, de 
conformidad con la Constitución, 
deben aplicarse de preferencia las 
regulaciones vigentes en materia de 
uso del suelo, sin que a ellos pueda 
oponerse derechos de particulares 
adquiridos con anterioridad a la Ley 
1617 de 2013. 
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ANEXO 2. UBICACIÓN DE LAS LOCALIDADES VISITADAS EN LA CUENCA SAMBINGO-HATO VIEJO. (FUENTE: LIX DANY 

MOSQUERA, MAMASKATO-CRC)  
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ANEXO 3. DESCRIPCIÓN DEL GRADO DE AFECTACIÓN AMBIENTAL SOBRE EL RECURSO SUELO (Fuente: CRC, 08 DE 

FEBRERO DE 2016).  
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ANEXO 4. DESCRIPCIÓN DEL GRADO DE AFECTACIÓN AMBIENTAL SOBRE EL RECURSO AGUA (Fuente: CRC, 08 DE 

FEBRERO DE 2016). 
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ANEXO 5. DESCRIPCIÓN GRADO DE AFECTACIÓN AMBIENTAL GENERAL SOBRE EL TRANSEPTO DE RÍO SAMBINGO 

AFECTADO POR MINERÍA ILEGAL (Fuente: CRC, 29 DE SEPTIEMBRE DE 2016).  
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ANEXO 6. ESTADO DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Y DERECHOS COLECTIVOS DEL MEDIO 
AMBIENTE, CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991,  EN EL CASO DEL RÍO SAMBINGO 

Artículo Descripción Estado Explicación 

44 Son derechos fundamentales de los niños: la 
vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, 
su nombre y nacionalidad, tener una familia 
y no ser separados de ella, el cuidado y 
amor, la educación y la cultura, la recreación 
y la libre expresión de su opinión. Serán 
protegidos contra toda forma de abandono, 
violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o 
económica y trabajos riesgosos. Gozarán 
también de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los 
tratados internacionales ratificados por 
Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y 
el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier 
persona puede exigir de la autoridad 
competente su cumplimiento y la sanción de 
los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre 
los derechos de los demás. 
 

Vulnerado Durante las entrevistas realizadas, 
varios de los funcionarios 
afirmaron que en la zona de 
explotación minera ilegal, había 
varios niños y adolescentes. 
Incluso, se tiene registro de por lo 
menos 4 muertes perinatales en 
adolescentes. Teniendo en cuenta 
la precaria situación de las 
viviendas temporales construidas, 
como de posibles casos de 
violencia sexual, se puede afirmar, 
con la prudencia del caso, que se 
omitió la integridad física, la vida, 
la salud, la seguridad social, entre 
otros, de los infantes.  

45 El adolescente tiene derecho a la protección 
y a la formación integral. 
El Estado y la sociedad garantizan la 
participación activa de los jóvenes en los 
organismos públicos y privados que tengan a 
cargo la protección, educación y progreso de 
la juventud. 
 

Vulnerado Tal como se explicó en el artículo 
44, se tiene reporte de por lo 
menos 4 muertes perinatales en 
adolescentes. Eso, sin contar con 
la cantidad que se encontraba en 
la zona de extracción minera 
ilegal.  
Este artículo determina la 
formación integral y la protección 
de adolescentes; claramente esto 
no aplica para quienes se vieron 
perjudicados por este caso. 
Además, no se tiene conocimiento 
del paradero de ellos, ni de las 
demás personas, que estuvieron 
trabajando en esta zona.  

48 Se garantiza a todos los habitantes el 
derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 
El Estado, con la participación de los 
particulares, ampliará progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social que 
comprenderá la prestación de los servicios 
en la forma que determine la Ley. 

Posiblemente 
Vulnerado 

Las condiciones laborales de las 
personas que trabajaban en ese 
lugar eran inseguras y constituían 
un peligro para la integridad física 
de cada una de ellas. Aunque este 
artículo determina que el Estado 
“ampliará progresivamente la 
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La Seguridad Social podrá ser prestada por 
entidades públicas o privadas, de 
conformidad con la ley. No se podrán 
destinar ni utilizar los recursos de las 
instituciones de la Seguridad Social para 
fines diferentes a ella. 
La ley definirá los medios para que los 
recursos destinados a pensiones mantengan 
su poder adquisitivo constante.  
 

cobertura de la Seguridad Social”; 
lo cierto es que las personas de ese 
lugar no contaban con ella, por ser 
una actividad por fuera de la ley. 
La pregunta que cabe aquí sería 
¿tiene el Estado una cuota de 
responsabilidad en esto? 

49 La atención de la salud y el saneamiento 
ambiental son servicios públicos a cargo del 
Estado. Se garantiza a todas las personas el 
acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud. 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y 
reglamentar la prestación de servicios de 
salud a los habitantes y de saneamiento 
ambiental conforme a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. 
También, establecer las políticas para la 
prestación de servicios de salud por 
entidades privadas, y ejercer su vigilancia y 
control. Así mismo, establecer las 
competencias de la Nación, las entidades 
territoriales y los particulares, y determinar 
los aportes a su cargo en los términos y 
condiciones señalados en la ley. 
Los servicios de salud se organizarán en 
forma descentralizada, por niveles de 
atención y con participación de la 
comunidad. 
La ley señalará los términos en los cuales la 
atención básica para todos los habitantes 
será gratuita y obligatoria. 
Toda persona tiene el deber de procurar el 
cuidado integral de su salud y la de su 
comunidad. 
 

Vulnerado Las condiciones “infrahumanas” 
(palabras con las que se refirió uno 
de los entrevistados), de la zona, 
dejaban ver un panorama 
deprimente en cuanto a 
condiciones de higiene y salud. 
Pese a que se debe realizar un 
análisis profundo sobre este 
derecho en este caso (ya que no se 
trata de afirmar: sí se vulneró y no 
se vulneró), lo cierto es que las 
personas no tuvieron (por razones 
de hecho) acceso a salud ni 
saneamiento ambiental. Esto 
nuevamente, genera un 
interrogante, ¿qué porcentaje de 
responsabilidad de le puede 
atribuir al Estado?  

58 Se garantizan la propiedad privada y los 
demás derechos adquiridos con arreglo a las 
leyes civiles, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores. Cuando de la aplicación de una 
ley expedida por motivos de utilidad pública 
o interés social, resultare en conflicto los 
derechos de los particulares con la necesidad 
por ella reconocida, el interés privado 
deberá ceder al interés público o social. 

Posiblemente 
Vulnerado 

Durante la fase de investigación 
del Estudio de Caso, aunque no 
puede ser comprobado, “se 
escuchó” que varios de los dueños 
de los predios donde se llevó a 
cabo la explotación minera ilegal, 
los rentaban. Lo que no se sabe 
con seguridad es si lo hacían por 
voluntad propia o había algún 
mecanismo de coerción, por parte 
de quienes realizarían las 
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La propiedad es una función social que 
implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica. 
El Estado protegerá y promoverá las formas 
asociativas y solidarias de propiedad. 
Por motivos de utilidad pública o interés 
social definidos por el legislador, podrá 
haber expropiación mediante sentencia 
judicial e indemnización previa. Este se fijará 
consultando los intereses de la comunidad y 
del afectado. En los casos que determine el 
legislador, dicha expropiación podrá 
adelantarse por vía administrativa, sujeta a 
posterior acción contenciosa-administrativa, 
incluso respecto del precio. 
 

actividades de explotación 
minera.  
Si bien, no se tiene conocimiento 
de un proceso de expropiación en 
el sentido literal de la palabra, el 
hecho de que se haya alterado los 
recursos de los territorios, dan 
cuenta de una forma novedosa de 
aquello.  

60 El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, 
el acceso a la propiedad. 
Cuando el Estado enajene su participación 
en una empresa, tomará las medidas 
conducentes a democratizar la titularidad de 
sus acciones, y ofrecerá a sus trabajadores, a 
las organizaciones solidarias y de 
trabajadores, condiciones especiales para 
acceder a dicha propiedad accionaria. La ley 
reglamentará la materia 
 

No Vulnerado El artículo citado  no tiene 
relación, por lo menos 
explícitamente, con el estudio de 
caso. 

64 Es deber del Estado promover el acceso 
progresivo a la propiedad de la tierra de los 
trabajadores agrarios, en forma individual o 
asociativa, y a los servicios de educación, 
salud, vivienda, seguridad social, recreación, 
crédito, comunicaciones, comercialización de 
los productos, asistencia técnica y 
empresarial, con el fin de mejorar el ingreso 
y calidad de vida de los campesinos. 

Posiblemente 
Vulnerado 

Tal como lo señalan varios planes 
de desarrollo municipales, las 
actividades agropecuarias eran (o 
son) la principal fuente de 
economía de la región. Sin 
embargo, debido al interés del 
gobierno central de sacar adelante 
el sector minero, los entes 
gubernamentales y municipales 
debían empezar a fortalecer este 
sector. El problema resultante de 
este auge minero fue el alarmante 
crecimiento de la minería ilegal, 
que para el estudio de caso, tuve 
efectos devastadores sobre el 
suelo. El artículo en mención 
afirma que es deber del Estado 
promover el acceso progresivo a la 
propiedad de la tierra de los 
trabajadores agrarios.  Aun 
cuando los campesinos de la zona 
ya tenían acceso a esta tierra, la 
verdad es que actualmente no la 
tienen en un sentido amplio (pues 
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se vio afectado para el cultivo de 
alimentos y otras actividades del 
sector primario). 

65 La producción de alimentos gozará de la 
especial protección del Estado. Para tal 
efecto, se otorgará prioridad al desarrollo 
integral de las actividades agrícolas, 
pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la 
construcción de obras de infraestructura 
física y adecuación de tierras. 
De igual manera, el Estado promoverá la 
investigación y la transferencia de tecnología 
para la producción de alimentos y materias 
primas de origen agropecuario, con el 
propósito de incrementar la productividad. 
 

Vulnerado Tal como se explicó en el artículo 
64, el Estado priorizó al sector 
minero en la economía nacional, y 
esto tuvo efectos sobre las 
dinámicas económicas regionales 
y locales. Por lo menos en el 
estudio de caso, debido a la 
actividad minera ilegal, no 
prevalecieron las actividades 
agropecuarias. Tal como lo señala 
el PDM de Mercaderes 2016-2019, 
la inclusión de la actividad minera 
está generando transformaciones 
en la dinámica económica local, 
pasando de las actividades 
agropecuarias (como principal 
fuente de su economía) a las 
actividades mineras (quienes 
vendrían a ocupar el primer lugar).   

79 Todas las personas tienen derecho a gozar 
de un ambiente sano. La ley garantizará la 
participación de la comunidad en las 
decisiones que puedan afectarlo. 
Es deber del Estado proteger la diversidad e 
integridad del ambiente, conservar las áreas 
de especial importancia ecológica y fomentar 
la educación para el logro de estos fines. 
 

Vulnerado Por esencia, este artículo es el más 
evidentemente vulnerado. La 
descripción de los impactos 
ambientales como de las 
consecuencias sociales en el 
capítulo II, da razón sobre esto.  

80 El Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. 
Además, deberá prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los 
daños causados. 
Así mismo, cooperará con otras naciones en 
la protección de los ecosistemas situados en 
las zonas fronterizas. 
 

Vulnerado En el estudio de caso, no hubo ni 
manejo ni conservación ni 
garantía de los recursos naturales. 
El grado de afectación ambiental 
del río Sambingo se situó en 
61/80, donde se advirtió además, 
que su recuperación no se 
generaría por medio de la acción 
natural, sino con la intervención 
de las instituciones competentes, 
y que esto tardaría entre 6 meses 
y 5 años.  
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ANEXO 7. DENUNCIA SOBRE IMPACTOS AMBIENTALES GENERADOS POR EXTRACCIÓN ILEGAL DE ORO EN LA VEREDA 

SAN BINGO, CORREGIMIENTO DE CAJAMARCA, MUNICIPIO DE MERCADERES.  
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ANEXO 8. INFORME TÉCNICO EN ATENCIÓN A ACCIONES DE PROTECCIÓN Y VIGILANCIA DE LOS RECURSOS NATURALES 

Y EL AMBIENTE, DENUNCIA AMBIENTAL ESCRITA POR EXTRACCIÓN ILÍCITA DE ORO SOBRE EL RÍO SAMBINGO EN LOS 

LÍMITES DE LOS MUNICIPIOS DE BOLÍVAR Y MERCADERES. 
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ANEXO 9. INFORME TÉCNICO EN ATENCIÓN A ACCIONES DE PROTECCIÓN Y VIGILANCIA DE LOS RECURSOS NATURALES 

Y EL AMBIENTE, COMO ACCIÓN DE OFICIO AL RÍO SAMBINGO, MUNICIPIOS DE BOLÍVAR Y MERCADERES, AFECTADOS 

POR EXTRACCIÓN ILEGAL DE MINERALES. 
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ANEXO 10. RESOLUCIÓN 8674 (08 DE MARZO DE 2016). 
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ANEXO 11. INFORME PRELIMINAR TÉCNICO EN ATENCIÓN A ACCIONES DE PROTECCIÓN Y VIGILANCIA DE LOS 

RECURSOS NATURALES Y EL AMBIENTE, SOBRE EL CASO DEL RÍO SAMBINGO. 
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(El registro fotográfico, como las actas de reuniones, del presente informe, quedan adjuntos en el CDROM).  
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ANEXO 12. INFORME TÉCNICO EN ATENCIÓN A ACCIONES DE PROTECCIÓN Y VIGILANCIA DE LOS RECURSOS NATURALES 

Y EL AMBIENTE, ACCIÓN DE OFICIO VALORACIÓN AMBIENTAL A LA ZONA DE INFLUENCIA DEL RÍO SAMBINGO EN EL 

MUNICIPIO DE MERCADERES, POR EXTRACCIÓN ILEGAL DE ORO. 
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ANEXO 13. INFORME TÉCNICO EN ATENCIÓN A ACCIONES DE PROTECCIÓN Y VIGILANCIA DE LOS RECURSOS NATURALES 

Y EL AMBIENTE, ACCIÓN DE OFICIO SEGUNDA VALORACIÓN AMBIENTAL A LA ZONA DE INFLUENCIA DEL RÍO SAMBINGO 

EN EL MUNICIPIO DE MERCADERES, POR EXTRACCIÓN ILEGAL DE ORO. 
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ANEXO 14. DERECHO DE PETICIÓN RADICADO ANTE LA ALCALDÍA DE BOLÍVAR. 
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ANEXO 15. RESPUESTA AL DERECHO DE PETICIÓN, POR PARTE DEL SECRETARIO DE BOLÍVAR. 
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ANEXO 16. RESUMEN DE LAS ACTIVIDADES LLEVADAS A CABO POR LA ALCALDÍA DE MERCADERES, A CORTE DEL 09 DE 

ABRIL DE 2016.  
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ANEXO 17. ACTA NO. 004 DEL 15 DE ABRIL DE 2016 
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El listado de asistencia de la presenta Acta no se anexa porque el documento suministrado está ilegible.  
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ANEXO 18. RESPUESTA AL DERECHO DE PETICIÓN, RADICADO EL 23 DE JUNIO DE 2017, POR PARTE DE LA SECRETARIA 

DE GOBIERNO Y PARTICIPACIÓN DE LA GOBERNACIÓN DEL CAUCA.  



188 
 

 



189 
 

 



190 
 
ANEXO 19. RESPUESTA AL DERECHO DE PETICIÓN, RADICADO CON FECHA DEL 05 DE JUNIO 2017, POR PARTE DEL 

DEFENSOR REGIONAL DEL CAUCA. 
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ANEXO 20. INFORME ACTUACIONES SOBRE OPERATIVOS SOBRE EL RÍO SAN BINGO, PERSONERÍA MUNICIPAL DE 

MERCADERES. 

Mercaderes,  15 Agosto de 2017. 

 

Señor:  

ANDRES FELIPE ANGARITA MENESES 

Barrió Bosques de Pomona Crra 2ª Nro. 19CN-16 (3PISO)  

Popayán Cauca 

E. S. M 

 

Cordial Saludo: 

Referencia respuesta Derecho de Petición. 

 

De la manera más atenta y respetuosa me dirijo a usted con el fin de dar respuesta a oficio radicado 

ante este despacho el día 21 de Junio de 2017,  dentro del cual se solita “…respetuosamente  me dirijo 

a su institución con el fin de solicitarle me facilite copia de la información que dispongan sobre lo 

ocurrido con minería ilegal en el rio san bingo (informes, actas fotografías,  entre otros) 

 

Ante lo anterior me permito manifestar que este despacho realizo acompañamiento a procedimientos 

ordenados por parte del Gobierno Nacional y la Fiscalía General de la Nación, para el desalojo del Rio 

San Bingo por parte de quienes lo ocupaban, en consecuencia solo se levantó un informe el cual se 

envió a Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del pueblo, no reposando documento 

adicional alguno. 

Teniendo en cuenta lo anterior me permito anexar lo relacionado. 

 

Atentamente: 

 

OSCAR MAURICIO ORTEGA MEZA 

Personero Municipal 
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Mercaderes, 19 de Abril de 2016. 

Doctora. 
PROCURADURIA PROVINCIAL DE POPAYÁN. 
DEFENSORIA DEL PUEBLO REGIONAL 
Popayán Cauca. 
E. S. D. 
 
Cordial Saludo 
 
Ref.: Informe Actuaciones sobre operativos sobre el rio San Bingo 
 
De la manera más atenta y respetuosa me dirijo a su digno despacho con el fin de informarle lo siguiente 
 
1.- Quiero dejar de presente que ante el Despacho de la Personería Municipal de Mercaderes no se informó de 
manera previa x ningún medio sobre el Operativo que se está Desarrollando sobre la Cuenca del Rio Sam Bingo, 
pese a lo anterior como Personero Municipal me hice presente y participe como veedor dentro del Proceso de 
desalojo de las personas que se encontraban sobre la cuenca del Rio San bingo Jurisdicción de Mercaderes 
realizando actividades de Minería ilegal. 
 

 
A la derecha de la Imagen El señor Alcy Muñoz Alcalde Municipal y a la Izquierda el Suscrito Personero Municipal 
de Mercaderes Cauca, hacia el Fondo Rio San Bingo, 
 
Actividades del viernes 15 de 2015 
2.-  el Día de Viernes 15 de Abril del presente año en horas de la Mañana vía Telefónica me Informa el Doctor 
Luis Bernaza y personal de la Policía Nacional que se está realizando un operativo Judicial y de desalojo sobre la 
Cuenca del rio Sam bingo, en consecuencia de manera inmediata trato de ponerme a disposición y en contacto 
con el personal de la Policía y demás autoridades que estaban a cargo de dicho operativo.  
3.- Posteriormente el mimo día viernes me entrevisto con el Señor Alcalde Municipal Alcy Muños, quien pone 
de presente que ya se ha agotado un Concejo Extraordinario Seguridad, en el cual se tomaron determinaciones 
para coadyuvar el proceso de Desalojo y procedimiento sobre el Rio San Bingo, que en consecuencia se emitió 
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un acto administrativo que coadyuva el proceso de desalojo de las personas (guaqueros) que se encuentran en 
el sector. 
4.- posteriormente me entrevisto con el Teniente Porras con el propósito de solicitar información y ponerme a 
disposición ante lo cual me manifiesta que En horas de la Mañana se ha adelantado las diligencias judiciales de 
Capturas, incautación y destrucción de maquinaria (pesada amarilla), y que queda pendiente la evacuación del 
personal denominado como Guaqueros o mineros. 

 
5.- Por ultimo me entrevisto con el Inspector de  policía Municipal, Franklin Pinta quien me informa que han 
dispuesto de cuatro vehículos tipo volqueta para ir al sitio del procedimiento a recoger a las personas que están 
interesadas en evacuar de manera  
Voluntaria,  Ante lo cual el Inspector de Policía se  desplaza a la zona del operativo en un vehículo en compañía 
de la policía y una Delegada de la Defensoría del Pueblo 
6.- Posteriormente El Señor Alcalde Municipal Alcy Muñoz Perdomo, su Escolta, conductor del Vehículo y el 
Suscrito personero, también nos desplazamos hacia la zona llevando con nosotros cuatro Vehículos tipo 
Volqueta con el propósito de recoger menaje y personas que habían manifestado su intención de evacuar de 
manera Voluntaria., pero en el sector donde llegamos ya habían evacuado de manera Voluntaria, teniendo en 
cuenta que ya era muy de noche  se dejó las volquetas en el sector para así regresar el día siguiente a recoger 
otras personas que se encontraban en otro sector. 
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Al Fondo de la Imagen se pueden apreciar las Volquetas que se colocaron a dispocision para la evacuación de 
los guaqueros. 
 
 
Actividades sábado 16 de abril de 2016. 

 
7.- Nuevamente en compañía de derecha a Izquierda, Comisaria de Familia, Inspector de Policía Teniente Porras, 
El Suscrito Personero Municipal y Termina El Delegado de la ESE,  En Horas de la Mañana nos desplazamos hasta 
el sector del Rio Sam Bingo, con el objetivo de colaborar en el proceso de evacuación y verificación del 
Cumplimiento y respeto de garantías de las persona que serían evacuadas, Por parte de la Administración 
Municipal se Dispuso Nuevamente Cuatro vehículos tipo Volqueta, Un vehículo Tipo Camión F800  y unas 
Camionetas para continuar con el proceso de evacuación.  
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8.- Una vez en el Sitio donde se realizó el asentamiento Mayor por parte de los Mineros y Guaqueros, se pudo 
evidenciar que había una fuerte presencia de Policía NACIONAL, Personal del CTI y   Ejército, de la misma manera 
la existencia de “Cambueches” construidos con plástico maya en polietileno. Los cuales ya en su mayoría 
estaban deshabitados, 
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9.- se realizó una reunión con las pocas personas que se encontraban y se les explico que por parte de la 
Administración Municipal con la Vedaría de la Personería Municipal se les prestaría la colaboración de trasporte 
personal como de sus pertenencias y que para ello se colocó a disposición de la Volquetas, el Camión y unas 
Camionetas, terminada la reunión se inició con la evacuación desde el sector del rio Sn Bingo Hasta la Cabecera 
del municipio de Mercaderes y el sector conocido como Mojarras en la Intercesión con la Panamericana. E 
inician los vehículos a realizar el recorrido evacuando menaje y personas todo el día y hasta horas de la Noche, 
las personas una vez en la cabecera de Mercaderes y el sector de Mojarras iniciaron su desplazamiento hasta 
las ciudades de origen como Patía, Popayán Nariño Putumayo Valle del cauca y otras ciudades. 
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10.- para las personas que no pudieron evacuar la alcaldía Municipal estableció un albergue temporal con 
colchoneta para que pudiesen pasar la Noche y al día siguiente se contrató un Transporte para las personas que 
viajaban para el note los llevase hasta la ciudad de Cali. 
11.- en el sector Por parte de la Policía y Miembros del CTI Continuaban su labor de Incautación y destrucción 
de maquinaria Amarilla. 
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Actividades domingo 17 de abril de 2016. 
 
12.- Continuaron las labores de evacuación de los Moradores del sector de la Mina Rio San bingo hacia el sector 
de Carboneros y el Municipio de Bolívar Cauca como también hacia el sector del Municipio de Mercaderes 
Cauca. 

 
 
 
 
Actividades lunes 18 de abril de 2016. 
 
13.- Una vez Verificado que no existe presencia de los Mineros puesto que evacuaron totalmente el sector, la 
Fuerza pública presente en el sector procede a realizar la destrucción de algunos  cambuches. 
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Actividades lunes 19 de abril de 2016. 
 
14.- se hace necesario disponer de la Retro excavadora del municipio de Mercaderes con el propósito de destruir 
los cambueches y acondicionar los pasos de las Una vez Verificado que no existe presencia de los Mineros puesto 
que evacuaron totalmente el sector, la Fuerza pública presente en el sector procede a realizar la destrucción de 
algunos  cambuches. 

 
 
 
Atentamente: 
OSCAR MAURICIO ORTEGA MEZA 
Personero Municipal Mercaderes CAUCA 
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ANEXO 21. DERECHO DE PETICIÓN RADICADO ANTE LA PROCURADURÍA REGIONAL DEL CAUCA. 

 



209 
 
ANEXO 22. RESPUESTA AL DERECHO DE PETICIÓN, POR PARTE DE LA PROCURADURÍA REGIONAL DEL CAUCA. 

Popayán,  cuatro (4) de septiembre  de dos mil diecisiete (2017) 

  

Oficio No. 2099 

Señor 

ANDRES FELIPE ANGARITA MENESES 

afangaritam@unicauca.edu.co 

afangaritam@gmail.com 

Popayán - Cauca 

  

Asunto: solicitud de copia de información que disponga la Procuraduría Regional del Cauca, respecto a la MINERIA ILEGAL 

EN EL RIO SAMBINGO. 

  

Con el fin de dar respuesta a su petición, con Rad. Interno No. E-2017-724112, respecto a su solicitud de copia de 

información respecto a la MINERIA ILEGAL EN EL RIO SAMBINGO. Sea lo primero indicar que el proceso disciplinario 

presenta las respectivas etapas procesales, con observancia formal y material de las normas que determinen la ritualidad 

del mismo, y en los términos establecidos por la Ley, lo anterior con el fin de garantizarle a los investigados el debido 

proceso. 

De la misma manera me permito informarle que según lo estipulado en la Ley 734 de 2002 Código Único Disciplinario, 

artículo 84 establece que: podrán intervenir en la actuación disciplinaria, “ como sujetos procesales, el investigado y su 

defensor….” y además nos dice el parágrafo del artículo 90 de la misma ley que “La intervención del quejoso se limita 

únicamente a presentar y ampliar la queja bajo la gravedad del juramento, a aportar las pruebas que tenga en su poder y 

a recurrir la decisión de archivo y el fallo absolutorio. (…)”. 

Ahora bien, en razón a la RESERVA LEGAL, esta se mantendrá hasta que se practiquen las pruebas a que haya lugar y, en 

todo caso, una vez expire el término general fijado por la ley para su práctica. En estas condiciones, el público puede 

libremente ser informado sobre los cargos y los descargos y las pruebas que los sustentan y, para el efecto, acceder al 

respectivo expediente, inclusive antes de que se expida el fallo de primera instancia, lo cual asegura que si a raíz del 

escrutinio público surgen nuevos elementos de prueba éstos podrán ser aportados antes de que se adopte la decisión 

final, razón por la cual no es posible acceder a esta solicitud. 

  

Lo anterior para su conocimiento y fines pertinentes 

  

Atentamente, 

WILSON HERNANDO SUAZA BEDOYA 

Abogado-Profesional Universitario G17 

    Procuraduría Regional del Cauca 

  

NOTA: Esta respuesta fue recibida por medio electrónico. Para su anexo, se hizo copia de la bandeja de entrada del 

correo personal a Word.  

mailto:afangaritam@unicauca.edu.co
mailto:afangaritam@gmail.com
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ANEXO 23. DENUNCIA DEL PROCURADOR 7 JUDICIAL II AMBIENTAL DEL CAUCA.  
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ANEXO 24. SOLICITUD PARA EXIGIR CUMPLIMIENTO AL ACTA DE COMPROMISOS DE MOVILIZACIÓN MUNICIPIO DE 

MERCADERES, MARZO 2 DE 2016. 
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ANEXO 25. OFICIOS RADICADOS POR PARTE DEL CONTRALOR GENERAL DEL CAUCA. 
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ANEXO 26. RESPUESTA OFICIO DC-10-001676 DE FECHA 04-04-2016, POR PARTE DEL COMANDANTE DEPARTAMENTO 

DE POLICÍA CAUCA. 
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ANEXO 27. RESPUESTA OFICIO DC-10-001675, POR PARTE DEL FISCAL 001 EDA SECCIONAL. 
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ANEXO 28. RESPUESTA AL DERECHO DE PETICIÓN, POR PARTE DEL EJECUTIVO Y SEGUNDO COMANDANTE BATALLÓN 

DE INFANTERÍA NO. 56. 
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ANEXO 29. RESPUESTA OFICIO 001678 / 04 DE ABRIL DE 2016, POR PARTE DEL COMANDANTE VIGÉSIMA NOVENA 

BRIGADA. 
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ANEXO 30. DENUNCIA 
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ANEXO 31. MATERIAL FOTOGRÁFICO. AVISTAMIENTO AÉREO SOBRE EL CAUCE DEL RÍO SAMBINGO AFECTADO POR 

MINERIA ILEGAL.    
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